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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrió, además, el Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín Infante.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las sesiones 34ª y 35ª, ambas ordinarias, en 13 y 14 de julio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso; y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades de pago a los contribuyentes por impuestos morosos, por un plazo de hasta 36 meses (boletín N° 7.065-05).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Jefa de Gabinete del Subsecretario del Interior, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Pérez (doña Lily), mediante el cual requiere información respecto de determinadas materias de seguridad en la comuna de La Cruz, Región de Valparaíso.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley N° 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.048-14) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (boletín N° 6.041-08) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que sanciona al conductor que abandona el lugar del accidente automovilístico en que hubiere participado (boletín N° 7.086-15) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, con la que inician un proyecto de ley sobre aguas subterráneas.



Moción de los Senadores señores Horvath, Bianchi, Orpis, Prokurica y Sabag, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al reconocimiento de establecimientos educacionales rurales de un determinado ciclo o nivel.



--Se declaran ambas inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señoras Pérez (doña Lily) y Alvear y señores Bianchi, Espina, García, Horvath, Prokurica, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio), con el que postulan al señor Vicente Bianchi al Premio Nacional de Artes Musicales (boletín N° S 1.274-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Senadores señor Escalona, señora Alvear y señores Chahuán, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, sobre exclusión de beneficios arancelarios a productos israelíes originarios de Jerusalén Este, Gaza y Cisjordania (boletín N° S 1.275-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



De los Senadores señor Escalona, señora Alvear y señores Chahuán, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, con el que solicitan el reconocimiento del Estado Palestino (boletín N° S 1.276-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

______________

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, el señor Ministro de Hacienda subrogante don Rodrigo Álvarez solicitó que el proyecto que faculta al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades de pago a los contribuyentes por impuestos morosos, cuya urgencia de “discusión inmediata” fue retirada, pueda ser tratado el próximo martes. Los miembros de la Comisión de Hacienda manifestaron su acuerdo en orden a sacarlo de la tabla de hoy y colocarlo en el primer lugar del Orden del Día de la sesión del próximo martes.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.

DESIGNACIÓN DE EDECÁN DEL SENADO

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de entrar en el Orden del Día, de conformidad con la facultad que me entrega el inciso tercero del artículo 12 del Reglamento del Personal del Senado, propongo a la Sala la designación, como nuevo Edecán del Senado, del Capitán de Navío en retiro señor Roberto Marcelo Berardi Gaete.



Informo a los señores Senadores que puse en conocimiento de los Comités y de la Comisión de Régimen Interior dicha proposición.



Si le parece a la Sala, se dará por aprobada.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

GRATUIDAD DE SOLICITUDES PARA REGULARIZACIÓN DE DOMINIO EN PROPIEDADES AFECTADAS POR TERREMOTO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero pasado.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7048-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 36ª, en 27 de julio de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, sesión 37ª, en 28 de julio de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz efectuadas por los poseedores materiales, que acrediten la calidad de damnificados, de aquellos inmuebles ubicados en el territorio de las Regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O`Higgins, del Maule, del Biobío y de La Araucanía.



El beneficio se aplicará a las solicitudes de regularización que se presenten a partir de la vigencia de la ley y por el plazo de un año.



Cabe destacar que la regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz permite acceder a los subsidios que entrega el Estado, especialmente a aquellos destinados a la reconstrucción de viviendas.



Las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, discutieron la iniciativa tanto en general cuanto en particular y le dieron su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Allende y señores Escalona y Navarro; y la señora Matthei y los señores García y Frei, en su calidad de integrantes de ambas.



Las Comisiones efectuaron una sola enmienda al proyecto despachado por la Cámara Baja, consistente en suprimir en el inciso primero del artículo 2º la frase final referida al estado del inmueble damnificado. Esta modificación se acordó por la unanimidad de los Senadores anteriormente mencionados.



El texto de la iniciativa que se propone a la Sala se transcribe tanto en las páginas del informe respectivo como en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la relación del señor Secretario General resulta suficiente. La propia denominación del proyecto habla por sí sola.



La iniciativa fue aprobada por la unanimidad de las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas -que actuaron en esta materia según un acuerdo adoptado ayer por el Senado-, no solo con la conciencia de que se trata de un buena normativa legal, sino de que además es urgente su aprobación, debido a que establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz, regida por el decreto ley Nº 2.695 de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero pasado.



Todos concurrimos con el mejor ánimo a la aprobación del proyecto, razón por la cual esperamos que la Sala lo despache a la brevedad con la misma disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, como indicaron el señor Secretario y el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Escalona, el proyecto en debate resulta especialmente importante, tanto para materializar la reconstrucción de viviendas declaradas inhabitables después del terremoto y el maremoto del 27 de febrero último como también para hacer aplicables los subsidios de reparación de ellas.



Uno de los requisitos exigidos a los damnificados consiste en demostrar la calidad de dueños del terreno o inmueble que se cayó o dañó con el terremoto o el maremoto.



Ocurre que muchas de estas propiedades, a la fecha de la catástrofe, no se encontraban legalmente inscritas en el respectivo Conservador de Bienes Raíces. De ahí que el Ministerio de Bienes Nacionales se ha empeñado en un plan especial de regularización de la pequeña propiedad en las seis Regiones afectadas por el movimiento telúrico y en aquellas que sufrieron los rigores del maremoto.



Por ello, se busca que, en el plazo de un año aproximadamente, 36 mil pequeñas propiedades sean legalizadas y regularizadas, a fin de acreditar el dominio de ellas y, de esa manera, con la sola solicitud de regularización, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo asigne a sus propietarios los respectivos subsidios, ya sean de construcción o de reparación.



Por eso, señor Presidente, la ley en proyecto resulta extraordinariamente importante para facilitar las tareas de reconstrucción y para permitir que miles de familias afectadas tengan pronto su vivienda definitiva, dejen las mediaguas y logren a la brevedad su reparación.



En consecuencia, hago el mismo llamado efectuado por el Honorable señor Escalona, en el sentido de que la Sala apruebe por unanimidad y a la brevedad posible la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, por supuesto, votaremos a favor del proyecto de ley enviado por el Gobierno el que -como todos saben- versa sobre un cuerpo legal muy discutido, el decreto ley Nº 2.695, de 1979, que permanentemente ha sido objeto de muchas críticas por la manera en que enfrenta la pequeña propiedad raíz.



Sin embargo, en esta oportunidad, la norma legal que se nos propone consigna un plazo de duración y un foco definido para generar las condiciones que permitan entregar ayuda estatal a los afectados que tengan regularizados sus títulos de dominio.



Además de ello, como plantearon aquí los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, se trata de una modificación absolutamente indispensable para que el Estado pueda llegar, en forma consistente, con los subsidios que está entregando para mejorar las condiciones de aquellos compatriotas que resultaron damnificados por el terremoto y el maremoto, otorgándoles dicha calidad por pertenecer a las Regiones afectadas y propiciando que tales apoyos se hagan efectivos sobre la base de las disposiciones dictadas.



Adicionalmente, se genera una propuesta para que todos los trámites que hagan los damnificados sean absolutamente gratuitos, incluyendo -según determina el artículo 4º del proyecto- las correspondientes inscripciones, subinscripciones y anotaciones en los Conservadores de Bienes Raíces.



Por eso, la aprobación de la presente iniciativa es absolutamente indispensable, a fin de que la mano del Estado pueda ir en ayuda de quienes resultaron damnificados por el terremoto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo quiero hacer presente una constancia que ojalá no sea mal entendida.



Solicito que futuros proyectos de esta naturaleza pasen también por la Comisión de Vivienda y Urbanismo. En ella estamos discutiendo, con representantes del Ministerio del ramo, las políticas de reconstrucción y tratando de compatibilizar instrumentos legales,  como el que nos ocupa, con otros impulsados por dicha Cartera.



Sin perjuicio de lo anterior, vamos a votar favorablemente la iniciativa.



Sin embargo, también debo hacer hincapié en que el proyecto adolece de algunas dificultades, en el sentido de que pudiese abarcar otras acciones vinculadas a la generación de un título. 



Por ello, hago presente que el sentido último de la normativa propuesta es facilitar que las personas afectadas por el terremoto puedan postular a un subsidio de vivienda cuanto antes.



Para hacer dicha postulación, cabría preguntarse si es necesario, si es requisito sine qua non, tener el título de dominio al día. Ninguna razón legal obliga a ello. Tal exigencia es una norma reglamentaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, no una disposición de ley.



Ello afecta a dos tipos de situaciones: una, concerniente a la regularización de la posesión de una propiedad donde no es posible disolver una comunidad de herederos a través de un procedimiento que le asigne a uno de ellos el goce y uso total del inmueble, y otra, la que puede presentarse cuando falte alguno de los herederos o cuando existe una posesión de hecho durante largo tiempo y no se cuente con un instrumento que acredite el dominio.



Señor Presidente, aquí estamos viendo solo los casos -no son los más, sino los menos- de las zonas dañadas por el terremoto en que no existe ningún título y se quiere generar uno. 



Además, entiendo que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo permitirá que los interesados postulen al subsidio al iniciar dicho trámite, no cuando este se encuentre terminado.



Eso es positivo.



Pero queda pendiente qué hacemos con las sociedades hereditarias, con las comunidades o con las que la gente habitualmente denomina “sucesiones”.



En ese ámbito, se da el absurdo que referiré a continuación. Llamo la atención de la Sala sobre esto dado que, si no se aborda bien el punto, la política de reconstrucción puede fracasar o resultar muy dañada.



Cuando se trata de una viuda con su hijo, se piden acciones similares a las que se exigen a una comunidad hereditaria entre cinco hermanos que heredaron una propiedad de sus padres. 



Esa es una dificultad, porque tales trámites son onerosos. 



Hasta hoy no se ha liberado de costo la regularización, la cesión de derechos o el procedimiento especial contemplado en la Ley Tocopilla para las comunidades sucesorias. No se ha establecido gratuidad en esos trámites -necesario para facilitarlos-, ni un procedimiento más ágil.



Por último, señor Presidente, en el inciso segundo del artículo 2° del texto propuesto se consigna que la calidad de damnificado se acreditará mediante instrumentos que quizás no sean los que correspondan. 



Me explico.



El documento para calificar a alguien como “damnificado” es la Ficha de Damnificado que ejecuta cada municipio, no la ficha técnica extendida por la Dirección de Obras Municipales, que dice relación a la casa que ocupa la propiedad. 



Sobre el particular se presenta un problema. Porque hay damnificados que eran allegados o arrendatarios y que disponen de una propiedad de sus parientes donde ir a vivir. Pero allí tal vez no exista una casa deteriorada por el sismo. Y eso les impedirá regularizar la propiedad a través de este mecanismo, que resulta necesario para facilitar las cosas.



Señor Presidente, entiendo que estamos en el trámite de discusión general.

El señor LARRAÍN.- Sí, pero el proyecto tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor LETELIER.- Entonces, con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° vamos a cometer un tremendo error, porque, según las políticas del Ministerio de Vivienda, el documento para determinar la calidad de damnificado es otro, no los establecidos en dicha disposición.



Señor Presidente, como se me ha agotado el tiempo, pido un minuto más para terminar de explicar el asunto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúe.

El señor LETELIER.- Gracias.



Para el MINVU, el instrumento que acredita la calidad de damnificado no es el certificado de la Dirección de Obras Municipales, sino el que emite la Dirección de Desarrollo Comunitario (DIDECO), que ingresa a un banco de datos de dicha Secretaría de Estado, lo cual permite que la gente entre al Sistema Rukan para postular al subsidio. 



El documento calificador de “damnificado” no corresponde a ninguno de los contemplados en el proyecto: no es el certificado extendido por la Dirección de Obras Municipales ni el que entrega el SERVIU o el Ministerio de Vivienda. 



Dicho instrumento es una encuesta única nacional que administran los municipios. En mi opinión, a ella se debería hacer referencia en el artículo 2°. Si no, se va a producir una dificultad.



Reitero: la calidad de la vivienda, por sí sola, no es lo que acelera el derecho a ingresar una solicitud de regularización, sino el hecho de que el postulante tenga la calidad de damnificado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero agradecer esta iniciativa del Ejecutivo, que ayuda a resolver un problema que se les ha suscitado a los damnificados por el terremoto que no cuentan con la regularización de sus títulos para poder acceder al subsidio de reconstrucción. 



Acreditar la propiedad del dominio de una vivienda que fue destruida, total o parcialmente, es uno de los requisitos para postular a alguno de los subsidios generados por el actual Gobierno. Dicha acreditación puede no hacerse al momento de postular, porque es factible que tal tramitación se encuentre pendiente, por distintas consideraciones.



Sin embargo, hay situaciones especiales que, por su complejidad, implican un trámite ante el Ministerio de Bienes Nacionales, cuyos procedimientos habituales toman más tiempo del requerido para entrar en los plazos establecidos para acceder al subsidio de reconstrucción.



Por eso la iniciativa me parece muy positiva. También, por su efectividad, por su rapidez para materializar el beneficio y por la gratuidad que se plantea respecto de los costos en que se pudiese incurrir tanto ante el Ministerio como ante los conservadores de bienes raíces, todo lo cual facilitará los trámites y ayudará a la gente. 



Además, en las reuniones que he sostenido con las autoridades de la Cartera de Bienes Nacionales, me he percatado de que existe la voluntad de proceder con la mayor agilidad posible. De hecho, esta experiencia las está impulsando a revisar incluso los procedimientos normales de regularización que se presentan anualmente, con el propósito de contar en este ámbito con mecanismos que permitan actuar con la mayor celeridad posible.



A mi juicio, cabe aprobar el proyecto sin mayor discusión, ya que su propósito es claro, preciso y, además, muy positivo.



Con respecto al planteamiento que formuló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra sobre el inciso segundo del artículo 2°, donde se dispone que deberá acreditarse la calidad de damnificado, considero que, pese a que el colega tiene razón en que el camino técnico probablemente sea otro distinto, dicha norma igual permite lograr el objetivo propuesto. 



Porque hoy día, para postular a un subsidio de reconstrucción, se requiere contar, entre otros elementos, con el certificado extendido por la Dirección de Obras Municipales donde se acredite que el interesado es el  titular -o está en proceso de serlo- del dominio de la propiedad afectada, en forma total o parcial, a raíz del terremoto. Por tanto, ese documento se solicita de todas maneras.



De hecho, según la información que se ha dado a conocer, ya hay alrededor de 220 mil personas damnificadas que poseen la documentación emanada del municipio. Esta incluye una encuesta -como manifestaba el Senador Letelier- que hace el registro correspondiente, el certificado referido y la Ficha de Protección Social. Todos esos documentos deben presentarse al Ministerio de Vivienda para postular al subsidio señalado.



Si dicha Cartera posee tales antecedentes, bien puede, a través del SERVIU respectivo, dar la certificación para acreditar la calidad de damnificado, como lo plantea el proyecto.



Por consiguiente, aunque lo anterior no se halle expresado mediante una redacción perfecta, por cualquiera de los dos mecanismos indicados se puede certificar que el postulante tiene la calidad de damnificado por el terremoto o maremoto respecto del inmueble cuyo dominio busca regularizar.



En consecuencia, resulta innecesario modificar el tenor del inciso segundo del artículo 2°, toda vez que ello demoraría la tramitación de la iniciativa. En beneficio de la rapidez, se puede aprobar tal como está.



En mi opinión, los problemas que se anuncian no se suscitarán, porque, así y todo, la redacción propuesta permite que, por las distintas vías fijadas, igual se cumpla el objetivo del proyecto.



He dicho.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se trata de un asunto de la Cuenta.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura estaba terminando su sesión cuando se inició la de Sala, razón por la cual no pude hacer esta solicitud en su momento.


Pido que se recabe el acuerdo del Senado para que se oficie al Ejecutivo a fin de que patrocine la moción que presenté, junto con los Senadores señores Prokurica, Sabag, Bianchi y Orpis, relativa al reconocimiento de establecimientos educacionales rurales de determinado ciclo o nivel, la que fue declarada inadmisible.

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría, la Mesa ya determinó enviar dos oficios a ese efecto: uno relacionado con la moción de los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, sobre aguas subterráneas, y otro referido a la moción mencionada por usted, que va en beneficio de los establecimientos educacionales rurales.


Por tanto, está resuelto ese problema.

El señor HORVATH.- Gracias, señor Presidente.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a raíz de diversas crisis por catástrofes suscitadas en el medioambiente -por ejemplo, las erupciones de los volcanes Chaitén y Hudson-, se han dictado leyes especiales. Yo me alegro de ello, porque nos posibilita remediar problemas reales y concretos, aun cuando algunos de los elementos por discutir podrían ser parte de la legislación ordinaria. 



En el caso que nos ocupa, me parece adecuado regularizar la pequeña propiedad raíz afectada por el terremoto que carece de título de dominio o que está sujeta a subdivisiones no reguladas, pues acreditar dicha posesión es una exigencia para postular al subsidio pertinente.



Tal como se lo manifestamos al Subsecretario de Bienes Nacionales, la futura ley va a requerir mucho dinamismo y compromiso. Ello, porque, a la luz de los hechos y ante la evaluación de lo obrado en las situaciones vividas a raíz de las erupciones de los volcanes Chaitén y Hudson en los años 2008 y 1991, respectivamente, hemos aprendido mucho.


Aprobamos las leyes y luego hay que ejecutarlas de modo efectivo.


Espero que, una vez acogido el proyecto en debate, el plazo de un año sea suficiente para poder postular. Los 6 meses que, según asegura el Subsecretario, durará el trámite -normalmente tarda 18- podrían tornarse insuficientes.



En ello los municipios jugarán un rol clave. Cabe advertir que estos se encuentran colapsados en su capacidad de atender procedimientos administrativos, y es posible que un año no les alcance. Habría que aclarar si se trata de un año desde el momento de la postulación o si se dispone de ese lapso para presentar los antecedentes.



Conviene señalar que, cuando elaboramos una iniciativa, siempre es en beneficio de los usuarios o de los afectados.



Ahora bien, frente a la posibilidad de reducir el plazo de 18 a 6 meses, el Ejecutivo propone habilitar tres unidades de emergencia, lo que implica contratar personal adicional. Son 20 funcionarios aproximadamente por Región los que se incorporarán de manera transitoria al Ministerio de Bienes Nacionales para desarrollar el trabajo encomendado: un abogado jefe, 10 técnicos de catastro, 3 abogados para regularizaciones, un técnico supervisor, 3 administrativos, una secretaria y 5 choferes alarifes. 



Se trata de un equipo compacto que desarrollará la tarea que actualmente realizan entidades privadas, las cuales cobran entre 200 y 400 mil pesos por efectuar el trámite pertinente a quien lo requiera. Debido a este alto valor, las familias de escasos recursos afectadas por el terremoto no han podido regularizar la situación de su vivienda. Ese costo lo asumirá el Estado.


El mayor gasto fiscal que representan las referidas oficinas de emergencia es de 2 mil 873 millones de pesos, más un gasto fijo de 188 millones adicionales. Es decir, se está haciendo una fuerte inversión para que los damnificados puedan regularizar.



Pido al Gobierno que tal gasto extraordinario no afecte los programas ordinarios de regularización de títulos de dominio en las Regiones.


En tal sentido, comprometimos al Subsecretario del ramo para que informe respecto de cuántos son los recursos previstos a este fin para 2010 en las Regiones del Biobío, del Maule, de La Araucanía, y cuántos se otorgarían en forma extraordinaria. 


Es posible que en algunos casos la información se cruce y que coincida con gente que estaba postulando a la regularización de su vivienda ahora afectada. Sin embargo, lo que no podría ocurrir sería que disminuyeran los programas normales de saneamiento por haberse creado este plan de emergencia.



Las fechas programadas para dar inicio a este proceso quedarán claras una vez que se apruebe la normativa. 


Cabe resaltar que, dado que se eliminó la exigencia de presentar el certificado de inhabitabilidad para acceder al beneficio y se estableció de manera genérica que la vivienda tenga daño parcial o total -por cierto, ello también precisa una certificación-, es factible postular al subsidio también respecto de viviendas con daño menor. O sea, si estas cumplen con los requisitos fijados, se podrá acceder al beneficio para su saneamiento.



Señor Presidente, en ese sentido los municipios van a necesitar apoyo. Planteamos el punto al Subsecretario. Si bien hay un fortalecimiento de los funcionarios del Ministerio de Bienes Nacionales, aquellos órganos igual requerirán mayor respaldo. Espero que la SUBDERE abra un camino para robustecer de modo transitorio la acción funcionaria de las municipalidades, a fin de agilizar el proceso. De lo contrario, podría haber ahí un retraso o un estancamiento.



Votaré que sí, señor Presidente, porque este proyecto resulta necesario, sin perjuicio de las observaciones que he formulado. En todo caso, nos encargaremos de que estas se recojan.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de conceder la palabra, deseo hacer una consulta a los miembros de la Comisión de Hacienda o a los de la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



El artículo 6º del proyecto establece que el mayor gasto que represente esta operación extraordinaria se financiará con cargo al presupuesto del propio Ministerio de Bienes Nacionales.


Se trata de una Cartera con un presupuesto pequeño. 



Entonces, la pregunta hecha por el Senador señor Navarro es válida para el resto de los programas en el país.



Llama la atención que no exista un presupuesto extraordinario para enfrentar una situación extraordinaria.



Por eso, consulto si esta materia fue analizada en las Comisiones, si se adoptó algún compromiso en tal sentido y de cuántos recursos estamos hablando.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que la iniciativa es oportuna y beneficiará y llevará tranquilidad a miles de familias en las zonas afectadas por el terremoto y el tsunami. 


La futura ley se aplicará en forma práctica y operativa, aunque su vigencia será solamente de un año. Con todo, significará una solución real para miles de miles de personas que están en esa situación.



Los requisitos para acogerse al beneficio han sido señalados tanto por el señor Secretario en su relación como por los señores Senadores que han intervenido.



Destaco que las solicitudes de regularización no tendrán costo para los beneficiarios, tanto en los trámites legales relacionados con el Ministerio de Bienes Nacionales como en las anotaciones que deben hacerse en la notaría y en los respectivos conservadores de bienes raíces. Es muy importante aclarar esto, porque cada una de esas diligencias conlleva un alto costo.



Ahora bien, los 9 mil casos que se estima que serán favorecidos representan un desembolso de 3 mil 61 millones de pesos. En el informe se establece con claridad que ello “se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público.”. Eso ya está debidamente contemplado.



Las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, aprobaron por unanimidad el proyecto. Y este viene con urgencia calificada de “suma” porque apremia poner en vigencia la normativa a fin de que la gente empiece a buscar la solución efectiva y real a su problema mediante el uso de los subsidios y los beneficios que necesita para recuperarse de la catástrofe que tan duramente ha azotado a nuestro país.



Por cierto, votaré con agrado a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, valoro la iniciativa del Ejecutivo, que pretende resolver en parte la grave situación por la que atraviesan miles de damnificados en las zonas afectadas por el terremoto. 



El día de ayer, gracias al consentimiento unánime de los Comités, pudimos aprobar sobre tabla un proyecto de acuerdo que solicitaba al Gobierno extender el plazo de inscripción en el Registro de Damnificados, que vence en estos días, y además, revisar lo concerniente al requisito de título de dominio hasta el 27 de febrero.



La iniciativa legal que hoy discutimos recoge una realidad que en las zonas rurales de nuestras Regiones se ha convertido en un impedimento grave para que miles de familias puedan acceder a los beneficios que el Ejecutivo está impulsando en materia de vivienda.



Yo me alegro de ver este proyecto de ley.



Creo que el Ejecutivo tiene que revisar los requisitos y las distintas resoluciones que se han dictado para acceder a los beneficios de vivienda. Y, obviamente, va a contar con nuestro respaldo y voto favorable en esta materia.



Pero considero que se deben revisar -como lo señalaban quienes me antecedieron en la palabra- los recursos humanos y económicos con que cuentan las municipalidades, las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y las direcciones regionales del SERVIU para llevar adelante esta tarea.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en cuanto a su consulta acerca de si las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, analizaron la circunstancia de que no se afecte la demanda normal de regularización de títulos de la pequeña propiedad, el Subsecretario de Bienes Nacionales, don Carlos Llancaqueo, señaló expresamente ayer en las Comisiones unidas que se trata de un programa extraordinario, es decir, se aplicará además de las regularizaciones normales que lleva a cabo esa Secretaría de Estado.



Y en segundo lugar, el costo del proyecto es de 3 mil 62 millones de pesos. Esos recursos se hallan contemplados en el Ministerio de Bienes Nacionales, pero solo una parte se gastará con cargo al presupuesto de 2010; el resto se imputará al presupuesto de 2011, dados los pocos meses que quedan para concluir el presente año. Por lo tanto, los fondos para el financiamiento están completamente asegurados.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias por la aclaración, Su Señoría.



Le agradezco la información.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en general, lo que nos lleva a apoyar este proyecto es que apunta a un tema central: la gratuidad de la solicitud de regularización de la posesión y constitución del dominio de la pequeña propiedad raíz, que resulta fundamental para disponer de los subsidios.



Esta mañana conversé acá con el Alcalde de Talcahuano y quedé verdaderamente preocupado, porque esa ciudad -para nadie es un misterio- es una de las más dañadas por la catástrofe.



Le pregunté con cuántas viviendas, no de emergencia -hay 1.800 de este tipo en la comuna-, sino definitivas contaba, porque se ha hablado de que existen experiencias pilotos de instalación, y el alcalde me respondió que cero. Y gran parte de las causas por las cuales este proceso ha ido más lento de lo que uno piensa, no solo allí, sino en las distintas Regiones afectadas por el terremoto, tiene que ver justamente con los requisitos.



Insisto: aunque estoy de acuerdo con la gratuidad y con el aspecto central de esta iniciativa, tengo los mismos reparos que expresaba el Senador señor Letelier. Creo que, en lugar de facilitar el trámite, podríamos desordenar aun más el sistema.



Hubo cambios de criterios, no solo una, sino varias veces, respecto de cómo van a operar esos subsidios.



Entonces, estamos haciendo más complejos los requisitos, ya que la calidad de damnificado hoy la dan las direcciones de desarrollo comunitario y nosotros, mediante este proyecto, abrimos la posibilidad de que también la puedan otorgar las direcciones de obras municipales. Como se sabe, estas ya tienen suficiente con acreditar la condición de inhabitabilidad, dictar decretos de demolición -total, parcial; en fin, todo ese proceso- y, en algunos casos, extender certificados de inhabitabilidad para los propietarios, el arrendatario, etcétera.



Reitero: reviste mucha relevancia despejar esas dudas.



Por eso, junto con Honorable señor Letelier, suscribimos una indicación que, en alguna medida, tiende a ordenar esta materia. 



Me parece que ello resulta fundamental. De lo contrario, como decía el Alcalde de Talcahuano en la mañana, podrían pasar, en algunos casos, hasta dos años antes de que en algunas comunas de Chile se vea la primera vivienda reconstruida luego del terremoto.



Vamos a aprobar en general esta iniciativa, pero nos interesaría mucho despejar dudas.



Ya se está clarificando el tema del financiamiento, pues no se puede vestir un santo desvistiendo a otro, más aún si se trata de un Ministerio con tan pocos recursos, que apunta justamente a los pequeños propietarios o a quienes desean regularizar su situación a través de programas, por ejemplo, como el de títulos de dominio gratuitos. Y quitarles dinero constituiría, en verdad, una gran dificultad para ellos.



Por lo tanto, si se encuentran cubiertos esos recursos, es un problema menos. Pero -insisto- considero relevante que mediante este proyecto no enredemos más las cosas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, sin duda, esta iniciativa recoge un sentir que dice relación a la urgencia con que los damnificados requieren que el Estado los ayude a atender su emergencia.



Apunta en el sentido correcto al permitir que el Ministerio de Bienes Nacionales se haga cargo del saneamiento de los títulos para tener la posibilidad de recibir esta ayuda.



Sin embargo, quiero expresar que, al igual que muchos damnificados por el terremoto, que no han podido recibir ayuda del Estado para reconstruir sus viviendas, en la Novena Región, producto de las inundaciones de 2008, a varios miles de ciudadanos afectados no les ha sido posible aún construir porque no han saneado sus propiedades.



Por ello, señor Presidente, solicito al Ejecutivo que en alguna fase de la tramitación de este proyecto incluya también a los damnificados por la inundación de 2008, a fin de establecer una equidad entre unos y otros.



A nuestro juicio, no solo quienes sufrieron por el terremoto ameritan que el Ministerio de Bienes Nacionales vaya en su ayuda, también la requieren los perjudicados por las inundaciones.



Por último, coincido con la preocupación de algunos señores Senadores en orden a que el presupuesto de esa Secretaría de Estado no se amplía con esta normativa. Por el contrario, se destinan recursos de su presupuesto corriente para ir en ayuda de los damnificados, lo cual, naturalmente, tendrá el costo de postergar la regularización de muchos inmuebles considerados pequeña propiedad raíz, que se benefician del decreto ley Nº 2.695 para su saneamiento en Regiones como la Novena, donde cada año se están regularizando del orden de 3 a 4 mil propiedades.



Espero que con este proyecto no baje la ejecución presupuestaria destinada al saneamiento de viviendas de los no damnificados.



Son las consultas y dudas que tengo sobre la iniciativa. Y ojalá el Ejecutivo las pudiera responder.



En todo caso, voy a votar a favor.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa por unanimidad.

El señor NOVOA.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quieren dejar constancia del voto?

El señor NOVOA.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos favorables y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.
El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿podría incluir mi voto favorable?

El señor ORPIS.- El mío también.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de los Senadores señores Espina y Orpis de votar en tal sentido.



En discusión particular.



Informo a la Sala que ha llegado una indicación suscrita por diversos señores Senadores, que propone agregar en el inciso segundo del artículo 2º, a continuación de la palabra “correspondiente”, la expresión “Dirección de Desarrollo Comunitario, la”.



De tal manera que la disposición quedaría como sigue: “La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica, o certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Desarrollo Comunitario, la Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.”.




En opinión de la Mesa, la indicación es inadmisible, por cuanto agrega una atribución y una función a la Dirección de Desarrollo Comunitario, materia que es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Y, como no hay ninguna autoridad de Gobierno presente, no se podría patrocinar.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, lamento que hayamos llegado a una discusión tan inconducente. 



La Dirección de Desarrollo Comunitario (DIDECO) tiene hoy la facultad de extender los certificados de damnificado.



Es más -disculpen la precisión, pero tal vez el señor Subsecretario de Bienes Nacionales informó mal, no por falta de voluntad, sino por un error involuntario-: el certificado que entrega la Dirección de Obras Municipales tiene que ver con el rol de la propiedad, del inmueble, no con la calidad de la persona que va a recibir el beneficio. La calificación del inmueble no tiene nada que ver con la calificación de la persona.



Lo que ocurre -y ese es el sentido de la indicación- es que quienes emiten hoy el certificado de damnificado, que es recogido por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo para postular a los subsidios, son las direcciones de desarrollo comunitario.



El error que podemos cometer aquí, al efectuar una referencia  impropia, inadecuada e involuntaria, es hacer inoperante la ley en proyecto. Porque el SERVIU tampoco emite certificados de damnificado, sino que recepciona, al momento de la postulación, aquellos que otorga la DIDECO, lo relativo a la calidad de las viviendas entregadas por la Dirección de Obras Municipales y la Ficha de Protección Social, que son los tres requisitos que se requieren para postular.



La indicación no es improcedente, porque no se le concede ninguna facultad nueva a la DIDECO. Está dentro de la normativa que le es propia. 



Por lo tanto, pido que se consulte a la Sala para que se vote dicho precepto, a fin de que la iniciativa en debate sea eficaz. Y todos los miembros de la Comisión de Vivienda y Urbanismo saben que es la forma como ha estado operando la Ministra señora Matte para sacar adelante la labor de reconstrucción.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le agradezco su información, señor Senador, pero tenemos un problema. Porque ello quiere decir que el proyecto no solo ha sido mal presentado por el Ejecutivo y  la Cámara de Diputados, sino que además los miembros de las Comisiones unidas no se percataron del manifiesto error que usted señala. 



En efecto, si ocurre como Su Señoría lo plantea y esa es la instancia donde se debe entregar la calidad de damnificado, no habría una atribución nueva. Y, de acuerdo con su indicación, además tendríamos que sacar a la Dirección de Obras Municipales.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, si es necesario, déjenlo. Pero pongan a la Dirección de Desarrollo Comunitario, que es la encargada de entregar los certificados de damnificado. 



Es todo lo que pido para facilitar el trámite.



En cuanto al razonamiento de que es inconstitucional, porque le estamos dando una facultad nueva, en mi opinión, no es correcto. Eso es lo que estoy argumentando hoy; después podemos ver el mérito de la indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no obstante ser miembro de las Comisiones unidas, la verdad es que no me enteré -y quiero dejarlo claramente establecido- de que fueron autorizadas para sesionar paralelamente con el Senado. 



Estuve toda la tarde de ayer aquí, en la Sala, y no tuve conocimiento de esta iniciativa, salvo en la noche.



En todo caso, quiero ser muy claro en señalar que el punto en discusión está perfectamente redactado. Quienes se van a hacer cargo de esta ley en proyecto son las secretarías regionales ministeriales de Bienes Nacionales.



¿Cómo se acredita ante dicha Secretaría la calidad de damnificado? Con la ficha técnica de damnificado. Así lo dispone la norma pertinente.

El señor LETELIER.- Pero establece que...

El señor LONGUEIRA.- No. Dice: “La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica, o” -porque hay dos mecanismos- “certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido” -¿por quién?- “por la correspondiente Dirección de Obras Municipales,”.



¿Quiénes extienden adicionalmente ante el Ministerio la acreditación de que una persona es damnificada? Las direcciones de obras de los municipios.



Por lo tanto, más allá de quién otorgue la ficha técnica -si es la DIDECO, o las que lo entregan hoy-, lo que se señala aquí es cómo se acredita que una persona tiene la condición de damnificada. Y eso está claro: con certificados.



¿Quiénes lo entregan? No se dice aquí quién proporciona la ficha técnica. Por lo tanto, no hay para qué explicitarlo. Con la ficha técnica que se ha levantado, el damnificado puede ir ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales y ser beneficiario de la normativa en debate. Y también se agrega que lo puede hacer mediante otro certificado, expedido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales.



Por lo tanto, creo que la redacción es clarísima en cuanto a  quiénes son los beneficiados y a la forma como se acredita la calidad de  damnificado.



Lo único que hace la iniciativa aquí es agregar un certificado adicional de inhabitabilidad o de daños para ser acreedor del beneficio de la gratuidad, que por cierto lo certifican en todos los municipios las direcciones de obras.



Por consiguiente, yo no enredaría algo que está clarísimo en lo que respecta a acreditar la calidad de damnificado para ser beneficiario de esta ley en proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo considero que la normativa puede establecer un modo particular o especial de acreditar la calidad de damnificado. 



Nada obsta a que exista un ordenamiento general al respecto en otro cuerpo legal. Pero, para los efectos de esta iniciativa, debe entenderse que la calidad de damnificado se acreditará en la forma como esta lo dispone. 



Por lo tanto, me parece que no va a haber problemas con la aplicación de la normativa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el Senador señor Longueira, a pesar de no asistir a la sesión de ayer, por las razones que indicó, ha hecho una interpretación correcta del inciso segundo del artículo 2º. 



La calidad de damnificado se acredita con la ficha técnica, con el certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.



A mi juicio, señor Presidente, lo más importante es que  despachemos esta iniciativa hoy, porque mientras más rápido se regularice la pequeña propiedad más pronto se va a solucionar la reconstrucción.  



Quiero repetir lo que señaló ayer el señor Subsecretario de Bienes Nacionales, en el sentido de que bastará con que se acredite que se presentó la solicitud de regularización ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales para que se pueda postular al subsidio habitacional, ya sea al de construcción completa o al de reparación de la vivienda.



Por lo tanto, cuanto más rápido se pueda acreditar que una persona se encuentra inscrita para este proceso de regularización, más pronto se va a materializar la solución definitiva del problema habitacional que hoy enfrentan los damnificados por el terremoto y maremoto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa, de igual manera, declara inadmisible la indicación.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación particular el proyecto.



--(Durante la votación).
El señor LETELIER.- Señor Presidente, pido votar por separado el artículo 2º.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Pero, por favor, Senador Letelier! Usted ha estado en la Sala. Se declaró inadmisible la indicación y nos encontramos en la votación en particular.

El señor LETELIER.- Disculpe la insistencia, señor Presidente.



Quiero dejar constancia de que el Senado tiene que legislar para que la ley sirva. Y, en ese punto, como Presidente de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, deseo señalar que nosotros hemos hablado con la señora Ministra del ramo para ver qué se necesita para sacar adelante el proyecto.



En mi opinión, estamos cometiendo un error. Quiero salvar mi responsabilidad en lo que respecta al inciso segundo del artículo 2º.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador Letelier, ¿desea fundamentar el voto?

El señor LETELIER.- Solicito que se vote por separado el inciso segundo del artículo 2º.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se puede. 



Estamos en votación.



Si quiere fundamenta su voto, señor Senador, y ahí puede dejar la constancia pertinente.

El señor LETELIER.- Solicito que se vote artículo por artículo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, Su Señoría. Sometí a votación particular todos los artículos, por acuerdo de la Sala.

El señor LETELIER.- Quiero fundar el voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta iniciativa tiene un tremendo valor, es muy importante. Establece la gratuidad de las solicitudes de regularización. Bienes Nacionales ha hecho un inmenso esfuerzo para acortar los plazos; el Ministerio de Vivienda, para facilitar la postulación sin necesidad de que esté regularizado el título.



Aquí se está realizando un esfuerzo extraordinario. Lo valoro. Creo que en esta posición nos hallamos todos quienes nos hemos comprometido con la reconstrucción.



Ahora bien, como Senador por la Región del Libertador Bernardo O’Higgins, donde el referido problema es real y masivo, entiendo la relevancia de esta normativa. Pero me preocupa que en ella establezcamos algo que va a dificultar el interés de la gente.



Queremos que tengan el derecho pertinente las personas, no la propiedad.



La redacción que se nos plantea radica el derecho en la propiedad. Por eso en el inciso segundo del artículo 2° se dice: certificado técnico -coma-, certificado de inhabitabilidad o daños (porque hay dos tipos de certificados de inhabitabilidad). Y se agrega: “extendido por la Dirección de Obras Municipales”.



Esos tres documentos los extiende, o la Dirección de Obras Municipales, o el SERVIU. En ningún caso se hace referencia a quien legalmente debe expedir el certificado de damnificado. Y es por eso que estoy planteando el punto.



Deseo que esto funcione, señor Presidente. No quiero hacerme copartícipe de un error evidente.



Al respecto, les pido a los colegas una reconsideración. O sea, que se agregue a la DIDECO como uno de los actores que extienden los certificados. Porque lo que importa es que el damnificado pueda hacer uso del derecho que se concede, el cual -reitero- tiene que ver con el RUT, no con el rol de propiedad.



Daré un ejemplo, señor Presidente, del error que se está cometiendo.



A veces una persona puede estar en un bien terremoteado: un edificio SERVIU que se cayó en San Antonio o en Rancagua. El inmueble que ocupaba se halla inhabitable. Pero ella tiene al lado una propiedad que le dejó su abuelito, su suegro, en fin, y que nunca se pudo regularizar. Esa persona no va a poder postular como damnificada a la regularización de tal propiedad, porque el certificado de inhabitabilidad tiene que ver con el rol, no con el RUT, no con la persona que va ejercer el derecho que se otorga.



El derecho debe ser portable -por así decirlo-, para que la persona pueda ejercitarlo en el lugar donde quiera reconstruir o postular a un subsidio de vivienda.



Por eso, señor Presidente, quiero insistir en este punto, a los fines de que la ley en proyecto sirva para las comunas rurales, donde está el mayor problema para la tenencia de la propiedad, por comunidades hereditarias o por propiedades que no se hallan debidamente regularizadas.



Este instrumento es para lograr aquello. Pero estamos poniendo el requisito de un certificado que la Dirección de Obras Municipales no entrega. 



¡Hay miles y miles de certificados ya emitidos por la mencionada Dirección!



Obligar a repetir todo aquello parece inconducente.



En consecuencia, pido una reconsideración en cuanto a la indicación, que no da ninguna facultad nueva.



Yo, al menos, no me siento en condiciones de votar a favor del inciso segundo del artículo 2°, porque es un error. Va a ser letra muerta. Y habrá que enviar un veto o pedirle a la Cámara de Diputados que arregle la cuestión en otro trámite, lo que personalmente no me atrae como solución.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pienso que todos estamos imbuidos de la voluntad de colaborar a absorber los efectos del terremoto y del tsunami, en especial tratándose de los sectores más débiles de nuestra sociedad.



Desde ese punto de vista, me parece que la redacción sugerida es correcta. Porque señala: “La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica,” -coma- “o certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.”.



Es decir, no hay ninguna posibilidad de error. La redacción está exacta.

El señor LETELIER.- No. Hay una coma de más.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Se lo agradezco, señor Presidente.



Yo había pedido la palabra antes de las fundamentaciones de voto para solicitar que se considerara mi pronunciamiento afirmativo sobre la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Quedará testimonio de su voluntad de votar a favor en general el proyecto, señora Senadora.



Se hará lo mismo en el caso del Honorable señor Sabag, quien formuló igual petición.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira para fundamentar su voto.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, intervendré tan solo para los fines de la historia fidedigna de la ley.



Insisto en que la redacción me parece clarísima. Y comparto lo dicho sobre el particular por el colega Escalona.



Hay en la ley en proyecto dos fórmulas, dos certificados, dos instrumentos para los efectos de acogerse al beneficio que mediante ella se concede.



Está claro dónde debe acreditarse la calidad de damnificado: en la respectiva Secretaría Regional Ministerial. Y se puede hacer por la vía de dos instrumentos.



Uno lo entregan a la persona los DIDECO; se llama “ficha técnica de damnificado”. Se está levantando. Tiene un plazo. Aquí se expresó que se le solicitó al Ejecutivo extenderlo. 



La ficha técnica de damnificado es suficiente para acogerse al beneficio correspondiente.



Pero la iniciativa agrega otro certificado, que lo entrega la Dirección de Obras Municipales.



Por consiguiente, no logro entender las situaciones excluidas del beneficio.



Quiero, pues, dejar claro que todos los damnificados de las Regiones señaladas en la normativa que nos ocupa se pueden acoger a la gratuidad a través de los dos instrumentos explicitados. 



Está claro quiénes los emiten. En el caso de la ficha técnica de damnificado no se explicitó que son los DIDECO. Pero -lo digo para la historia fidedigna de la ley- todos sabemos que se trata de ellos.



Entonces, se encuentra cubierto el espectro completo de personas y propiedades que pueden acogerse a la preceptiva en análisis.



Reitero: no veo de qué manera quedan marginadas situaciones como las aquí descritas.



Por lo expuesto, señor Presidente, también voto a favor del inciso segundo del artículo 2°.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ya observé que el grueso de los recursos se obtendrá del presupuesto normal del Ministerio de Bienes Nacionales y que eso puede terminar afectando los programas ordinarios de regularización de títulos.



Pedí un informe financiero más estricto. No lo he obtenido.



Apoyaré la medida propuesta porque, en mi concepto, va en el sentido positivo y adecuado de resolver los casos críticos. Pero no estoy de acuerdo. Y veremos los resultados.



El Ministro y el Subsecretario se comprometieron a que los programas no sean afectados. Sin embargo, los 2 mil 800 a 3 mil millones de pesos que significará la iniciativa que estamos despachando pueden ocupar parte importante del presupuesto de este pequeño Ministerio.



Se dice “Ministerio de Bienes Nacionales”, más “Tesoro Público”. Saber exactamente cuánto va a salir de dicha Secretaría de Estado sin afectar los programas ordinarios, es la clave.



Yo voto a favor señalando que se nos prometió que esta iniciativa no comprometerá programas normales de regularización.



No hay que desvestir a un santo para vestir a otro, señor Presidente.



En tal sentido, voto favorablemente.



¡Patagonia sin represas!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (30 votos afirmativos y dos pareos).

 

Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, los señores Larraín y Pérez Varela.
)---------------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Gobierno solicita un nuevo plazo -la petición llegó recién a la Mesa- para presentar indicaciones (por supuesto, en la secretaría del mencionado órgano) al proyecto que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana: hasta las 20 del lunes 2 de agosto.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- También llegó a la Mesa un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para designar miembro del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia al señor Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (Véase en los Anexos, documento 8).



--Queda para tabla. 

Creación de Superintendencia de Educación
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5083-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.


En tercer trámite, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.


Educación (segundo), sesión 12ª, en 28 de abril de 2009.


Hacienda, sesión 12ª, en 28 de abril de 2009.

Educación (tercer trámite), sesión 36ª, en 27 de julio de 2010.

Discusión:



Sesiones 65ª, en 14 de noviembre de 2007 (se aprueba en general); 13ª, en 29 de abril de 2009 (se aprueba en particular).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa y la calificó de “simple”.



Cabe recordar que el proyecto inició su tramitación aquí, en el Senado, despachándose, para su segundo trámite constitucional, un texto que contemplaba la creación tanto de la Agencia de Calidad de la Educación cuanto de la Superintendencia de Educación. La Cámara de Diputados rechazó las disposiciones pertinentes y, además, incorporó una serie de modificaciones al articulado que aprobó la Cámara Alta.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, luego de analizar las enmiendas que introdujo la Cámara revisora, las rechazó en su totalidad por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana e Ignacio Walker.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto del proyecto aprobado por el Senado y las enmiendas que efectuó la Cámara Baja.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Cantero asuma como Presidente accidental.



--Así se acuerda.


--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Cantero, en calidad de Presidente accidental.

El señor CANTERO (Presidente accidental).- En discusión las modificaciones de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, tal como dijo el señor Secretario, la Comisión de Educación, por la unanimidad de sus miembros, le propone a la Sala rechazar lo obrado por la Cámara Baja en el segundo trámite constitucional, a fin de formar una Comisión Mixta que pueda abocarse a la materia sustantiva que se halla en discusión.



Quiero recordar que en el primer trámite constitucional el Senado aprobó esta iniciativa y que, en el segundo, la Cámara de Diputados la rechazó, básicamente por sentirse presionada, dada la urgencia hecha presente para su despacho, y por considerar que se requería más tiempo para ocuparse en su parte medular. Y ahora, en el tercer trámite constitucional, mediante un procedimiento al parecer no usual, ella fue enviada a nuestra Comisión de Educación con el objeto de escuchar esencialmente a expertos, para poder formarnos opinión acerca del mejor camino a seguir en torno de un asunto sobre el cual existe una tremenda demanda ciudadana: la calidad de la educación, algo absolutamente ineludible para el Congreso Nacional.



En tal sentido, ojalá que un proyecto como este pueda concluir en un gran acuerdo parlamentario, más allá de una mayoría ocasional, que permita satisfacer aquella demanda.



En forma muy breve, voy a recordarle a la Sala que tenemos ante nosotros una rica agenda legislativa en el ámbito de la educación. Partió hace dos años, con la aprobación de la subvención escolar preferencial, la cual significa dar más recursos a los colegios públicos municipales y a los particulares subvencionados, que son los que más apoyo necesitan, por la condición de vulnerabilidad de sus alumnos, quienes son considerados prioritarios por esta iniciativa de ley.



Es así como actualmente se están destinando 180 mil millones de pesos al año -unos 360 millones de dólares- a incrementar esa subvención (de aproximadamente 38 mil pesos por educando) en 18 mil pesos por alumno, precisamente para atender a los sectores más vulnerables.



Ha habido problemas en la implementación de la ley; no se han utilizado algunos recursos. Pero la verdad es que la subvención escolar preferencial constituye el primer paso de la agenda legislativa tendiente a abordar los aspectos vinculados con la calidad y la equidad de la educación, considerando que, en materia de cobertura, en los últimos veinte años hemos incorporado un millón 200 mil alumnos a la educación básica, 700 mil a la media y 500 mil a la superior.



Un segundo proyecto muy sustancial de la agenda es este, relacionado con el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media. ¿Y qué proponemos? Que vaya a una Comisión Mixta -cinco Senadores y cinco Diputados, tanto de Gobierno como de Oposición- para que, sin apuro, se estudie la sustancia de esta materia.



Una tercera iniciativa será la concerniente a la carrera docente.



Hemos visto el muy interesante informe del panel de expertos (recomiendo leer su resumen ejecutivo), donde se dan orientaciones muy claras sobre la manera de fortalecer la carrera docente.



Un cuarto proyecto va a ser el de fortalecimiento de la educación pública.



Sabemos que al respecto existe una iniciativa en el Senado; pero vendría una indicación sustitutiva. No podemos olvidar que hoy solo 38 por ciento de los alumnos ingresa en primero básico a una escuela pública municipal.



Y un quinto proyecto se referiría al aumento del subsidio. 



Señor Presidente, existe un compromiso de este Gobierno para duplicar los subsidios para la educación en ocho años, y también, para eventualmente complementar la subvención escolar preferencial.



Por lo tanto, lo que se propone aquí es que nos demos un tiempo razonable en una Comisión Mixta que pueda hacer frente a la diferencia de pareceres habida entre ambas ramas del Parlamento y analizar cuestiones como calidad de la educación; ampliación del concepto más allá del SIMCE (es un buen sistema de medición universal, pero no es equivalente a la calidad de la educación); delegación de facultades en el Gobierno (se trata de 12 decretos con fuerza de ley sobre diversas materias). 



También hay que considerar el aspecto laboral. El proyecto de ley que nos ocupa habla de solucionar el eventual traspaso, sin solución de continuidad, de funcionarios desde el Ministerio de Educación -por ejemplo, del SIMCE- a la Agencia de Calidad de la Educación o a la Superintendencia. Pero existe en el articulado mucha letra chica que crea, razonablemente, incertidumbre en distintos estamentos (hemos conversado con representantes de la ANDIME, con los funcionarios de Educación).



Finalmente, es necesario ver lo relacionado con la institucionalidad. 



Tenemos el Consejo Nacional de Educación, emanado de la LEGE. Está el Ministerio de Educación, cuyo papel rector en la materia habrá que definir. Se crean una Agencia de Calidad, para velar por la calidad de la educación, y una Superintendencia, para fiscalizar el uso de los recursos públicos.



Entonces, existe la necesidad de concordar la pirámide a fin de darle coherencia a la institucionalidad que hemos ido estableciendo mediante distintos proyectos de ley.



Reitero, señor Presidente -y con esto termino-, que la decisión de la Cámara Baja de rechazar las modificaciones del Senado estuvo relacionada más bien con la presión que sintieron los Diputados por la “suma” urgencia, la cual, obviamente, impedía un debate más a fondo.



Durante los dos últimos meses hemos tenido en la Comisión de Educación la oportunidad de ver tanto los méritos cuanto los problemas o las interrogantes que surgen de este proyecto.



Como Presidente de dicho órgano técnico y a título personal, estimo que en la Comisión Mixta donde se radique la iniciativa podrá lograrse un gran acuerdo parlamentario que satisfaga esta tremenda demanda por calidad de la educación y permita ir conformando la institucionalidad que se pretende, dentro de la cual va a quedar pendiente un tema muy importante: el de la educación superior, que afortunadamente se halla instalado en la educación pública, para completar la rica agenda legislativa de que hice mención.



Por consiguiente, solicitamos aprobar unánimemente el informe de la Comisión de Educación, con el objeto de facilitar la instalación de la Comisión Mixta.



He dicho.

El señor CANTERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no sé si fue bueno o malo que la Cámara de Diputados no haya tenido tiempo para ser parte de este debate en forma más profunda. Si esa rama del Congreso, uno de los colegisladores, no lo tuvo, el Senador que habla entiende que el Ejecutivo no se lo quiso dar...

El señor NAVARRO.- ¡Así es!

El señor LETELIER.-... para que llevara a cabo el debate adecuado. Y quiero dejarlo como un problema de método de trabajo con ese Poder, que es otro colegislador.



El proyecto es de una tremenda trascendencia. En el Senado, cuando lo discutimos en primer trámite, sostuvimos un debate extenso, largo, porque tiene que constituir un marco regulador de lo que pase en la educación durante los próximos quince o veinte años. No es una normativa para una coyuntura.



El texto fue objeto de una gran discusión sobre conceptos que, por desgracia, no se han planteado en la Sala. Son algunas de las cuestiones respecto de las cuales varios Diputados adoptaron una posición, entre las cuales se incluye la que tiene que ver con que sea bueno o malo fijar en la ley qué se entiende por “estándares”.



Ello ha generado una polémica, porque el señor Ministro, quien nos acompaña en el Hemiciclo en representación del Gobierno, ha hecho referencia a cómo clasificar los colegios con un semáforo. Y algunos estamos absolutamente en contra de mecanismos que introduzcan más discriminación -no de instrumentos de evaluación: de discriminación- que los ya existentes en el sistema educativo. Ya se encuentra tremendamente dañado lo que era el rol histórico de la educación, señor Presidente, como medio de integración social.



La educación particular subvencionada decía relación a otro de los asuntos en debate, que era a quién alcanzaba la ley en proyecto: si comprendía en todas sus partes solo a los colegios con financiamiento público y cuántos de los particulares subvencionados se consideran con financiamiento público, frente a los privados, que no reciben subvención. Era muy importante, a mi juicio, que la Cámara de Diputados pudiese discutir extensamente ese punto.



La creación del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, así como también de la Superintendencia, sin duda genera conflictos con el gremio de los profesores y los funcionarios del Ministerio del ramo. El que se lograra procesar que esas controversias a veces son necesarias por el bien de la educación es algo que necesitábamos que los Diputados también asumieran.



¿Qué es lo que planteo, señor Presidente? Por lo menos, de la bancada del Partido Socialista en la otra rama del Congreso hubo una actitud muy crítica por la urgencia que se le dio al debate. Porque los temas de educación, históricamente, han dividido a la sociedad y porque en torno de ellos es fundamental crear grandes consensos. 



Y, sobre el particular, valoro el llamado hecho por el señor Ministro en estos días, en representación del Gobierno, a fin de crear un gran acuerdo nacional respecto de la materia de que se trata. Estamos muy dispuestos a avanzar en ello. Pero necesitamos coincidir también en cuanto a la forma como se va a efectuar la discusión. Y el Senador que habla no podría ser honesto con esta última si no diera a conocer a la Sala, por lo menos, la opinión de los Diputados socialistas en el sentido de que la urgencia que se puso no creó el clima adecuado para construir los acuerdos que necesitamos en la materia.



Siendo partidarios de un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, de la creación de la Agencia y la Superintendencia, sin perjuicio de revisar después otros aspectos, como los sistemas de evaluación de los profesores, y de entrar a la discusión -que algunos no quieren- del Estatuto Docente, algunos de nosotros estamos muy dispuestos a concurrir al análisis, pero también necesitamos, a nuestro juicio, respetar los tiempos que requiere el debate, el que no se llevó a cabo en la Cámara de Diputados, por desgracia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Primero, señor Presidente, ¿por qué cinco minutos de debate? ¿Alguien cree en Chile que podemos expresar en ese lapso una opinión sobre la crisis terminal de la educación pública? Cinco minutos constituyen una limitante extraordinaria y si alguien estima que podemos formular un juicio político al respecto, se equivoca.



He hecho una pregunta, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- La iniciativa se encuentra en tercer trámite constitucional, Su Señoría. El tema se ha discutido largamente. El Reglamento...

El señor NAVARRO.- Vamos a tener que esperar la Comisión Mixta, señor Presidente. Rechacé las modificaciones en la Comisión para que el texto sea conocido en esa instancia, pero coincido plenamente con lo que se votó en la Cámara de Diputados.



Pregunta política: ¿se halla o no vigente todavía el acuerdo político entre la Concertación y la Derecha?



Porque, en definitiva, lo que estamos discutiendo es un articulado que fue producto de un convenio de esa índole -el de las manitos alzadas- y el proyecto de ley más hipócrita que he conocido en la política chilena, porque quienes lo aprobaron ayer lo rechazan hoy, en la medida en que claramente no obedece a los criterios fundamentales discutidos.



El propio Juan Eduardo García Huidobro ha dicho que los elementos básicos de la Comisión nombrada por la Presidenta Bachelet y que le tocó encabezar no se hallan recogidos en el acuerdo político, porque fue un convenio de los partidos.



Y parte importante de la derrota de la Concertación en la última elección presidencial se debe a que estos últimos lograron dominar la agenda política y no el Gobierno. Fue un grave error.



Asistimos a la muerte de la educación pública, y el Senado tiene la responsabilidad, en la Comisión Mixta, de determinar si Chile quiere o no ese sistema.



Repito que lo que se encontraba en el proyecto que llegó de la Cámara de Diputados, que es el rechazo absoluto de la normativa que se había aprobado, va a requerir un debate completo, profundo.



Una elite política fue incapaz, durante veinte años, de dictar una Ley General de Educación capaz de salir al paso de los defectos existentes.



La municipalización fracasó. Ningún alcalde la quiere, salvo en los municipios ricos. Ese resultado adverso no se debe a los estudiantes ni a los padres y apoderados, sino a la elite que ha consentido una privatización permanente y progresiva. Y en ello ha mediado un acuerdo de la Concertación y la Derecha. Nadie quiere modificar ese último proceso. Todos quieren colegios particulares subvencionados. Todos se han enriquecido con el sistema.



El Senador que habla ya lo ha planteado: debatamos sobre la educación. Finlandia, el país número uno en esa materia en el mundo, exhibe una que es cien por ciento gratuita y pública, del Estado. ¿Cuál es el modelo? Se lo he expuesto al titular de la Cartera para el efecto de discutirlo.



El Ministro señor Lavín es político. Fue candidato presidencial. Va a serlo en 2013. No tengo ninguna duda de ello. Quiere realizar una tarea política importante en la Secretaría de Estado a su cargo. Por mi parte, esperaría que efectuáramos una reforma que salvara a la educación pública; que tuviéramos la posibilidad de discutir cuánto de privado va a tener nuestra educación -porque existirá inversión privada y los particulares van a jugar un rol importante- y cuánto del Estado.



Hoy día, este último, a través de los municipios, no existe. Es un fracaso. No queremos esa educación pública. ¿Cuántos hijos de los que se hallan en la Sala están en la educación pública municipalizada? Me atrevería a decir que ninguno. Ni siquiera los míos: ellos están en la educación particular pagada, porque podemos pagarla. Lo que deseamos es nivelar hacia arriba y que la calidad ofrecida hoy por los particulares pagados también la tengan los niños de Pudahuel, de Tirúa, de San Pedro de la Paz, de Penco, de Tomé. Ese es el sentido del debate.



Entonces, el proyecto se encuentra bien orientado. Queremos la Agencia de Calidad, la Superintendencia, pero también una definición sobre lo público y lo privado, entendiendo que lo primero se relaciona con el rol del Estado, no con la subvención, en la educación básica y media y también en la superior.



La educación en Chile, que es clasista, está hecha para mantener la diferencia de clases sociales. Lo dice la OCDE, lo dice Juan Eduardo García Huidobro, lo dicen quienes conocen la materia. ¿Podrá el debate romper esa situación? ¿Podremos lograr la altura de miras necesaria para discutir de verdad cuál es el rol del Estado que genere más igualdad? Esa es la discusión, señor Presidente.



Espero, paradójicamente, que la propuesta proveniente de la Cámara de Diputados se rechace, en definitiva, para provocar la formación de la Comisión Mixta que nos permita tratar la cuestión de verdad. Si el acuerdo político no tiene vigencia, se nos presenta la oportunidad de debatir libremente en esta monarquía presidencial, en este sistema monárquico en el cual el Ejecutivo siempre termina imponiendo su criterio al Poder Legislativo. Ojalá tengamos la posibilidad de defender la dignidad del Senado para poder aportar al análisis.



Voy a rechazar las modificaciones, para que se forme una Comisión Mixta y podamos discutir a fondo el problema de la educación pública.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor WALKER (don Ignacio).- Para eso, Su Señoría tiene que votar a favor de lo recomendado por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- Apruebo la proposición del órgano técnico, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, me referiré a dos o tres puntos muy específicos, sin entrar al fondo del proyecto, porque la idea es precisamente que lo veamos en la Comisión Mixta.



Resulta extraño que uno sienta ajena o fuera de lugar la aseveración de que el proyecto fue producto de un acuerdo firmado por la Presidenta Bachelet con muchos de los que estamos aquí presentes, Diputados y Ministros. Y da la impresión de que eso se nos olvidó.



Esta Corporación honró ese convenio en el primer trámite constitucional y prestó su aprobación, salvo los Honorables señores Navarro y Gómez, si no recuerdo mal.



Traigo ello a colación para que por lo menos haya un Senador que no olvida los compromisos que firma.



En seguida, me parece una muy buena noticia lo expresado por los Honorables señores Ignacio Walker y Letelier en el sentido de que los Diputados de la Concertación no aprobaron la iniciativa porque se hallaban presionados...

El señor LETELIER.- Por el tiempo.

El señor CHADWICK.-... por el tiempo.



El proyecto, en el segundo trámite, estuvo por más de un año en la otra rama del Congreso.

El señor LETELIER.- Es poco.

El señor CHADWICK.- Quizás. ¡Pero es bueno que haya sido un problema de tiempo...! Porque esperamos que ahora, en la Comisión Mixta, estén muy tranquilos y sin presiones, y podamos cumplir cabalmente los acuerdos adoptados.



Así que me quedo con la esperanza de que en esa instancia sea posible sacar adelante el texto, convenido en su momento, y liberar de la presión a los señores Diputados para que puedan avanzar igual que como lo hizo el Senado en el primer trámite, donde la aprobación fue prácticamente unánime.

El señor LETELIER.- ¿Y por qué lo rechazaron?

El señor CHADWICK.- ¿Quiénes?

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego evitar los diálogos, señores Senadores.



¿Concluyó su intervención, Honorable señor Chadwick?

El señor CHADWICK.- Sí, señor Presidente, con la esperanza -repito- de que, sin presión, podamos avanzar.

El señor PIZARRO (Presidente).- La esperanza es lo último que se pierde, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en estos cinco minutos quisiera al menos dejar en titulares algunas cuestiones de fondo planteadas en el proyecto.



A lo primero que deseo referirme es al sentido de la urgencia. Todos han señalado que Chile ha cumplido la meta de la cobertura, pero no de la calidad de la enseñanza. El Senador que habla, a diferencia de lo que muchos piensan, estima que la iniciativa sí tiene sentido de la urgencia. Y debemos despacharla relativamente rápido, porque precisamente apunta a esa otra cuestión pendiente.



Por lo tanto, no soy de aquellos que consideran que el asunto debe eternizarse en la Comisión Mixta. Al revés, pienso que en esa instancia debe haber urgencia en despacharlo relativamente rápido, para que el centro de gravedad de la educación ya no necesariamente se encuentre en la cobertura, una meta que Chile ha alcanzado, sino en la calidad.



En lo personal, enfrento el debate sin ningún tipo de prejuicios, señor Presidente.



¿En qué términos lo planteo?



Para mí, la alternativa que se ha expuesto es indiferente, porque la calidad dirá relación tanto a la educación pública como a la particular subvencionada, ciento por ciento gratuita o con financiamiento compartido.



¿Qué es lo relevante, en definitiva, para un apoderado, en particular de los sectores más modestos? Que mejore dicho factor y que pueda medirse como corresponda y ser fiscalizado por un organismo independiente. Si, al final, el título del sostenedor le es completamente indiferente. Lo que le importa es que el establecimiento educacional sea de la mejor calidad posible y que esta se pueda ir superando.



Por lo tanto, llamo al Senado y, en particular, a la Comisión Mixta a enfrentar la materia sin ningún tipo de prejuicios y con sentido de la urgencia, para que la Agencia de Calidad de la Educación pueda operar en forma rápida y podamos concentrarnos en lo verdaderamente importante que necesita hoy el país: la calidad de la enseñanza, habiendo superado ya la cuestión de la cobertura.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación la proposición de la Comisión de Educación.



Cabe recordar que pronunciarse a favor significa que el proyecto será sometido a una Comisión Mixta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados (27 votos a favor y un pareo).


Votaron a favor las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Larraín.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se designará a los señores Senadores miembros de la Comisión de Educación para integrar la Comisión Mixta que deberá formarse.



Acordado.

CONTINUIDAD DE SISTEMA PÚBLICO DE 
TELECOMUNICACIONES EN EMERGENCIAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, sobre recuperación y continuidad, en condiciones críticas y de emergencia, del sistema público de telecomunicaciones, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7029-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En primer trámite, sesión 31ª, en 30 de junio de 2010.


Informe de Comisión:

Transporte y Telecomunicaciones, sesión 26ª, en 27 de julio de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1) Garantizar, en el sistema público de telecomunicaciones, la continuidad de servicio en situaciones de emergencia, para lo cual se otorgan al Estado las herramientas mínimas a fin de coordinar y gestionar las acciones necesarias y contar con una infraestructura de telecomunicaciones preparada para los eventos catastróficos.



2) Consolidar un desarrollo de las telecomunicaciones de vanguardia que incorpore la tendencia mundial de la convergencia de los servicios de telecomunicaciones e Internet, y



3) Incentivar la incorporación al mercado de empresas o entidades que suministren servicios de venta o arriendo de infraestructura para telecomunicaciones.



La Comisión trató el proyecto solamente en general y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos afirmativos) y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 9 de agosto, a las 12.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Salud, a fin de solicitarle que informe sobre avance de proyecto “REPOSICIÓN DE CENTRO DE REHABILITACIÓN PUNTA ARENAS” (Duodécima Región). Y al señor Director Nacional de Fronteras y Límites de la Cancillería, pidiéndole acelerar PROCESO DE DEROGACIÓN DE COBROS DE ADUANA ARGENTINA EN CONTROL FRONTERIZO DE BUSES Y CAMIONES NACIONALES FUERA DE HORARIO DE ATENCIÓN.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda, de Vivienda y Urbanismo y de Agricultura, con el objeto de que estudien la posibilidad de aplicar MEDIDAS ESPECIALES PARA PALIAR EFECTOS DE NEVAZONES EN REGIÓN DE AYSÉN.


Del señor KUSCHEL:



Al señor Ministro del Interior, requiriéndole MEDIDAS DE PREVENCIÓN ANTE DELITOS DE ABIGEATO EN CHILOÉ, PALENA, OSORNO, LLANQUIHUE, RANCO Y VALDIVIA (Regiones de Los Ríos y de Los Lagos).



De la señora PÉREZ (doña Lily):



Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, solicitándole información acerca de AUMENTOS INJUSTIFICADOS, TRAS ÚLTIMO TERREMOTO, EN PRIMAS DE SEGUROS ASOCIADOS A CRÉDITOS HIPOTECARIOS.


De la señora RINCÓN y del señor LARRAÍN:



Al señor Contralor General de la República, para pedir INVESTIGACIÓN SOBRE DECLARACIONES DE ALCALDE DE CAUQUENES ACERCA DE ENTREGA DE COMBUSTIBLE A PARLAMENTARIOS DESPUÉS DE TERREMOTO (Séptima Región).



Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Ministro de Obras Públicas, demandándole antecedentes relativos a CONSTRUCCIÓN DE TÚNEL CHACABUCO II, y al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, con la finalidad de que informe respecto de CUMPLIMIENTO DE NORMATIVA DE AGUA POTABLE DISTRIBUIDA PARA CONSUMO HUMANO EN PROVINCIAS DE SAN FELIPE Y LOS ANDES (Quinta Región).
)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, los Comités Demócrata Cristiano y Partido Por la Democracia no intervendrán. 



En el turno del Comité Partido Radical Social Demócrata e Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, por cuatro minutos. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, también me cedió su tiempo el Partido Por la Democracia, que ocuparé luego del que me corresponde. Así que agradezco al Senador Lagos la deferencia.

COBRO DE PEAJE POR USO DE NUEVO PUENTE BIMODAL SOBRE RÍO BIOBÍO A EMPRESAS FERROVIARIAS CONCESIONADAS. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la Octava Región se ha decidido la construcción de un puente bimodal que permitirá mantener la circulación del transporte vial -de camiones de carga pesada, particularmente- y, a su vez, reemplazar el actual viaducto ferroviario que existe sobre el río Biobío, que ya presenta severos daños y fuerte desgaste. 



La pregunta que me hago es si el peaje que se cobrará por pasar por dicha obra, que ya se ha anunciado para los camiones, se aplicará también a las empresas FEPASA y TRANSA, que hoy usan el viaducto ferroviario y que luego utilizarán el puente bimodal. 



Hace unos años el Fisco tuvo que pagar a FEPASA más de 46 mil UF cuando se reclamó por el estado de las vías. 



Todo indica que quienes emplean la infraestructura estatal siendo privados deben pagar por su uso. Así, si se les cobra peaje a los camioneros, igualmente se debe exigir su pago a las empresas concesionadas de transporte ferroviario. ¡O pagan ambos o no paga nadie! 



En consecuencia, pido oficiar al Servicio de Impuestos Internos, al Ministerio de Transportes y al Gobierno Regional del Biobío consultándoles si este asunto ha sido abordado, a fin de tener la tranquilidad de que los procesos están siendo equilibrados. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SITUACIÓN DE PEHUENCHES DE ALTO BIOBÍO A RAÍZ DE RECIENTES NEVAZONES. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre la situación producida en el Alto Biobío, donde lonkos, werkenes y presidentes de comunidades, incluyendo al Alcalde Félix Vita, recibieron la desagradable noticia de que el Director Regional de la ONEMI, señor Gonzalo Arroyo, declaró que en esa zona no había problemas con la nieve, ni personas afectadas ni aisladas por las inclemencias climáticas, contrariando lo que dichas personas habían sostenido. 



Como señaló la werkén de Butalelbún, Carmen Paine, han muerto cientos de animales, esta es una verdadera emergencia y duele ver cómo se pasa a llevar a los pehuenches, incluyendo a su alcalde. 



Se dice que el señor Arroyo fue en su camioneta 4x4, pero que no entró a ningún camino vecinal. Sin embargo, lo mismo que cuando uno va a Farellones o a las termas de Chillán, el camino principal siempre se halla despejado. El problema está en las comunidades interiores. 



Elías Pereira, lonko de Butalelbún, manifestó claramente que hay aislamiento, que el suministro eléctrico está cortado, y que incluso para llegar a la posta local la gente debe hacer huella sobre la nieve. 



Segundo Suárez, lonko de la comunidad de Malla Malla, expresó que es una ofensa que se llame mentirosos a los pehuenches, porque fue el Gobernador Renato Paredes quien en mayo citó a los dirigentes y les dijo que habría forraje, el cual todavía no llega. 



En el Alto Biobío, señor Presidente, después de que se construyó Ralco, se trasladó a los pehuenches -particularmente a los del fundo El Barco- de la cota 600 a la cota 900, pero resulta que ahí nieva. ENDESA les brindó asistencia durante diez años. Sin embargo, eso terminó. ¡Lo advertimos, lo anunciamos! Y ahora, ¿quién paga después de los diez años? ¡Paga el Estado! Y hay que llevar el forraje para los animales del sector en helicóptero. 



¡Ese fue el aporte de ENDESA en el Alto Biobío! 



Pero las declaraciones del Director Regional de la ONEMI no solo causaron malestar entre los dirigentes del cajón del Queuco, que fue el que recorrió, sino también en el cajón del Biobío. Allí, el lonko de Ralco Lepoy, Juan Purrán, dijo que dicho personero debió haber recorrido la zona a pie y no en camioneta y ver cómo los animales no tenían nada para comer. 



Sin duda, uno de los puntos más afectados por las nevazones es el sector de Los Perales, donde doce familias se encuentran totalmente aisladas, quedándoles como única opción, ahora que bajó la nieve, caminar por un profundo manto blanco de unos 13 kilómetros para llegar recién a un camino público. 



La situación en el Alto Biobío es angustiante. 



Por lo tanto, solicito a la ONEMI, a las autoridades de la Región del Biobío, al Gobernador de la provincia del Biobío y al Alcalde Félix Vita un informe detallado que dé cuenta de la realidad que están enfrentando los pehuenches.





El Gobierno tiene que preocuparse de todos los ciudadanos. Y, en este caso en particular, se ha entregado un dato errado, por falta de información -espero- y no por voluntad, en torno al problema que afecta a esos chilenos que viven en el Alto Biobío.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO.- Todavía dispongo de tiempo, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, lo que pasa es que el Comité Partido Por la Democracia quiere usar parte del que le corresponde.

El señor NAVARRO.- ¿Y el del Partido Socialista?

El señor PIZARRO (Presidente).- Algunos miembros de ese Comité han anunciado que también intervendrán.



En consecuencia, en los poco menos de 5 minutos que restan al Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

POSIBLE TÉRMINO DE PROGRAMA DE RECONOCIMIENTO AL EXONERADO POLÍTICO. OFICIO
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido enviar los siguientes dos oficios. 



El primero, dirigido al Ministerio del Interior, por cuanto he tomado conocimiento de que en los últimos días se ha procedido a cerrar el Programa de Reconocimiento al Exonerado Político, el cual, como se sabe, se ha aplicado durante más de un década en función de las tres leyes que han intentado dar solución al problema que afecta a las miles de personas que fueron despojadas de sus trabajos, en empresas públicas y también en asentamiento rurales, entre los años 1973 y 1989.



Fundamentalmente la última ley, del 2003, es la que ha dejado más casos pendientes. Aún hay procesos sin calificar y expedientes previsionales de los postulantes en el Ministerio del Interior, en revisión por el Instituto de Previsión Social. 



Por lo tanto, nos parece que la posibilidad de cierre del citado programa al menos debería ser informada públicamente. 



Por eso, me gustaría que se me indicara cuál será la vía de solución para las personas cuya situación todavía se encuentra sin resolver. Yo entiendo que el IPS (ex INP) no tiene competencia total para abordar el conjunto de materias que aún se hallan pendientes.



Y hago hincapié en esto especialmente por la gente de Regiones, que se verá enfrentada a una realidad muy difícil sin una oficina central que pueda seguir guiando el proceso. 



Por tal razón, espero que se responda qué ha ocurrido con el Programa de Reconocimiento al Exonerado Político. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
RECURSOS DISPONIBLES PARA MEJORAMIENTO DE PUENTE SOBRE RÍO CAUTÍN EN COMUNA DE LAUTARO. OFICIO
El señor QUINTANA.- Pido enviar un segundo oficio, señor Presidente, al señor Ministro de Obras Públicas en relación con una obra que Vialidad se encuentra desarrollando en la comuna de Lautaro, Región de La Araucanía.



Me refiero al mejoramiento del puente Cautín, sobre el río del mismo nombre, obra muy anhelada y esperada por mucho tiempo por los vecinos de la comuna y cuya ejecución debió haber comenzado hace al menos dos años. 



En efecto, durante el primer semestre del año 2008, en conjunto con el alcalde Renato Hauri, realizamos una visita al Ministro de la época para insistir en este propósito, porque dicho puente es parte del corredor bioceánico y resulta fundamental para el paso de camiones pesados -algunos de los cuales transportan sustancias peligrosas- y para el tránsito de quienes allí habitan. La ciudad está prácticamente dividida en dos, precisamente por este puente, el cual resulta indispensable. 



Las faenas se encuentran en pleno desarrollo, pero -insisto- debieron haber partido hace ya mucho tiempo. 



Según información entregada por el municipio, el costo original de reparación y mejoramiento del viaducto iba a ser de 3 mil 200 millones de pesos, y entiendo que hoy solo se cuenta para este proyecto con poco más de 1.300 millones. 



Por lo tanto, solicito que se precise la información respecto a si el presupuesto original de dicho proyecto sufrió algún tipo de recorte. Y, de ser así, qué partidas u obras no se llevarían a cabo. Porque el alcalde también ha manifestado que podría existir cierta clase de irregularidades en esta obra. 



En el mismo sentido, señor Presidente, pido que se indique si tal proyecto guarda relación con otras obras que se han ejecutado o se están ejecutando en esta comuna, como la del pavimento básico Lautaro-Vilcún, por Quilacura, faena ya concluida en su primera etapa de cuatro kilómetros. Y también quisiera saber si el financiamiento de esta última alguna vez fue parte del mejoramiento del puente Cautín o bien se trata de una iniciativa distinta. 



Todo lo anterior representa igualmente la inquietud planteada por la autoridad local de Lautaro. 



Es todo.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- Los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independientes no ocuparán sus tiempos. 



En el turno del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

NONAGÉSIMO ANIVERSARIO DE MATANZA EN FEDERACIÓN OBRERA DE MAGALLANES. COMUNICACIÓN
El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas: 



Ayer, 27 de julio, se conmemoraron 90 años de uno de los hechos más trágicos y lamentables que recuerde la historia sindical chilena y la historia de la Patagonia: el asalto e incendio de la Federación Obrera de Magallanes. 



Se vivía un contexto complejo. A nivel internacional, la revolución rusa había significado un profundo impacto. Los movimientos populares se encontraban en ascenso en todo el orbe y cundía una gran preocupación en los sectores más conservadores y en los grupos gobernantes.



En nuestro país, el Gobierno de Sanfuentes culminaba con dificultades y Arturo Alessandri figuraba como gran favorito para las elecciones, encarnando, precisamente, a los sectores más desposeídos. 



En medio de esa situación, con el probable objeto de distraer la atención y de alejar de Santiago a buena parte de la tropa adicta al León de Tarapacá, el Ministro de Defensa de la época, Ladislao Errázuriz, arguyó un posible conflicto con el Perú y ordenó movilizar a parte del Ejército hacia el norte. 



En todo el territorio nacional se generó una gran incertidumbre. Sectores de la burguesía respaldaban al Gobierno ante este artificial impasse con el vecino país, en tanto que estudiantes y sindicalistas de vocación pacifista estimaban que el suceso era un volador de luces, rechazaban la militarización de Chile y exigían, en cambio, respuestas y soluciones a la crisis social.



El Gobierno se enfrascó en una áspera disputa con los estudiantes. Producto de la crispación, la sede de la FECH en Santiago fue incendiada, y la organización, disuelta. La disputa se extendió por todo el país. Patriotas, estudiantes y obreros se enfrentaron verbalmente utilizando sus organismos y medios de comunicación.



Magallanes no fue la excepción. La Liga Patriótica, entidad representativa del empresariado y la burguesía local, tras renovar su directiva, convocaba a comicios o a un mitin “patriótico” para el 25 de julio, con el objeto de respaldar al Gobierno de Sanfuentes ante la inminente confrontación bélica, rechazando la actitud de los estudiantes. No era un día cualquiera. Ese mismo 25 de julio se reunirían los actores habilitados para elegir al Presidente de la República.



La Federación Obrera de Magallanes no adhirió ni rechazó participar en el acto, pero cuestionaba, a través de su prensa afín, principalmente el periódico “El Magallanes”, la movilización de tropas que tenía lugar en todo el país.



El domingo 25 se efectuó en la Plaza de Armas de Punta Arenas el mitin organizado por la Liga Patriótica. Unas 700 personas escucharon las arengas de sus dirigentes. 



Paralelamente, a unas cuadras, en la sede de la Federación Obrera, tenía lugar la tradicional actividad de los domingos, en que números artísticos entretenían a los trabajadores y sus familias.



El tenso clima que ya se vivía desde días anteriores dio paso a un germen de violencia. Al término del mitin de la Liga Patriótica, un grupo de varios centenares de manifestantes se dirigió a la sede obrera, en la cual pernoctaban algunos trabajadores encargados de su resguardo. Estos no respondieron a las agresiones, por lo que la turba se dirigió al periódico “El Magallanes” con la misma intención beligerante. 



Los hechos no pasaron a mayores, pero sí ocurriría al día subsiguiente.



La madrugada del 27 de julio, aproximadamente a las 2 de la mañana, efectivos militares y policiales, unidos a las denominadas “guardias blancas”, grupos de civiles adictos a la Liga Patriótica, se fueron apostando hasta rodear la sede sindical por todos sus accesos.



Los reportes de la época cuentan que cerca de las 3 de la madrugada los asaltantes abrieron fuego contra la sede obrera. Tras una hora de disparos, derrumbaron las puertas e incendiaron la casona. Hubo una débil resistencia desde el interior.



La sede resulta enteramente quemada; también la imprenta del diario “El Trabajo”, que funcionaba en el mismo lugar. Las dependencias del diario “El Socialista”, ubicadas a pocas cuadras, fueron igualmente siniestradas. Además, algunos hogares de dirigentes sindicales sufrieron los embates de las hordas.



Al día siguiente, la ciudad amaneció bajo el estado de sitio y la censura de prensa decretados por el Gobernador. La ciudadanía permanecía atemorizada y se insinuaban protestas laborales, fundamentalmente de los gremios mineros, en solidaridad con los obreros asesinados. En los días siguientes  empleadores y autoridades se encargaron de reprimir el movimiento y de perseguir a sus organizadores.



Se desconoce cabalmente la cantidad de muertos y heridos producto de estos siniestros hechos. El episodio impactó profundamente por su violencia. Investigaciones posteriores desentrañaron los pormenores de los acontecimientos, aunque fracasaron en la determinación de sus responsables.



El fuerte movimiento sindical de la zona sufrió un duro golpe, del que no podría recuperarse, al menos no con la fuerza y masividad que tuvo en los años anteriores.



Hoy, 90 años después, en Magallanes se siguen recordando estos sucesos. A las tradicionales ofrendas a los mártires en el cementerio local, se sumó este año la reinauguración de la plaza conmemorativa de la Federación Obrera de Magallanes, eliminada por la Dictadura militar con posterioridad a 1973.



Señor Presidente, he querido recordar este episodio histórico en el Senado de la República y solicito que se adjunte copia de esta intervención a la Central Unitaria de Trabajadores de Punta Arenas, por medio de su presidente, señor Clemente Gálvez.



He dicho.



--Se anuncia el envío de la comunicación solicitada, en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, con la adhesión de los Senadores presentes en la Sala, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO SOBRE PERTENENCIAS DE LITIO SUSCRITOS POR CORFO. OFICIO
El señor LETELIER.- Señor Presidente, de acuerdo al informe elaborado por la Dirección de Estudios y Políticas Públicas de la Comisión Chilena del Cobre, denominado “Antecedentes para una política pública en minerales estratégicos: Litio” y disponible en la web, desde fines de los años setenta el Instituto de Investigaciones Geológicas de Chile venía analizando los minerales que contenía el Salar de Atacama.



Como resultado de esos estudios, la CORFO solicitó, mensuró y finalmente obtuvo, en 1977, 59 mil 820 pertenencias mineras (denominadas “OMA”) sobre gran parte del Salar. Poco más tarde, dicha Corporación renunció a 27 mil 52 de aquellas pertenencias -que en consecuencia se extinguieron-, quedando solo con 32 mil 768, que son las que mantiene hasta el día de hoy.



El mismo informe señala que en 1975 la autoridad de la época determinó que la CORFO suscribiera un contrato básico con la empresa Foote Mineral Company para explorar sus pertenencias de litio. 



En 1980, CORFO, con 45 por ciento, y Foote Mineral, con 55 por ciento, dan forma a la Sociedad Chilena del Litio para explorar y vender productos de litio procedentes de las salmueras del Salar de Atacama hasta por 200 mil toneladas métricas de litio metálico. CORFO aportó 3 mil 343 pertenencias OMA de las 32 mil 768 de que disponía sobre el Salar. Además, estableció a favor de la Sociedad Chilena del Litio una franja de seguridad de otras 1.370 pertenencias. El mismo año la Comisión Chilena de Energía Nuclear habría autorizado a la Sociedad Chilena del Litio para vender, en términos competitivos, toda clase de productos de litio, salvo los destinados a la creación de energía nuclear por fusión. Este contrato expiró en 2001, pero se renovó hasta 2014 bajo las mismas condiciones del firmado en 1980, es decir, autorizando una venta acumulada de 200 mil toneladas métricas de litio metálico en el período en cuestión y una renovación, por períodos de cinco años, hasta completar el límite de extracción autorizado.



Entre 1988 y 1989 CORFO vendió el 45 por ciento de su participación a Foote Mineral Company en 15,2 millones de dólares.



Por otra parte, en 1986, entre CORFO (con 25 por ciento), Amax (con 63,75) y Molymet (con 11,25), se conformó la empresa Minsal Limitada, para explorar, explotar y comercializar potasio, boro, litio y cualquier otro producto o subproducto proveniente de las salmueras del Salar de Atacama. El contrato habría establecido limitar la producción total de litio a 180 mil toneladas métricas de litio metálico en un plazo de 30 años; evitar las ventas para fines de fusión nuclear, y otorgar a la Comisión Chilena de Energía Nuclear una opción preferente para la compra de litio-6. En el mismo contrato, CORFO se comprometió a aportar un máximo de 14 mil 814 pertenencias OMA, las que finalmente entregó en arriendo.



Luego, en 1993, Amax y Molymet fueron reemplazadas por SQM (filial de SOQUIMICH) y se amplió el plazo de todos los acuerdos adoptados inicialmente hasta el año 2030. En forma paralela, se dejaron sin efecto el aporte y el arrendamiento de las pertenencias pactados en 1986, y CORFO dio en arrendamiento a Minsal 16 mil 384 pertenencias OMA, en vez de las 14 mil 814 iniciales. También se comprometió a no explotar, para sí o por medio de terceros, las 11 mil 670 pertenencias OMA que aún quedaban, ni tampoco las 4 mil 714 que había entregado a la Sociedad Chilena del Litio.



En 1995, la Comisión Chilena de Energía Nuclear ratificó la aprobación de producir y comercializar las sales de litio provenientes del Salar con que había favorecido a Minsal en 1986, por 30 años desde la primera venta comercial y hasta por un máximo de 180 mil 100 toneladas métricas de litio equivalente. Asimismo, recomendó la separación de litio-6 cuando fuera económica y técnicamente factible; se reservó la primera opción de compra de este mineral; reiteró la prohibición de usar o transferir litio para efectos de fusión nuclear; dejó constancia de que todo acto jurídico sobre la extracción de ese elemento, sus concentrados y derivados debía ser aprobado previamente por la Comisión Chilena de Energía Nuclear; formuló recomendaciones para financiar un centro de investigaciones, entre otros puntos. El mismo año, CORFO vendió la totalidad de sus acciones en Minsal S.A.



En síntesis, y de acuerdo con el informe ya citado, en la actualidad la Corporación de Fomento de la Producción cuenta con pertenencias mineras en el Salar de Atacama, en las cuales se obtuvo la concesión de litio antes de entrar en vigor el Código de Minería. La Corporación tiene en arriendo parte de sus pertenencias a las dos empresas antes mencionadas, y, por contrato, estaría imposibilitada de arrendar o explotar para sí el resto de aquellas.



Habida consideración de lo anterior, y atendido el carácter estratégico del litio -de acuerdo con el Código de Minería- y su no concesionabilidad dispuesta en la ley orgánica respectiva, resulta particularmente relevante conocer el tenor de los contratos mediante los cuales CORFO entregó en arrendamiento sus pertenencias de litio, y en especial saber bajo qué circunstancias y por qué razones dicho organismo se habría inhibido de arrendarlas  o explotarlas.


En virtud de lo expuesto, y conforme a lo establecido en la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública, solicito que se envíe oficio al señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, don Hernán Cheyre Valenzuela, para que tenga a bien remitir la siguiente información:



1. Catastro de todas las pertenencias de litio.



2. Copia íntegra de todos los contratos de arrendamiento de sus pertenencias de litio, en especial, de aquellos que dicen relación a las empresas SQM y Sociedad Chilena de Litio.



3. Copia de las actas pertinentes de la o las sesiones del Consejo de CORFO en donde conste la autorización para la suscripción de los referidos contratos y las razones y fundamentos para que dicha entidad se inhibiera de arrendar o explotar para sí el resto de sus pertenencias de litio.



4. Cuantía y procedencia de los aportes realizados a la Comisión Chilena de Energía Nuclear para financiar la investigación sobre el mencionado metal. O, dicho de otra forma, dónde está la plata que por ley y por contrato debe entregarse al Estado para un instituto de investigación sobre litio.



5. Aporte de las empresas arrendatarias de las concesiones de litio destinados a la investigación y desarrollo del mineral.



Señor Presidente, solicito este oficio en mi nombre y en el del Senador señor Escalona.



Estamos convencidos de que el referido elemento químico es parte de la minería del siglo XXI y resulta estratégico como fuente de energía, según ha mencionado el General Baeza en una columna reciente en el diario “La Segunda”. Estamos convencidos de que en este mineral se encuentra la energía del futuro para la construcción de baterías de litio destinadas a la industria automotriz, que deben fabricarse en Chile. Se trata de uno de los principales minerales para producir metales de alta durabilidad y más livianos, según las aleaciones posibles. Es la viga maestra de Chile del siglo XXI, como lo fue el cobre durante el siglo XX.



En atención a lo señalado, reitero mi solicitud, señor Presidente.

El señor CANTERO.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, solicito, si el Senador señor Letelier no tiene inconveniente, pido que, llegados los antecedentes requeridos, la Secretaría me haga entrega de ellos para analizarlos en su mérito.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por cierto, ya que los antecedentes son repartidos a todos los Senadores.

El señor NAVARRO.- Solicito lo mismo, señor Presidente.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la petición fue hecha en nombre de los Honorables señores Letelier y Escalona. Entonces, lo que solicito es que, recibidos esos antecedentes -entiendo que el Senador señor Letelier está de acuerdo-, se me pueda enviar copia de ellos. Y creo que a esta demanda también adhiere el Senador señor Navarro. 


De modo que me gustaría que quedara consignado de esa manera.



El Honorable señor Letelier no ha pedido que se envíen los antecedentes a la Sala. Su solicitud la hizo en nombre de dos Senadores. Y hay otros dos que queremos que se nos entregue la información una vez que llegue.
El señor LETELIER.- Con la Ley de Transparencia ello es posible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Los antecedentes serán remitidos a los Senadores señores Cantero, Navarro, Escalona, Letelier y a todos los demás, porque son documentos públicos.

El señor LETELIER.- ¿Me permite hacer un complemento, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por la escasez del tiempo no pude completar mi solicitud. Me gustaría hacerlo ahora.


Sería interesante saber si la Comisión Chilena de Energía Nuclear posee los instrumentos legales pertinentes; si cuenta con el financiamiento y la tecnología para saber que está haciendo SOQUIMICH en los salares del norte; si existen instrumentos para evaluar cuánto litio está saliendo del país, más allá de lo que informan las mismas empresas. Porque, según nuestros antecedentes, el Estado no realiza un control eficaz, debido a que la Comisión  Chilena de Energía Nuclear no posee recursos.


De la misma forma -no sé si corresponde y si la Biblioteca del Congreso las posee-, solicito el envío de las actas de la Primera Comisión Legislativa -entiendo que la presidía el Almirante Merino-, cuando se discutió el Código de Minería, en el cual se fundamentó el carácter estratégico del litio.



Menciono lo anterior por cuanto en los últimos días uno escucha en los medios de comunicación, con cierta preocupación, las opiniones del señor Ministro de Minería, quien habla de una tendencia privatizadora en la producción del referido metal, lo que se encuentra en una lógica absolutamente contraria a la del Código de Minería.



Por lo tanto, sería interesante recabar los antecedentes -y que se hagan llegar a la Sala-, sobre por qué el litio se declaró estratégico en la Primera Comisión Legislativa. Y, del mismo modo, que se nos informe si la Comisión Chilena de Energía Nuclear posee los instrumentos y el financiamiento para realizar la investigación en torno de cómo se renuevan las salmueras, cómo se mide lo que extraen y lo que exportan las respectivas empresas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se hará la petición formal a la Biblioteca respecto de la historia de la ley.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables señores Letelier y Escalona, con la adhesión de los Senadores señores Cantero y Navarro, conforme al Reglamento.

__________

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo recordar a los Honorables colegas que en la próxima semana rendiré homenaje en memoria del ex Senador Luis Corvalán, recientemente fallecido. Él representó a la actual Región del Biobío y durante toda su vida perteneció al Partido Comunista. 


Lo planteo para que la Sala esté informada al respecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ya se comunicó que el próximo miércoles se efectuará el homenaje solicitado por Su Señoría.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:23.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 34ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE JULIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Agricultura, señores Cristián Larroulet y José Antonio Galilea, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones treinta y dos y treinta y tres, ambas ordinarias, de los días 6 y 7 de julio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores (Boletín N° 6.947-13).



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



Con los cinco siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



3.- Proyecto de ley que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (Boletín N° 6.981-03).


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).


5.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.947-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Chile y el Banco Europeo de Inversiones”, suscrito en Luxemburgo, el 9 de marzo de 2010 (Boletín N° 6.963-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



3.- Proyecto de ley que modifica plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.019-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con los dos siguientes, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (Boletín N° 6.917-21).



2.- Proyecto de ley que establece normas de excepción en materia de subvenciones a establecimientos educacionales (Boletín N° 6.968-04).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referente a la conveniencia de reactivar las redes de radios HF de los Ministerios de Obras Públicas y de Salud y de la Corporación Nacional Forestal y de coordinarlas con la Oficina Nacional de Emergencia.



Dos del señor Ministro de Hacienda, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Frei, en relación con el inicio de las obras en el Estadio La Portada, de La Serena, y la ejecución de la segunda etapa del proyecto “Mejoramiento Estadio Chinquihue”, en Puerto Montt.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros, responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativos al desarrollo de las obras de mejoramiento del Faro Monumental; el abovedamiento del canal La Pampa y la ejecución de los paso-niveles de las avenidas Francisco de Aguirre, Amunátegui y Huanhuali, todos en la comuna de La Serena.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, en relación con los daños sufridos por la comuna de Angol a consecuencia del terremoto y la conveniencia de elaborar un plan maestro de evacuación de aguas lluvias.



Con el quinto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la limpieza del canal Ifarle, en la comuna de Talcahuano.



Con el sexto, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con la habilitación de un acceso provisional al puente que cruza el Río Maipo en la Ruta 5 Sur.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la naturaleza de los terrenos que se entreguen en compensación por la construcción de represas u otras instalaciones en la Región de Aysén y en el resto del país.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con presuntas irregularidades que existirían en el cobro de cuentas de consumo eléctrico por parte de la empresa CGE, Compañía General de Electricidad.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita el acceso a las pensiones solidarias para la discapacidad y la vejez (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 7.024-13).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria y al señor Rodrigo Egaña Baraona (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 1.264-05).



-- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Chahuán y Girardi, sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 7.062-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Coloma, Chadwick, Larraín, Longueira y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que exime a las personas que indica del pago de la sobretasa del impuesto territorial aplicable a sitios eriazos, propiedades abandonadas y pozos lastreros.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen los incisos segundo, tercero y cuarto, número 3°, del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan denominar “Sala Patricia Verdugo” a una de las que constituyen el Centro Cultural Gabriela Mistral (Boletín N° S 1.268-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, que condena la sentencia de lapidación impuesta a la ciudadana iraní Sakineh Mohammadi Ashtiani, así como toda discriminación en razón de género (Boletín N° S 1.269-12).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Larraín, Zaldívar, Coloma y Ruiz-Esquide, con el que solicitan crear el Servicio de Salud del Maule Sur y efectuar inversiones para la transformación de los hospitales de Linares y San Javier (Boletín N° S 1.253-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, quien solicita recabar el asentimiento de la Sala, a fin de que se omita el trámite de Comisión respecto del proyecto de acuerdo -del que es autora- que condena la sentencia de lapidación impuesta a la ciudadana iraní Sakineh Mohammadi Ashtiani, así como toda discriminación en razón de género (Boletín N° S 1.269-12), incorporándose en el Tiempo de Votaciones del día de hoy.



Así se acuerda.
- - -



A continuación, concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien pide requerir igual consentimiento para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Longueira y Pérez Varela, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de eximir a las personas que indican del pago de la sobretasa del impuesto territorial aplicable a sitios eriazos, propiedades abandonadas y pozos lastreros, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Luego, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe idéntica autorización para que la Comisión de Hacienda funcione paralelamente con la Sala, entre las 17 y las 19 horas de hoy, con el propósito de tratar el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764 (Boletín N° 7.019-05), lo que así se acuerda.


Asimismo, Su Señoría -en su nombre y en el del Honorable Senador señor Muñoz Aburto- pide requerir igual anuencia para que el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores (Boletín N° 6.947-13), sea considerado por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, lo que así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Girardi, quien solicita recabar el asentimiento de la Sala para que el primero de los proyectos precedentemente individualizados -esto es, el correspondiente al Boletín N° 7.019-05- también sea considerado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Requerido dicho consenso, no se obtiene.

- - -



Enseguida, concede la palabra al Honorable Senador señor García, quien hace llegar las excusas del Honorable Senador señor Horvath, por cuanto le será imposible concurrir a la presente sesión, debido a que las intensas nevadas que afectaron a la Región de Aysén han provocado diversas alteraciones respecto de los vuelos comerciales.



Acto seguido, Su Señoría pide que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende temporalmente la aplicación de las normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en las Regiones declaradas “Zonas de Catástrofe” (Boletín Nº 6.854-03), hasta las 10:30 horas del día de mañana, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Economía.



Así se acuerda.
_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Celebrar una sesión especial de la Corporación, el día miércoles 8 de septiembre, de 11 a 14 horas, para recibir la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso y el informe de aquellos propuestos para el año calendario siguiente, que debe efectuar el señor Presidente del Banco Central, de conformidad con lo prescrito en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, con informe de la 

Comisión de Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, y que tiene el Boletín N° 6.921-13.


Añade que sus principales objetivos son:



1.- Interpretar el número 6 del artículo 159 del Código del Trabajo declarando que, para su procedencia como causal de término de la relación laboral, el hecho constitutivo del caso fortuito o fuerza mayor debe generar para el empleador la imposibilidad absoluta y permanente de continuar cumpliendo la obligación de otorgar el trabajo convenido.



2.- Establecer que para aplicar dicha causal el empleador deberá acreditar no haber contribuido al acaecimiento del hecho invocado o a sus efectos lesivos.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto. El texto que el órgano técnico propone aprobar en general es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Finalmente, corresponde señalar que los integrantes de la referida Comisión estimaron pertinente consultar a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca de la constitucionalidad del artículo 1º, en cuanto al carácter de ley interpretativa que dicho precepto contempla.
- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Novoa, señora Allende, señor Navarro, señora Rincón y señores Bianchi, Allamand, Zaldívar, Letelier, Larraín, Prokurica y Tuma.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 27 votos a favor, uno en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Novoa.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 16 de agosto del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Declárase interpretado el numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en el siguiente modo:



El numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo en cuanto señala que el contrato de trabajo terminará por caso fortuito o fuerza mayor, debe interpretarse y aplicarse en el sentido que para efectos de la procedencia de esta causal, el hecho constitutivo del caso fortuito o fuerza mayor debe causar necesaria y directamente la imposibilidad absoluta y permanente, por parte del empleador, de seguir cumpliendo con su obligación de otorgar el trabajo convenido, para lo cual deberán considerarse las funciones y el lugar en que se desempeña el trabajador despedido.



Artículo 2°.- Agrégase al numeral 6 del artículo 159 del Código del Trabajo, decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido: “El empleador que invoque esta causal deberá acreditar no haber contribuido al acaecimiento del hecho invocado y,o a sus efectos lesivos a través del incumplimiento de la normativa relativa a condiciones y mantenimiento del lugar de trabajo, seguridad de la infraestructura donde se prestan los servicios u otras disposiciones de similar naturaleza.”.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos, con 

informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos, y que tiene el Boletín N° 6.265-14.


Añade que su objetivo es permitir a los propietarios, arrendatarios o residentes de edificios y condominios tener animales domésticos en sus viviendas, siempre que no sean de razas peligrosas y que se resguarden las debidas condiciones de higiene y seguridad establecidas por la ley.



Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo rechazó la idea de legislar, por cuatro votos en contra -de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma-, y uno a favor -del Honorable Senador señor Letelier-.

- - -



En discusión la propuesta de la Comisión -de rechazar la idea de legislar-, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Tuma, Pérez Varela, Letelier, Girardi y Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación la referida propuesta, es aprobada por 14 votos a favor, 9 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Novoa y Larraín.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.


Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señores Quintana, Navarro y Letelier.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, fundamentando, este último, su decisión.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Pizarro.


Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________



A continuación, la Sala se constituye en sesión secreta para considerar la solicitud de rehabilitación de ciudadanía presentada por el señor Astur Alfonso Vásquez Caroca, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 de la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (Boletín Nº S 1.227-04).

- - -



Luego, el señor Presidente señala que ha terminado la parte secreta de la sesión, continuando con la parte pública.

- - -



Enseguida, anuncia que ha concluido el Orden del Día.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio, con el que proponen la creación de una Comisión Especial de 

Zonas Extremas



El señor Presidente señala que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.255-12, y que tiene por finalidad crear una Comisión Especial de Zonas Extremas, que se integraría por los Senadores que representan a las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén y Magallanes, y las provincias de Isla de Pascua, Chiloé y Palena.



Cabe destacar que el martes de la semana recién pasada se solicitó segunda discusión sobre este proyecto de acuerdo.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, García, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Quintana y Tuma.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Gómez, Horvath, Orpis, Prokurica, Quintana y Sabag, con el que proponen la creación de una Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto 

Mayor



El señor Presidente señala que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.259-12, y que tiene por finalidad la creación de una Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor.



Asimismo, se debe tener presente que en sesión de 6 de julio pasado se solicitó segunda discusión.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Tuma, con el que solicitan el reconocimiento del Gobierno de la República de 

Honduras



El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.258-12 -respecto del que se solicitó segunda discusión el martes recién pasado-, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor, uno en contra y 4 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que se cumplen cuatro meses desde que Porfirio Lobo Sosa asumiera la Presidencia de República de Honduras, tras ganar con el 56,56% de los votos en los comicios electorales fijados constitucionalmente, realizados tras el quiebre institucional que derivó en un golpe de Estado el 28 de junio de 2009, en contra del entonces Presidente José Manuel Zelaya Rosales;

2. Que el golpe de Estado recibió en su momento el repudio generalizado de la comunidad internacional, incluyendo el del Gobierno y Parlamento chilenos;

3. Que la elección por sufragio universal del Presidente Lobo permitió restablecer y consolidar la normalidad institucional de manera democrática y pacífica, tras la crisis que afectó a la hermana República de Honduras desde junio del año pasado;

4. Que desde su llegada a la presidencia, su labor y esfuerzos, además de dedicarlos a la difícil tarea de reconstrucción nacional y restablecimiento del Estado de Derecho, ha debido dirigirlos en pos de lograr el reconocimiento de la comunidad internacional para sacar a Honduras del aislamiento que vivió tras el quiebre democrático. Dicha labor se ha visto recompensada con el restablecimiento de relaciones bilaterales con más de 50 naciones, entre las que destacan los Estados Unidos de Norteamérica, España, Costa Rica, El Salvador, Panamá, Guatemala, Colombia y Perú. Además, Honduras ha sido reincorporada al foro mundial de la Organización de las Naciones Unidas, donde el próximo 20 de septiembre el Presidente Lobo expondrá en el marco de la Cumbre de los Objetivos del Milenio;

5. Que su Gobierno, cumpliendo con el Acuerdo Tegucigalpa-San José, creó la “Comisión de la Verdad y la Reconciliación”, el 4 de mayo pasado, contando con la presencia del Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza. Esta Comisión será una instancia destinada a investigar lo sucedido antes, durante y después del quiebre institucional ocurrido en junio de 2009, lo que hará posible una auténtica reconciliación entre los hondureños, sin vencedores ni vencidos, y

6. Que por las razones anteriormente expuestas, persistir en el no reconocimiento del Gobierno del Presidente Lobo, al igual que algunas naciones miembros de UNASUR, es desconocer la inmensa tarea desplegada por él y su Gobierno para lograr el retorno institucional y el cauce democrático en su país, siendo los verdaderos perjudicados los ciudadanos hondureños, como lo señala el propio Presidente: “(...) el daño no me lo hacen a mí, sino a un pueblo que vive condiciones difíciles y es al final la víctima inocente de las crisis”.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en atención al desarrollo democrático que se ha verificado en la República de Honduras a partir de las elecciones presidenciales y a la posterior evolución de su institucionalidad, apegada al derecho y demostrando su espíritu de paz y reconciliación, estudie la posibilidad de efectuar el reconocimiento al Gobierno de la República de Honduras, encabezado por su Presidente don Porfirio Lobo Sosa.”.

_______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Alvear y Rincón y señores Allamand, Rossi, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, sobre el próximo proceso electoral de Venezuela y el envío como observadores de representantes del 

Senado


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.260-12 -que se encuentra en segunda discusión-, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor, 3 en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el 26 de septiembre próximo tendrá lugar en Venezuela la realización de comicios parlamentarios, en los cuales se elegirán los miembros de la Asamblea Nacional de dicho país;

2. Que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha denunciado una serie de situaciones anómalas, como la persecución judicial de líderes opositores y periodistas, en un contexto de grave falta de autonomía e independencia del poder judicial de ese país, lo que representa un obstáculo para garantizar la adecuada participación política en el próximo proceso electoral;

3. Que la CIDH y la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la OEA han denunciado reiteradamente las graves limitaciones a la libertad de expresión en Venezuela, a propósito del cierre de medios de comunicación independientes y las constantes amenazas y hostigamiento a los mismos, el uso abusivo de las cadenas oficiales obligatorias y el desbalance que se produce por el uso excesivo de los medios del Estado con fines propagandísticos, todo lo cual constituye una seria amenaza para el ejercicio de la democracia;

4. Que la situación descrita ha tendido a agravarse, lo que motivó que el Comisionado para los Asuntos de Venezuela de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH manifestaran su profunda preocupación por el deterioro de la libertad de expresión en Venezuela y solicitaran a la Cancillería de ese país información sobre tres situaciones acaecidas en la últimas semanas: 1) la condena penal contra el periodista Francisco "Pancho" Pérez por haber publicado una denuncia de corrupción; 2) la orden de aprehensión contra Guillermo Zuloaga, uno de los propietarios del canal Globovisión, pocos días después de que el propio Presidente de la República criticase al Poder Judicial por el hecho de que Zuloaga continuase libre, y 3) el atentado con bombas molotov contra la Cadena Carriles;

5. Que el Gobierno Venezolano ha descalificado en numerosas oportunidades las resoluciones y recomendaciones emanadas de los organismos competentes del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, negándose desde el año 2002 a autorizar una visita in situ de la CIDH a Venezuela, y ha señalado que no permitirá que concurran misiones oficiales de observadores internacionales del próximo proceso electoral, tanto de la Unión Europea como de la OEA;

6. Que los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, no pueden sustraerse al derecho internacional, ni a la competencia del sistema interamericano, bajo la invocación del principio de no intervención, y

7. Que es una obligación moral de todos quienes creen y promueven la democracia el no abandonar al pueblo venezolano en circunstancias tan difíciles y respaldar todas las medidas que contribuyan al ejercicio libre, pacífico y efectivo de sus derechos ciudadanos.



El Senado acuerda:



1) Solicitar a los organismos internacionales, específicamente a la ONU, la OEA, la UIP y el PARLATINO, adoptar una actitud más vigilante con el cumplimiento de normas básicas por parte del Gobierno Venezolano, que permitan asegurar la integridad y la transparencia del próximo proceso electoral, conforme a los tratados y acuerdos internacionales suscritos por Venezuela.



2) El envío de Senadores de la Corporación como observadores electorales a las elecciones venezolanas del día 26 de septiembre del presente año, para contribuir a asegurar el adecuado desarrollo de dicho proceso electoral.”.

_______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Allende y señor Letelier, con el que solicitan rebajar el impuesto a los combustibles a favor de los taxis básicos y colectivos, con informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.261-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Gómez, Kuschel, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Chahuán, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que actualmente el transporte público de pasajeros tiene como uno de sus principales ejes el transporte menor de pasajeros, es decir, los taxis y taxis colectivos, lo que se observa con mayor nitidez en el transporte público de regiones, donde un importante número de habitantes se trasladan a sus quehaceres diarios en este tipo de transporte público;

2. Que en la actualidad los taxis colectivos y taxis básicos deben desembolsar por concepto de impuesto específico de combustibles un valor cercano a 6 Unidades Tributarias Mensuales (UTM) por m3, lo cual es abiertamente discriminatorio si consideramos que el transporte mayor de pasajeros sólo paga 1,5 UTM por m3, esto es, cancela sólo un 25% del total que debe pagar el transporte de taxis colectivos;

3. Que la carga tributaria anteriormente descrita respecto del transporte menor de pasajeros traerá como consecuencia el paulatino traspaso del costo impositivo adicional a los usuarios, quienes deben utilizar a diario este medio de locomoción para trasladarse a sus lugares de trabajo o en actividades cotidianas, perjudicándolos abiertamente al disminuir considerablemente su poder adquisitivo;

4. Que en oportunidades anteriores el Estado ha tenido un rol protagónico en materias de este tipo, como en la creación del Fondo de Estabilización del Petróleo, que permitió arribar a una solución equitativa ante un conflicto creado por las variaciones del valor internacional del petróleo, y

5. Que el Estado debe velar por el bien común, para lo cual, en este caso, debiera asumir un porcentaje del costo que implica el cobro de este impuesto en un sector del transporte público de pasajeros, evitando que se produzca un impacto de considerables dimensiones en los sectores de menores recursos.



El Senado acuerda:



Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que en virtud de sus atribuciones constitucionales y legislativas proceda a disminuir el Impuesto Específico a los Combustibles respecto del transporte menor de pasajeros.”.

_______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Gómez, Longueira, Navarro, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que conceda a los trabajadores del comercio, que deban laborar con ocasión de los feriados relativos al Bicentenario, el derecho al 

pago de horas extraordinarias


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.263-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que tanto este Gobierno como los anteriores han implementado una serie de obras, actividades y medidas tendientes a destacar las fechas de conmemoración del Bicentenario de nuestra independencia;

2. Que el Congreso Nacional aprobó que los feriados legales de los días 18 y 19 de septiembre, los cuales este año caen en días sábado y domingo, sean complementados por dos días feriados adicionales, el viernes 17 y el lunes 20 de septiembre;

3. Que, de acuerdo al régimen legal existente en materia laboral, en dichos feriados pueden prestar servicios a) los trabajadores sujetos a jornada general o regular, en tanto lo hagan en jornada extraordinaria; b) los que se desempeñen en labores ligadas al funcionamiento de los servicios básicos; c) los que se desempeñen en labores que por su naturaleza son de carácter continuo; d) aquellos sujetos a un sistema excepcional de distribución de jornada de trabajo y descanso y, finalmente, e) los trabajadores del comercio, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 Nº 7 del Código del Trabajo, en concordancia con la ley N° 19.973, que establece como irrenunciable el feriado del día 18 de septiembre, con las excepciones que indica;

4. Que las personas que trabajan en esos días en jornada extraordinaria, en acuerdo con su empleador, reciben por mandato legal un recargo de un 50% en sus remuneraciones;

5. Que los que laboran en servicios básicos y faenas continuas, dada su planificación anual, normalmente ya tienen pactados recargos por turnos en festivos y por trabajo nocturno;

6. Que quienes se desempeñan en jornadas excepcionales autorizadas reciben por su trabajo en domingos y festivos el equivalente a un mes de remuneración extra en el año calendario, sumando los recargos de un 50% en las remuneraciones en los días adicionales de feriado anual y por el trabajo en días festivos;

7. Que en el caso de los trabajadores del sector público, ellos reciben un 50% de recargo en sus remuneraciones si deben prestar servicios en días sábados, domingos o festivos;

8. Que, en cambio, los trabajadores del comercio que laboran en dichos feriados en jornada ordinaria son los únicos que no reciben compensación extra alguna por sus servicios, lo cual en este caso se ve agravado por el hecho de tratarse de fechas emblemáticas del próximo Bicentenario, en que se espera un incremento sustantivo de las ventas y ganancias de los empleadores del sector;

9. Que cuando un trabajador del comercio tiene acumulado en una semana el derecho a dos o más días de descanso por haber trabajado en festivos la semanas anteriores, la propia ley previene que se puede pactar el pago de dichos días con recargo de un 50% en caso de que el empleador requiera que su dependiente no se tome tales descansos, posibilidad contenida en el inciso quinto del artículo 38 del Código del Trabajo, y

10. Que, en razón de todo lo anterior, se han formulado propuestas en orden a legislar que las remuneraciones de los dependientes del comercio que presten servicios en los festivos del 17, 19 y 20 de septiembre de 2010 no podrán ser inferiores a la prevista en el articulo 32 del Código del Trabajo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 38 del mismo Código.



El Senado acuerda:



Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que envíe un proyecto de ley que establezca que los trabajadores del comercio que presten servicios en jornada ordinaria en los días antes señalados tendrán derecho a que sus remuneraciones por dichos días se recarguen en un 50% sobre su valor ordinario.”.
_______________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, que condena la sentencia de lapidación impuesta a la ciudadana iraní Sakineh Mohammadi Ashtiani, así como 

toda discriminación en razón de género


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, correspondiente al Boletín Nº S 1.269-12, mediante el cual propone aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que durante las últimas semanas se han escuchado múltiples clamores de la comunidad internacional solicitando al Gobierno de Irán suspender la pena de muerte por lapidación aplicada a la nacional de ese país Sakineh Mohammadi Ashtiani;

2. Que producto de esta situación se han realizado múltiples manifestaciones en contra de la medida, como cadenas solidarias, actos públicos y envío de cartas con cientos de miles de firmas, entre las cuales se cuentan las de grandes personalidades de la política, el arte y las comunicaciones;

3. Que cabe recordar que Ashtiani, de 43 años, fue condenada el año 2005 por mantener relaciones extramatrimoniales, por lo cual ya recibió un castigo de 99 latigazos. La mujer se encuentra ahora a la espera de morir por apedreamiento para dar cumplimiento a la sentencia de adulterio, situación que sólo podría ser revertida por una carta de perdón del Ayatolla Ali Jamenei, el supremo líder iraní, o del Ayatolla Sadeq Larijani, jefe del sistema judicial;

4. Que la aplicación de este tipo de penas ha sido erradicada y condenada por la mayoría de las Convenciones internacionales, por considerarlas contrarias a la dignidad de las personas y a los derechos humanos, y

5. Que Chile ha mantenido una actitud de respeto al derecho a la vida, en concordancia con lo cual procedió a la derogación de la pena capital de nuestro ordenamiento jurídico, y ha sido contrario a este tipo de prácticas por lo que ha levantado su voz en cada oportunidad que se presenta para condenarlas y pedir su erradicación en los países en que aún se aplican.



El Senado acuerda:



Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que haga presente su malestar ante Irán por la situación antes descrita y para que nuestro Gobierno condene en todas las instancias internacionales multilaterales los actos de segregación y discriminación en razón de género que se están produciendo en algunos países miembros de la comunidad internacional, por ser contrarios a los derechos esenciales de la persona humana, a las convenciones internacionales en la materia y al respeto a la vida.”.
_______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Larraín, Zaldívar, Coloma y Ruiz-Esquide, con el que solicitan crear el Servicio de Salud del Maule Sur y efectuar inversiones para la transformación de los hospitales de Linares y San Javier, con 

informe de la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.253-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.



Añade que la Comisión de Salud acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, dar curso progresivo a la iniciativa y remitirla a la Sala.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor y uno en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Kuschel.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Región del Maule cuenta actualmente con 13 hospitales de diversos tipos según su grado de complejidad, divididos en 5 hospitales en la provincia de Curicó, 3 en la provincia de Talca, 3 en la provincia de Linares y 2 en la provincia de Cauquenes. Del total de hospitales de la Región, las provincias de Talca y Curicó son las únicas que cuentan con hospitales tipo 1, lo que implica que cuentan con las cuatro especialidades básicas que son: medicina, cirugía, ginecobstetricia y pediatría y, además, con todas las subespecialidades;

2. Que en las provincias que componen el denominado Maule Sur el hospital base es el Hospital de Linares, que es uno tipo 2 que atiende a las comunas de Linares, Yerbas Buena, Colbún y Longaví, con una población usuaria de 153.666 personas y con un total de 338 camas para los servicios de medicina, pediatría, cirugía adulto, obstetricia y ginecología, intermedio niños, traumatología y pensionado. A los hospitales anteriores se deben sumar los hospitales tipo 3 de Cauquenes y Parral y los hospitales tipo 4 de San Javier y Chanco, los cuales completan la red de 5 hospitales que poseen las provincias de Linares y Cauquenes;

3. Que según el último censo oficial del año 2002, la Región del Maule cuenta con un total de 908.097 habitantes divididos en 4 provincias, y con sólo un Servicio de Salud para toda la Región. Que, sólo a modo de ejemplo, se puede señalar que según datos del mismo censo del año 2002 la Región de La Araucanía tiene un total de 869.535 habitantes y dos Servicios de Salud, el de La Araucanía Norte y el de La Araucanía Sur. Lo mismo sucede en la Región de Los Lagos, que con una población de 794.529 habitantes tiene tres Servicios de Salud, el de Osorno, el de Reloncaví y el de Chiloé;

4. Que desde hace mucho tiempo las autoridades, parlamentarios y habitantes de las provincias que componen el Maule Sur han solicitado la creación de un nuevo Servicio de Salud para la zona, que mejore la atención de los pacientes de las provincias de Linares y Cauquenes y ayude a descongestionar el Hospital de Talca, que es el hospital regional tipo 1 más importante de la Región y al cual llegan los pacientes con las patologías más graves, derivados de los recintos hospitalarios de las provincias de Linares y Cauquenes;

5. Que producto del terremoto del 27 de febrero los daños en la infraestructura hospitalaria de la Región del Maule han sido cuantiosos. Los hospitales de Linares y Cauquenes están con daños de consideración en su estructura, sin poder hasta el día de hoy retomar de manera normal sus actividades de atención a pacientes. Mención aparte requiere el Hospital de Parral, el cual debido a los serios daños en su infraestructura debió ser desalojado, lo que ha producido un colapso en la atención de pacientes en el Hospital de Linares, que ha debido absorber gran parte de la atención de salud de los habitantes de las provincias de Linares y Cauquenes, y

6. Que la responsabilidad del Senado como órgano del Estado, más allá de lamentar los terribles sucesos, es proponer soluciones que favorezcan a quienes se han visto más afectados, por lo que, atendiendo a la situación que afecta actualmente a la Región del Maule respecto de la necesidad de que se cree un nuevo Servicio de Salud, aspiración histórica de las autoridades, parlamentarios y habitantes de las provincias de Linares y Cauquenes, y la excepcionalísima situación que viven las personas que se han visto más afectadas por la catástrofe por todos conocida, corresponde que se adopten las decisiones que permitan crear, a la brevedad posible, el Servicio de Salud del Maule Sur.



El Senado acuerda:



Solicitar a S.E. el Presidente de la República, si lo tiene a bien, que en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y teniendo en consideración la situación que se está viviendo actualmente en las provincias de Linares y Cauquenes, adopte las decisiones correspondientes para crear a la brevedad posible el Servicio de Salud del Maule Sur.”.
_______________
PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Director del Hospital Naval de Punta Arenas, sobre factibilidad de atención a beneficiarios que indica.


- De los Honorables Senadores señores Bianchi y Tuma al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, en relación con el funcionamiento del Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, respecto de recursos para “Proyecto T 85”, en tramo que especifica.


2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, relativo a la inclusión de departamentos Serviu, de la ciudad de Los Ángeles, en programas de reconstruccción de dicha cartera.


- Del Honorable Senador señor Navarro:



1) Al señor Ministro de Educación, sobre suspensión del programa “English Winter/Summer Camp”.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con “Ruta de la Madera”; camino a Cobquecura, y “Ruta del Itata”.


3) Al señor Alcalde de Quirihue, sobre camino que conduce a esa comuna.



4) A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, para que informe en cuanto a fiscalizaciones y eventuales sanciones respecto del funcionamiento de planta elevadora de aguas servidas de San Pedro de La Paz.


5) Al señor Director Ejecutivo de la CONAF, en relación con el cierre de acceso a fundo Nonguén.


- Del Honorable Senador señor Prokurica:



1) Al señor Ministro del Interior, relativo a la inclusión de beneficiarios de leyes especiales en incremento solidario de pensiones para el año 2011.


2) Al señor Ministro de Hacienda, sobre recaudación y distribución de fondos de patentes mineras.


3) A los Alcaldes de Caldera, Tierra Amarilla, Huasco, Diego de Almagro, Copiapó, Freirina, Chañaral, Alto del Carmen y Vallenar, respecto de fondos provenientes de patentes mineras.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 35ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE JULIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, subrogante, y del Trabajo y Previsión Social, señor Rodrigo Álvarez y señora Camila Merino, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones treinta y dos y treinta y tres, ambas ordinarias, de los días 6 y 7 de julio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (Boletín N° 6.927-05).



-- Queda para Tabla.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Gómez, referido a las obras a desarrollar para evitar los daños que puedan causar los aluviones a las ciudades de Taltal y Tocopilla.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los proyectos que deben desarrollarse en la Región del Biobío para subsanar los efectos del sismo y maremoto que afectaron a la zona.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con las bases de licitación para el servicio de transporte aéreo subsidiado en la Región de Aysén.



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido a la ejecución de los Programas de Atención a Agresores y Centros de Prevención y Atención de Violencia Intrafamiliar.



De la señora Subsecretaria de Transportes, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a los problemas de tránsito que afectan a la ciudad de Concepción a causa de los vehículos que se estacionan en sus calles y de los edificios que resultaron dañados por el terremoto y que deben demolerse.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.019-05).



De las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.947-13).



Nuevo segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley de los Honorables Senadores señor García, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina y Prokurica, en primer trámite constitucional, que suspende temporalmente la aplicación de las normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en las Regiones declaradas “Zonas de Catástrofe” (Boletín N° 6.854-03).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 13 de abril de 2005 (Boletín N° 6.549-10).



-- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, García, Horvath, Kuschel, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que permita a los miembros de las Fuerzas Armadas elegir el sistema de salud previsional al que se pueden acoger (Boletín N° S 1.267-12).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan denominar “Sala Patricia Verdugo” a una de las que constituyen el Centro Cultural Gabriela Mistral (Boletín N° S 1.268-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Moción



De los Honorables Senadores señores Tuma, Cantero, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, con la que dan inicio a un proyecto de ley referido a las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales (Boletín N° 7.068-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Comunicación



De la Comisión Revisora de Cuentas, con la que comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo.



-- Se toma conocimiento.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores señor García y señora Allende, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 14 de julio de 2010.



Solicitud del Honorable Senador señor Chahuán, para ausentarse del país a contar del día 15 de julio del año en curso.



Solicitud del Honorable Senador señor Prokurica, para ausentarse del país entre los días 15 y 25 de julio de 2010, ambas fechas inclusive.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al señor Secretario General, quien expresa que ha llegado a la Mesa una comunicación de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en la que pide recabar el asentimiento de la Sala a fin de que el proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15) también sea informado -en general- por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Así se acuerda.

- - -



Enseguida, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien requiere que se solicite igual anuencia para que la Primera Subcomisión Especial de Presupuestos pueda sesionar paralelamente con la Sala, con el objeto de constituirse.

Así se acuerda.
- - -



A continuación, el señor Presidente recaba idéntico consentimiento a fin de incorporar en la Tabla del Orden del Día de hoy, en el tercer lugar, el Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (Boletín Nº 6.927-05).

Así se acuerda.
- - -



Por último, el señor Presidente saluda a una delegación de periodistas de la Región del Maule, específicamente de la ciudad de Linares, que se encuentra en las tribunas.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores, con informe de las Comisiones de Hacienda y de 

Trabajo y Previsión Social, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.351, prorrogando y perfeccionando el incentivo al precontrato y a la capacitación de los trabajadores, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.947-13.



Añade que su propósito principal es prorrogar hasta el 31 de marzo de 2011 el incentivo al precontrato y a la capacitación de trabajadores.


Resalta que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, aprobaron la iniciativa tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Frei, García, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa -como miembro de ambas Comisiones- y Lagos, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 22 votos a favor y 2 pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Pizarro.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Los gastos efectuados en acciones de capacitación efectivamente realizadas y liquidadas ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo de los eventuales trabajadores a que se refiere el inciso quinto del artículo 33 de la ley N° 19.518, por los contribuyentes de la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con excepción de aquellos cuyas rentas provengan únicamente de las letras c) y d) del número 2º del artículo 20 de la citada ley, podrán ser descontados del monto de los pagos provisionales mensuales obligatorios que deban declarar y pagar en los meses comprendidos en el período de vigencia de esta ley. Sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que establecen los artículos 36 de la ley N° 19.518 y 6° de la ley N° 20.326, las cantidades cuya deducción se autoriza mediante este artículo no podrán exceder de una suma máxima equivalente al cero coma veinticinco por ciento (0,25%) de las remuneraciones imponibles pagadas al personal en el respectivo mes. El descuento establecido en este artículo no se considerará para los efectos de determinar la suma máxima de uno por ciento (1%) a que se refieren los citados artículos 36 de la ley N° 19.518 y 6° de la ley N° 20.326.


Para acceder a lo dispuesto en este artículo, los contratos de capacitación de los eventuales trabajadores señalados, deberán cumplir con los siguientes requisitos:



a) No podrán exceder en total de seis meses dentro del mismo año calendario, incluidas sus prórrogas y los períodos de contrato de capacitación celebrados de conformidad al artículo 14 de la ley N° 20.351.



b) Deberán incluir gastos de traslado y alimentación, hasta por un monto de $3.000 diarios, los que por cada uno de estos conceptos no podrán exceder de $1.500 por día asistido por cada beneficiario del precontrato, para los efectos del correspondiente descuento tributario.



c) Deberán incluir gastos necesarios para cubrir los accidentes que puedan experimentar los eventuales trabajadores con motivo de su asistencia a los programas de capacitación, sin que aquellos puedan exceder del cinco por ciento de los gastos descontables a que se refiere este artículo.



Con todo, los eventuales trabajadores contratados bajo la modalidad a que se refiere este artículo, no podrán superar en el mes respectivo, el cincuenta por ciento (50%) de los trabajadores de la empresa respecto de los cuales haya realizado cotizaciones en el sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o en el Instituto de Previsión Social, durante el mes anterior a aquel en que se efectúe el descuento.



A las empresas cuyos eventuales trabajadores participen en acciones de capacitación que se realicen en las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Bío Bío, no les será aplicable el límite del cincuenta por ciento (50%) que consigna el inciso precedente. Asimismo, tampoco les serán aplicables las restricciones contenidas en el inciso sexto del artículo 33 de la ley N° 19.518.



Artículo 2°.- Lo dispuesto en el artículo precedente, regirá para los pagos provisionales mensuales obligatorios que deban declararse y pagarse desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el mes de abril de 2011 o para su imputación anual.



Artículo 3°.- La presente ley entrará en vigencia a contar del día 1 del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y regirá hasta el 31 de marzo de 2011.

Disposiciones Transitorias



Artículo primero.- Durante la vigencia de esta ley, increméntase en 14 cupos la dotación máxima de personal del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.



El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.



Artículo segundo.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) del inciso segundo del artículo 1° de esta ley, durante el año 2011 los contratos de capacitación de los eventuales trabajadores señalados en dicha norma no podrán exceder en total de tres meses, incluidas sus prórrogas.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley Nº 19.764, con 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley Nº 19.764, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.019-05.



Añade que su propósito principal es modificar temporalmente, entre el 1° de julio del año en curso y el 30 de noviembre de 2011, el esquema de reintegro parcial por concepto de impuesto específico al petróleo diesel aplicable a las empresas de transporte de carga.


La Comisión de Hacienda aprobó el proyecto tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.
- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Rincón y señor Escalona, al señor Ministro de Hacienda subrogante, y a los Honorables Senadores señores Quintana, Tuma, Navarro y Pérez Varela.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 26 votos a favor y 2 pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Zaldívar y Chahuán.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Pizarro.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de julio del año 2010 y el 30 de noviembre del año 2011, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, será el que resulte de la aplicación de la escala siguiente, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:



a) 63% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 18.600 UTM.



b) 39% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 18.600 y no excedan de 42.500 UTM.



c) 29,65% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales sean superiores a 42.500 UTM.



Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en el o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente ya haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, según el inciso anterior durante lo que resta del año.



Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales, según el valor de ésta en el mes respectivo y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.



Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los obtenidos por las empresas con las que esté relacionado y que realicen actividades de transporte de carga, en conformidad a las reglas de relacionamiento establecidas en número 1°, letra b), del artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N° 824, de 1974.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible, a partir del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de noviembre de 2011.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la 

reconstrucción del país


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, y que tiene el Boletín N° 6.927-05.


Añade que la controversia entre ambas ramas del Congreso se suscitó por el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, de todas las modificaciones introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Como forma de resolver las discrepancias referidas a aquellas materias que no guardan relación con el impuesto específico a la minería, la Comisión Mixta propone aprobar las enmiendas realizadas por esta Corporación, relativas a exención del Impuesto de Primera Categoría, excedentes de libre disposición, viviendas económicas, modificaciones a la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos y sobretasa del Impuesto Territorial. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos, y Honorables Diputados señores Auth, Lorenzini, Marinovic, Monckeberg (don Nicolás) y von Mühlenbrock.



En cuanto a los artículos concernientes al impuesto específico a la minería, la Comisión Mixta no efectúa proposición alguna, en razón de que en las votaciones registradas dichas disposiciones fueron rechazadas.


Por otra parte, cabe señalar que la Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó el informe en cuestión.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente propuesta:

Artículo 2º

(texto de ambas Cámaras)

Número 1)



Consultar las mismas enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional:



- Intercalar, en el párrafo segundo de la letra a), a continuación del guarismo “100”, la frase “letras a), b) y d)”.



- Incorporar como inciso segundo, nuevo, el que se indica, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:



“Los contribuyentes deberán manifestar su voluntad de acogerse al régimen contemplado en el presente artículo, al momento de iniciar actividades o al momento de efectuar la declaración anual de impuestos a la renta. En este último caso la exención se aplicará a partir del año calendario en que se efectúe la declaración.”.

Números 3) y 4)

(texto Cámara de Diputados)



No efectuar proposición sobre la discrepancia producida respecto de los numerales 3) y 4) del artículo 2° del texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

Números 3) y 4), nuevos

(texto Senado)



Consultarlos en los mismos términos:



“3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 42 ter, la oración final por la siguiente: “Aquella parte del excedente de libre disposición que corresponda a recursos originados en depósitos convenidos, tributará de acuerdo al siguiente artículo.”.



4) Agrégase el siguiente artículo 42 quáter, nuevo:



“Artículo 42 quáter.- El monto de los excedentes de libre disposición, calculado de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que corresponda a depósitos convenidos efectuados por sobre el límite establecido en el inciso tercero del artículo 20 del citado decreto ley, podrá ser retirado libre de impuestos. Con todo, la rentabilidad generada por dichos depósitos, tributará conforme a las reglas generales. Aquella parte de los excedentes de libre disposición que correspondan a recursos originados en depósitos convenidos de montos inferiores al límite contemplado en el artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980, tributará conforme a las reglas generales.”.”.

Artículo 3°

(texto Cámara de Diputados)



No efectuar proposición sobre la discrepancia producida respecto del artículo 3°.

Artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 8°

(texto Cámara de Diputados)



Consecuencialmente, pasan a ser artículos 3°, 4°, 5°, 6° y 7°, respectivamente.

Artículo 9°

(texto aprobado por la Cámara de Diputados, que pasó a ser artículo 8° en el texto del Senado)



Efectuar las siguientes enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional:



Incorporar, en los mismos términos, el siguiente numeral 6, nuevo:



“6. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Las “viviendas económicas” o las cuotas de dominio sobre ellas que se adquieran por personas naturales por sucesión por causa de muerte, no se considerarán para el límite máximo establecido en el artículo 1° de esta ley.”.”.

Número 6

(texto Cámara de Diputados, que pasó a ser número 7 en el texto del Senado)



Considerarlo en los términos aprobados por el Senado en segundo trámite constitucional:



“7. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 20, la frase “Los beneficios establecidos” por “La posibilidad de acogerse a los beneficios establecidos”, y reemplázase, la primera vez que aparece en el texto, la palabra “regirán” por “regirá”.”.
Número 7

(texto Cámara de Diputados)



Pasa a ser número 8, sin modificaciones.

Artículo 10

(texto Cámara de Diputados, que pasó a ser artículo 9° en el texto del Senado)



Proponer el texto aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional, del siguiente tenor:



“Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, que contiene la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos:



1) Sustitúyese, en el artículo 2°, la expresión “, por la” por “y su”.



2) Reemplázase el artículo 3° bis, por el siguiente:


“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de la jurisdicción territorial de los Directores Regionales, la Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá competencia sobre todo el territorio nacional y ejercerá jurisdicción sobre los contribuyentes calificados como “Grandes Contribuyentes” por Resolución del Director, cualquiera fuere su domicilio.



Corresponderá al Director impartir las instrucciones que sean necesarias para evitar contiendas de competencia que pudieren producirse en la aplicación de este artículo.



La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá rango de Subdirección.”.



3) Reemplázase, en el artículo 9°, su inciso final, por el siguiente:



“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entienden conferidas todas las facultades que esta ley, el Código Tributario y otras disposiciones legales otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales, con excepción de la facultad de aplicar las multas a que se refieren los artículos 30; 97 excepto las de sus números 1, 2 y 11; 100; 101; 102; 103; 104, y 109, todos del Código Tributario. Al primero, respecto de todo el territorio del país, y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta ley queden sometidos a su jurisdicción, conforme a las instrucciones del Director.”.”.

Artículo 10, nuevo,

(texto Senado)



Consultarlo en los mismos términos:



“Artículo 10.- Suspéndese, por los años 2011 y 2012, a los bienes raíces de la serie no agrícola que al 1° de julio de 2010 tengan un avalúo fiscal igual o superior a $ 96.000.000, la aplicación del inciso final del artículo 7° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; y en su reemplazo aplíquese, sobre la tasa o más alta de las tasas, según el caso, determinadas en conformidad al inciso primero del artículo 7° de la ley N° 17.235, una sobretasa a beneficio fiscal de 0,275 por ciento, que se cobrará conjuntamente con las contribuciones de bienes raíces y no dará derecho a ser rebajada de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta.



No se aplicará la sobretasa mencionada en el inciso precedente, a las personas naturales en edad de recibir pensiones de vejez de conformidad a lo establecido en el Título II del decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan con las siguientes condiciones copulativas: (i) que sean propietarios del bien raíz por a lo menos 3 años; (ii) que hayan obtenido ingresos en el año anterior al de la aplicación de la sobretasa, que no hayan excedido de 50 unidades tributarias anuales; (iii) que no sean propietarios, directa o indirectamente, de más de un inmueble que califique para la aplicación de la sobretasa indicada en el inciso anterior, en cuyo caso la exención se aplicará a la de menor avalúo, y (iv) que la propiedad en cuestión no tenga un avalúo fiscal superior a $192.000.000, al 1° de julio de 2010. Para hacer efectiva esta exención, los contribuyentes deberán demostrar al Servicio de Impuestos Internos el cumplimiento de las condiciones señaladas, en la forma y plazo que éste determine. En caso de no efectuarse dicha acreditación, la propiedad será gravada con la sobretasa contenida en el inciso anterior, sin perjuicio de lo cual el contribuyente podrá solicitar la devolución de los impuestos pagados en exceso, de conformidad con las reglas generales, acreditando las circunstancias antes referidas.



En los casos en que opere la exención señalada en el inciso precedente no regirá la suspensión del inciso final del artículo 7° de la ley N° 17.235 respecto del inmueble beneficiado con la franquicia.



Para los efectos de este artículo los montos de avalúos fiscales indicados en los incisos primero y segundo se reajustarán semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. La sobretasa referida en el inciso primero de este artículo se aplicará igualmente respecto de los avalúos que resulten de las modificaciones efectuadas en conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2°, del Título V, de la señalada ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto

(texto Cámara de Diputados)



No efectuar proposición sobre la discrepancia producida respecto de los artículos del epígrafe. Consecuencialmente, los artículos séptimo, octavo y noveno, pasan a ser segundo, tercero y cuarto, respectivamente.

Artículo décimo

(texto Cámara de Diputados, que pasó a ser artículo quinto en el texto del Senado)



Considerar como tal, en los mismos términos, el artículo quinto aprobado por el Senado:



“Artículo quinto.- Las disposiciones de la presente ley que modifican el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, comenzarán a regir luego de tres meses contados desde su publicación y no afectarán los beneficios y derechos que dicha norma otorga a los contribuyentes que, a la señalada fecha, sean propietarios de “viviendas económicas”. No obstante, las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a las adquisiciones de “viviendas económicas” que se efectúen en virtud de un acto o contrato cuya celebración se hubiere válidamente prometido con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en un contrato celebrado por escritura pública o por instrumento privado protocolizado; y que, al momento de su suscripción, se haya dado cumplimiento a lo previsto en el inciso primero del artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959. Del mismo modo, las disposiciones de la presente ley tampoco se aplicarán a las adquisiciones de las mismas viviendas que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, siempre que dicho contrato se haya celebrado por escritura pública o instrumento privado protocolizado.”.

Artículos undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto y decimoquinto

(texto Cámara de Diputados, que pasaron a ser artículos sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo en el texto del Senado)



Consecuencialmente, considerarlos con la numeración del Senado, esto es, como artículos sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo transitorios, respectivamente, con las siguientes enmiendas de referencia en los que se indican:

Artículo undécimo, que pasa a ser sexto



La referencia efectuada al artículo “décimo” transitorio debe entenderse efectuada al artículo “quinto” transitorio.

Artículo decimotercero, que pasa a ser octavo



La referencia efectuada al artículo “5°” debe entenderse efectuada al artículo “4°”.

Artículo decimoquinto, que pasa a ser décimo



La referencia efectuada al artículo “6°” debe entenderse efectuada al artículo “5°”.

Artículo undécimo

(texto Senado)



Incorporarlo, en los mismos términos aprobados por el Senado:



“Artículo undécimo.- Para acogerse, respecto del año calendario 2010, al régimen señalado en el artículo 2° de esta ley, que incorpora un nuevo artículo 14 quáter a la Ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán, dentro del plazo de sesenta días corridos contados desde la publicación de esta ley, manifestar al Servicio de Impuestos Internos su voluntad en ese sentido.”.

- - -



Puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 20 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Auméntase transitoriamente la tasa establecida en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, de la siguiente manera:



a) A 20% (veinte por ciento), para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2011.



b) A 18,5% (dieciocho coma cinco por ciento) para las rentas que se perciban o devenguen durante el año calendario 2012.



Toda referencia que en la Ley sobre Impuesto a la Renta o en cualquier otra norma legal, se haga al Impuesto de Primera Categoría, se entenderá efectuada tomando en consideración la tasa incrementada transitoriamente, de acuerdo a lo expresado en el inciso precedente.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



1) Incorpórase, a continuación del artículo 14 ter, el siguiente artículo 14 quáter:



“Artículo 14 quáter.- Los contribuyentes obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, que cumplan los siguientes requisitos, estarán exentos del Impuesto de Primera Categoría en conformidad al número 7° del artículo 40:



a) Que sus ingresos totales del giro no superen, en cada año calendario, el equivalente a 28.000 unidades tributarias mensuales.



Para calcular estos montos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes y el contribuyente deberá sumar a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por los artículos 20, N° 1, letra b), de la presente ley; y 100 letras a), b) y d) de la ley N° 18.045, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo;



b) No poseer ni explotar, a cualquier título, derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación, y



c) Que en todo momento su capital propio no supere el equivalente a 14.000 unidades tributarias mensuales.



Los contribuyentes deberán manifestar su voluntad de acogerse al régimen contemplado en el presente artículo, al momento de iniciar actividades o al momento de efectuar la declaración anual de impuestos a la renta. En este último caso la exención se aplicará a partir del año calendario en que se efectúe la declaración.



Los contribuyentes acogidos a este artículo que dejen de cumplir con alguno de los requisitos a que se refiere el inciso primero, circunstancia que deberá ser comunicada al Servicio de Impuestos Internos durante el mes de enero del año calendario siguiente, no podrán aplicar la exención establecida en el número 7° del artículo 40, a partir del año calendario en que dejen de cumplir tales requisitos. En tal caso, no se podrá volver a gozar de esta exención sino a partir del tercer año calendario siguiente.”.



2) Agrégase, en el artículo 40, a continuación del numeral 6°, el siguiente numeral 7°:



“7°.- Los contribuyentes que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 14 quáter, por la renta líquida imponible, deducidas las cantidades retiradas, distribuidas, remesadas o que deban considerarse retiradas conforme a esta ley, que determinen en conformidad al Título II, hasta un monto máximo anual equivalente a 1.440 unidades tributarias mensuales.”.



3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 42 ter, la oración final por la siguiente: “Aquella parte del excedente de libre disposición que corresponda a recursos originados en depósitos convenidos, tributará de acuerdo al siguiente artículo.”.



4) Agrégase el siguiente artículo 42 quáter, nuevo:



“Artículo 42 quáter.- El monto de los excedentes de libre disposición, calculado de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que corresponda a depósitos convenidos efectuados por sobre el límite establecido en el inciso tercero del artículo 20 del citado decreto ley, podrá ser retirado libre de impuestos. Con todo, la rentabilidad generada por dichos depósitos, tributará conforme a las reglas generales. Aquella parte de los excedentes de libre disposición que correspondan a recursos originados en depósitos convenidos de montos inferiores al límite contemplado en el artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980, tributará conforme a las reglas generales.”.



5) Sustitúyese la letra i) del artículo 84 por la siguiente:



“i) Los contribuyentes acogidos a los artículos 14 ter y 14 quáter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.



Artículo 3°.- De los recursos señalados en el artículo 1º de la ley Nº 13.196, Reservada del Cobre, autorízase integrar a ingresos generales de la Nación, partida presupuestaria 50 del Tesoro Público, trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2010, y trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.000), el año 2011. Los recursos obtenidos en conformidad a esta autorización serán destinados a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010.



Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:



a. Sustitúyense, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente; y en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,5” por “0,25”.



b. Sustitúyese, en el inciso primero del numeral 2), de su artículo 2°, el guarismo “0,5” por el guarismo “0,25”; en el inciso segundo, el guarismo “0,1” por “0,05”, y en el inciso tercero, el guarismo “1,2” por “0,6”.



c. Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”, respectivamente.



Artículo 5°.- Introdúcense en el artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el nuevo Sistema de Pensiones, las siguientes modificaciones:



1) Sustitúyese en la penúltima oración del inciso tercero, la coma (,) que se encuentra entre las palabras “legal” y “no”, por la conjunción copulativa “y”. A su vez, sustitúyese la frase que se encuentra al final de la oración: “y les será aplicable el artículo 19”, por las siguientes: “por la parte que no exceda de un monto máximo anual de 900 unidades de fomento, por cada trabajador. Los excesos sobre los montos señalados se gravarán con el Impuesto Único de Segunda Categoría o con Impuesto Global Complementario, según corresponda. La cobranza de estos depósitos se sujetará a lo dispuesto en el artículo 19. El monto total de los depósitos realizados por cada trabajador, deberá ser informado anualmente por las Administradoras o instituciones autorizadas al Servicio de Impuestos Internos, de la forma que este último establezca”.



2) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:



“Cuando los depósitos a que se refiere el inciso anterior, no hayan gozado del beneficio tributario que en él se establece y se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen dichos depósitos. El saldo de dichos depósitos, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones según establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.



Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 828, de 1974, que establece normas para el Cultivo, Elaboración, Comercialización e Impuestos que afectan al Tabaco:



1. En el artículo 3°, sustitúyese el guarismo “51” por el guarismo “52,6”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.



2. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:



“Artículo 4°.- Los paquetes, cajas o envoltorios de cigarrillos pagarán un impuesto específico equivalente a 0,0000675 unidades tributarias mensuales por cada cigarrillo que contengan; y, además, un impuesto de 62,3%, que se aplicará sobre el precio de venta al consumidor, incluido impuestos, por cada paquete, caja o envoltorio, considerándose como entero toda fracción del impuesto inferior a un peso.



Para estos efectos, el impuesto específico deberá calcularse tomando como base la unidad tributaria mensual vigente al momento de la determinación del impuesto.”.



3. En el artículo 5°, sustitúyese el guarismo “47,9” por el guarismo “59,7”, y reemplázase la palabra “escudo” por la palabra “peso”.



Artículo 7°.- Derógase el artículo 7º de la ley Nº 18.134, que establece normas tributarias, económicas y financieras.



Artículo 8°.- Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley N° 2, del año 1959, del Ministerio de Hacienda, sobre Plan Habitacional, las siguientes modificaciones:



1. Agréganse, en el artículo 1°, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



“A los beneficios para las “viviendas económicas” que contempla el presente decreto con fuerza de ley, solamente podrán acogerse las personas naturales, respecto de un máximo de dos viviendas que adquieran, nuevas o usadas. En caso que posean más de dos “viviendas económicas”, los beneficios solamente procederán respecto de las dos de dichas viviendas que tengan una data de adquisición anterior. Esta limitante se aplicará para las personas naturales que adquieran la totalidad del derecho real de dominio sobre el inmueble o una cuota del dominio en conjunto con otros comuneros.



Los beneficios establecidos en el presente decreto con fuerza de ley no podrán ser utilizados por las personas jurídicas, cualquiera fuere su naturaleza. No obstante, las corporaciones y fundaciones de carácter benéfico gozarán de la exención establecida en el artículo 16.



Para hacer uso de los beneficios, franquicias y exenciones que contempla el presente decreto con fuerza de ley, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán remitir al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, la información de todos los actos y contratos otorgados ante ellos o que les sean presentados para su inscripción, referidos a transferencias y transmisiones de dominio de "viviendas económicas". Igual obligación tendrán los propietarios de las “viviendas económicas” en defecto de lo anterior.”.



2. Deróganse los artículos 8°, 9° y 22.



3. En el artículo 12, elimínase la frase “la letra g) del artículo 8° y en”.



4. Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “o jurídica”.



5. Intercálase, también en el inciso primero del artículo 18, entre la coma (,) que sigue a la palabra “título” y la expresión “gozarán”, la frase “con las limitaciones establecidas en el artículo 1°”, seguida de una coma (,).



6. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Las “viviendas económicas” o las cuotas de dominio sobre ellas que se adquieran por personas naturales por sucesión por causa de muerte, no se considerarán para el límite máximo establecido en el artículo 1° de esta ley.”.



7. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 20, la frase “Los beneficios establecidos” por “La posibilidad de acogerse a los beneficios establecidos”, y reemplázase, la primera vez que aparece en el texto, la palabra “regirán” por “regirá”.



8. Agrégase, también en el artículo 20, el siguiente inciso final:



“Lo señalado en esta disposición es sin perjuicio de que, para hacer uso de los beneficios indicados en el inciso primero, deberá darse cumplimiento al deber de información establecido en el inciso cuarto del artículo 1°.”.



Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, que contiene la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos:



1) Sustitúyese, en el artículo 2°, la expresión “, por la” por “y su”.



2) Reemplázase el artículo 3° bis, por el siguiente:



“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de la jurisdicción territorial de los Directores Regionales, la Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá competencia sobre todo el territorio nacional y ejercerá jurisdicción sobre los contribuyentes calificados como “Grandes Contribuyentes” por Resolución del Director, cualquiera fuere su domicilio.



Corresponderá al Director impartir las instrucciones que sean necesarias para evitar contiendas de competencia que pudieren producirse en la aplicación de este artículo.



La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá rango de Subdirección.”.



3) Reemplázase, en el artículo 9°, su inciso final, por el siguiente:



“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entienden conferidas todas las facultades que esta ley, el Código Tributario y otras disposiciones legales otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales, con excepción de la facultad de aplicar las multas a que se refieren los artículos 30; 97 excepto las de sus números 1, 2 y 11; 100; 101; 102; 103; 104, y 109, todos del Código Tributario. Al primero, respecto de todo el territorio del país, y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta ley queden sometidos a su jurisdicción, conforme a las instrucciones del Director.”.



Artículo 10.- Suspéndese, por los años 2011 y 2012, a los bienes raíces de la serie no agrícola que al 1° de julio de 2010 tengan un avalúo fiscal igual o superior a $ 96.000.000, la aplicación del inciso final del artículo 7° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; y en su reemplazo aplíquese, sobre la tasa o más alta de las tasas, según el caso, determinadas en conformidad al inciso primero del artículo 7° de la ley N° 17.235, una sobretasa a beneficio fiscal de 0,275 por ciento, que se cobrará conjuntamente con las contribuciones de bienes raíces y no dará derecho a ser rebajada de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta.



No se aplicará la sobretasa mencionada en el inciso precedente, a las personas naturales en edad de recibir pensiones de vejez de conformidad a lo establecido en el Título II del decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan con las siguientes condiciones copulativas: (i) que sean propietarios del bien raíz por a lo menos 3 años; (ii) que hayan obtenido ingresos en el año anterior al de la aplicación de la sobretasa, que no hayan excedido de 50 unidades tributarias anuales; (iii) que no sean propietarios, directa o indirectamente, de más de un inmueble que califique para la aplicación de la sobretasa indicada en el inciso anterior, en cuyo caso la exención se aplicará a la de menor avalúo, y (iv) que la propiedad en cuestión no tenga un avalúo fiscal superior a $192.000.000, al 1° de julio de 2010. Para hacer efectiva esta exención, los contribuyentes deberán demostrar al Servicio de Impuestos Internos el cumplimiento de las condiciones señaladas, en la forma y plazo que éste determine. En caso de no efectuarse dicha acreditación, la propiedad será gravada con la sobretasa contenida en el inciso anterior, sin perjuicio de lo cual el contribuyente podrá solicitar la devolución de los impuestos pagados en exceso, de conformidad con las reglas generales, acreditando las circunstancias antes referidas.



En los casos en que opere la exención señalada en el inciso precedente no regirá la suspensión del inciso final del artículo 7° de la ley N° 17.235 respecto del inmueble beneficiado con la franquicia.



Para los efectos de este artículo los montos de avalúos fiscales indicados en los incisos primero y segundo se reajustarán semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. La sobretasa referida en el inciso primero de este artículo se aplicará igualmente respecto de los avalúos que resulten de las modificaciones efectuadas en conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2°, del Título V, de la señalada ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Para los efectos de lo señalado en el inciso segundo de la letra a) del artículo 84, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán recalcular el Impuesto de Primera Categoría con la tasa de impuesto que rija en cada año calendario, para determinar el porcentaje que deben aplicar a los ingresos brutos por los meses de abril a diciembre de los años calendarios 2011, 2012 y 2013.



Del mismo modo, para los efectos de determinar los pagos provisionales por los ingresos brutos correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de los años calendarios 2011, 2012 y 2013, el porcentaje aplicado durante el mes de diciembre inmediatamente anterior, se ajustará multiplicándolo por los factores 1,176, 0,925 y 0,919, respectivamente.



Artículo segundo.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre del año 2012, con sujeción a las normas de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas que rijan al 31 de diciembre del año 2010; y fíjase, a contar del 1 de enero del año 2013, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen, fecha desde la cual se contará el plazo de 5 años que establece el inciso primero del artículo 3° de la mencionada ley, del mismo modo como se reiniciarán los reavalúos anuales establecidos en el inciso séptimo de dicho artículo.



Artículo tercero.- Tratándose de bienes raíces no agrícolas que por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235, al primer semestre del año 2010 no hayan alcanzado la cuota del monto del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde, la aplicación del procedimiento de incremento gradual del impuesto establecido en dicho artículo, se prorrogará en hasta un 10% semestral, por un máximo de 4 semestres, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, a más tardar, las propiedades afectadas con este procedimiento de incremento gradual deberán haber alcanzado el monto total del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde.



Artículo cuarto.- En el caso de los bienes raíces no agrícolas señalados en el inciso séptimo del artículo 3°, de la ley N° 17.235, que al primer semestre del año 2010, como resultado del reavalúo que rige a partir del 1 de enero de ese año, hayan experimentado un incremento del impuesto territorial superior a un 25% respecto del semestre anterior, se regirán por el procedimiento de incremento gradual establecido en el inciso cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235. Este procedimiento se aplicará hasta el primer semestre del año 2012, con un incremento en la contribución de hasta un 10% semestral, de forma tal que al segundo semestre del año 2012, se les girará el monto del impuesto que les corresponda según su avalúo. A contar del 1 de enero del año 2013, para los bienes raíces referidos en este artículo, volverá a aplicarse el mecanismo de determinación del impuesto a que se refiere el inciso final del artículo 3° de la ley N° 17.235, ya referido.



Artículo quinto.- Las disposiciones de la presente ley que modifican el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, comenzarán a regir luego de tres meses contados desde su publicación y no afectarán los beneficios y derechos que dicha norma otorga a los contribuyentes que, a la señalada fecha, sean propietarios de “viviendas económicas”. No obstante, las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a las adquisiciones de “viviendas económicas” que se efectúen en virtud de un acto o contrato cuya celebración se hubiere válidamente prometido con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en un contrato celebrado por escritura pública o por instrumento privado protocolizado; y que, al momento de su suscripción, se haya dado cumplimiento a lo previsto en el inciso primero del artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959. Del mismo modo, las disposiciones de la presente ley tampoco se aplicarán a las adquisiciones de las mismas viviendas que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, siempre que dicho contrato se haya celebrado por escritura pública o instrumento privado protocolizado.



Artículo sexto.- Las modificaciones al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, se aplicarán, respecto de los beneficios de que pueden gozar los adquirentes de “viviendas económicas”, por las viviendas que adquieran a contar de la fecha establecida en el artículo quinto transitorio de la presente ley.



Artículo séptimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 6°, de la letra B, del artículo 6° del Código Tributario, que introdujo el artículo segundo, número 1), letra b), de la ley N° 20.322, el Director de Grandes Contribuyentes podrá disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materias de su competencia, a medida que estos Tribunales entren en funciones, conforme a las disposiciones transitorias establecidas en la misma ley. En aquellas regiones donde los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no entren en funciones, el Director de Grandes Contribuyentes no tendrá la facultad de resolver administrativamente las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad con el Libro Tercero del Código Tributario.



Artículo octavo.- Las modificaciones señaladas en el artículo 4° de esta ley, regirán a partir del término de la vigencia indicada en la letra b) del artículo 3° de la ley N° 20.326.



Artículo noveno.- Los contribuyentes podrán acogerse al nuevo régimen establecido en el artículo 14 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por las rentas que se perciban o devenguen a partir del primero de enero de 2011.



Artículo décimo.- Las modificaciones establecidas en el artículo 5º de esta ley comenzarán a regir a partir del año calendario 2011.



Artículo undécimo.- Para acogerse, respecto del año calendario 2010, al régimen señalado en el artículo 2° de esta ley, que incorpora un nuevo artículo 14 quáter a la Ley sobre Impuesto a la Renta, los contribuyentes deberán, dentro del plazo de sesenta días corridos contados desde la publicación de esta ley, manifestar al Servicio de Impuestos Internos su voluntad en ese sentido.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que facilita el acceso a las pensiones solidarias para la discapacidad y la vejez, con informes de las Comisiones de Trabajo 

y Previsión Social y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que facilita el acceso a las pensiones solidarias para la discapacidad y la vejez, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 7.024-13.



Añade que sus principales objetivos son anticipar el proceso de declaración de invalidez de las personas con discapacidad mental menores de 18 años, y facilitar el tránsito desde una pensión básica solidaria de invalidez a una solidaria de vejez, y desde un aporte previsional solidario de invalidez a uno de vejez, cuando sus beneficiarios cumplan los requisitos exigidos.


La Comisión de Trabajo y Previsión Social, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala el 30 de junio pasado, discutió el proyecto tanto en general, cuanto en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Matthei y Rincón y señor Muñoz Aburto.


A su vez, la Comisión de Hacienda, conforme a su competencia, analizó el artículo 1°, el cual fue aprobado unánimemente por sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, en los mismos términos en que lo hizo la de Trabajo y Previsión Social.


Cabe destacar que el artículo 1° es de quórum calificado.
- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Tuma.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 26 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 1° del proyecto.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Bianchi, Muñoz Aburto, Chahuán y Escalona, señora Allende y señores Quintana, Larraín, Zaldívar, Espina y Navarro.

- -



Acto seguido, el señor Presidente declara que el proyecto queda aprobado también en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.
- -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

- - -

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.255:



1.- Agrégase el siguiente artículo 23 bis, nuevo:



“Artículo 23 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 23, las personas que sean beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez podrán, a contar de la fecha en que cumplan sesenta y cuatro años de edad, solicitar la pensión básica solidaria de vejez o el aporte previsional solidario de vejez, según corresponda. En este caso, la mencionada pensión de vejez o el aporte previsional solidario de vejez se devengarán a contar del día primero del mes siguiente al cumplimiento de los sesenta y cinco años de edad, siempre que los peticionarios reúnan los requisitos para ser beneficiarios de dicha pensión o aporte.



Respecto de las personas que hayan percibido la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez durante un lapso de veinte años o más, sea en forma continua o discontinua, se entenderá cumplido el requisito de residencia establecido en la letra c) del artículo 3°.”.



2.- Agrégase el siguiente artículo 35 bis, nuevo:



“Artículo 35 bis.- Las personas que sean beneficiarias del subsidio al que se refiere el artículo anterior podrán, a contar de la fecha en que cumplan diecisiete años de edad, solicitar la pensión básica solidaria de invalidez y la calificación de su invalidez, conforme a lo establecido en el artículo 17. En este caso, dicha pensión se devengará a partir de la fecha en que el beneficiario cumpla dieciocho años de edad, siempre que reúna los requisitos para que la pensión le sea otorgada.”.



Artículo 2°.- Esta ley entrará en vigencia el día 1° del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

Homenaje a los 100 años del Diario “Las Noticias” de la comuna de Victoria, Novena 

Región



El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje a los 100 años del Diario “Las Noticias” de la comuna de Victoria, Novena Región.



Al efecto, en primer término, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Quintana, y, posteriormente, al Honorable Senador señor Espina.



Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas de los representantes del referido periódico y expresa que el homenaje ha concluido.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas -y, por su intermedio, a los señores Directores Nacionales de Vialidad y de Obras Hidráulicas-, solicitando fondos en el presupuesto de 2011 para compra de maquinaria utilizable en encauzamiento de ríos en Región de Aysén.


2) Al señor Ministro de Agricultura -y, por su intermedio, al SAG- y al señor Director Nacional de SERNAPESCA, en relación con la irrupción, en la zona austral, de alga que indica.


- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Horvath a los Ministros de Salud, de Agricultura y del Medio Ambiente, en cuanto a medidas contra propagación de alga que individualizan en río Espolón, comuna de Futaleufú.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Director Regional de Obras Hidráulicas de la VII Región, requiriendo apoyo para la tramitación de proyecto del Comité de Agua Potable Rural “La Posada”, de Linares.



- Del Honorable Senador señor Navarro:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo información sobre el estado de proyectos de construcción y pavimentación que indica, en la VIII Región.


2) Al señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, solicitando copia de contratos de arriendo para explotación de litio respecto de empresas que individualiza.


- Del Honorable Senador señor Prokurica al señor Contralor General de la República, sobre el estado de tramitación de una presentación de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile.


- De la Honorable Senadora señora Rincón:



1) Al señor Ministro del Interior, requiriendo información sobre entrega de mediaguas en comunas de Linares y Villa Alegre.



2) Al señor Ministro de Educación, recabando antecedentes relativos a trabajos de mejoramiento en sala cuna y jardín infantil “Mundo de Niños”, de Longaví.


3) A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, solicitando informe sobre bono de invierno 2010, por Región y género, y, en el caso del Maule, listado por comunas.



4) Al señor Ministro de Salud, pidiendo antecedentes sobre problemas de gestión con vacuna contra influeza AH1N1.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, en primer término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien requiere oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda -y, por su intermedio, al señor Director del Servicio de Impuestos Internos-, para pedir información relativa a los ingresos fiscales por concepto del impuesto específico a la actividad minera.


Asimismo, pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda -y, por su intermedio, al señor Director del Servicio Nacional de Aduanas-, a fin de que informen acerca de las medidas de control que se aplican con relación a las exportaciones mineras.


Por último, requiere oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Agricultura, con el objeto de reiterar la proposición de que se estudie la entrega de un bono para superar la pobreza rural.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Posteriormente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien requiere oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de que se analicen las cifras de desempleo en la Región de Magallanes y el impacto de la disminución de la inversión pública en la materia, y para que se estudie restituir recursos reasignados con ocasión del terremoto del 27 de febrero pasado.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar, quien pide dirigir oficio, en su nombre y en el de la Honorable Senadora señora Rincón, a los señores Ministros de Agricultura y de Hacienda, en lo relativo a la reposición del “Bono del Maíz”.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana, quien pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Salud, en relación con el funcionamiento de ambulancia de posta de Villa Mininco, Collipulli.



Asimismo, pide que se oficie, en su nombre, a la señora Ministra del Medio Ambiente, respecto de dificultades para el depósito de residuos sólidos domiciliarios en la comuna de Vilcún.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo de los Comités Partido Socialista y Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Defensa Nacional -y, por su intermedio, a la Armada de Chile-, y al señor Subsecretario de Pesca, en cuanto al fallecimiento de tripulante de buque pesquero que individualiza.



Asimismo, solicita que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Justicia, en relación con la situación carcelaria en el país y las condiciones laborales de los funcionarios de Gendarmería.



Además, requiere dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Educación, respecto de donaciones o ventas de textos escolares que corresponde distribuir al Estado.



Luego, solicita que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Justicia -y, por su intermedio, a Gendarmería de Chile-, en lo relativo a huelga de hambre de indígenas encarcelados.



A continuación, pide dirigir oficio, en su nombre, a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, acerca de cobros excesivos de empresas distribuidoras de electricidad.



Finalmente, requiere oficiar, en su nombre, a los señores Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y Director Nacional del SERNAC, respecto de cobranzas exageradas de parte de instituciones financieras.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la situación de emergencia en la Región de Aysén, causada por las recientes inclemencias climáticas.



En relación con lo anterior, pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior -y, por su intermedio, a la ONEMI-; al señor Ministro de Obras Públicas, y al señor Ministro de Defensa Nacional -y, por su intermedio, a la Fuerza Aérea de Chile, a la Dirección General de Aeronáutica Civil y a la Dirección Meteorológica de Chile-.


Por otra parte, requiere oficiar, en su nombre, a los Ministros de Agricultura, de Salud y del Medio Ambiente, respecto de infección de cursos de agua de la zona austral, provocada por alga unicelular.


Por último, pide dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno -y, por su intermedio, al señor Subsecretario de Deportes-, requiriendo financiamiento para habilitar el centro de esquí El Fraile, en la Región de Aysén.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, e Independientes.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL RÉGIMEN JURÍDICO DEL TRANSPORTE PÚBLICO CONCESIONADO

(7085-15)

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley sobre régimen de transporte público concesionado.

I.
Antecedentes

La necesidad de contar con un sistema de transporte público eficiente, de calidad y seguro constituye uno de los desafíos que demanda nuestra sociedad actual de parte del Estado y es, por tanto, uno de los problemas prioritarios que debe enfrentar el país.
El crecimiento sustancial de las ciudades y una mayor concentración de la población en los núcleos urbanos ha generado desde hace ya largo tiempo una serie de problemas asociados a la congestión de sus vías, la extensión de los tiempos de viaje, la contaminación atmosférica y acústica, afectando, en definitiva, la calidad de vida de todos los ciudadanos.

A la fecha este diagnóstico no ha mejorado sustancialmente, a pesar de haberse diseñado y proyectado diversos modelos para enfrentar estas dificultades. Con tal objeto se ha hecho un acabado estudio para determinar cuáles debieran ser las alternativas y herramientas con que debe contar el Estado de Chile para incorporar modificaciones al sistema de transporte público nacional y así mejorar sustantivamente las condiciones y calidad de dicho servicio.
Es en razón de lo anterior que se ha elaborado el presente proyecto de ley, con la finalidad última de contar con un marco jurídico que nos permita asegurar un servicio de transporte con un adecuado estándar de calidad y que permita una mejora efectiva que favorezca a todos los ciudadanos y usuarios de dicho sistema.
II.
EVOLUCIÓN DEL RÉGIMEN DEL TRANSPORTE PÚBLICO EN CHILE
Hasta el año 1975 el transporte público fue una actividad intensamente regulada. La Subsecretaría de Transportes contaba con una serie de atribuciones sobre la materia, tales como la determinación de las rutas o recorridos por donde debía operar el servicio, las condiciones técnicas y el número de buses que debían circular, sus frecuencias, sus tarifas, etc. Además, cualquier operación del transporte público o privado exigía de un permiso o autorización previa de la autoridad.

La política de liberalizaciones implementada desde mediados de los años setenta determinó una progresiva desregulación de la actividad mediante diversas medidas (derogación de regulaciones de frecuencia, tarifas y número de buses, flexibilización de recorridos, etc.), que se extendió hasta 1988 cuando se procedió a liberalizar totalmente la actividad al eliminarse la necesidad de obtener autorización previa para operar. De este modo, a finales de la década de los ochenta cualquier persona podía comprar un bus y desempeñarse como transportista sin mayores restricciones, fueren de tarifas o recorridos. La implementación de esta política en el transporte público permitió incrementar sustantivamente la oferta, lo que  significó un aumento positivo en la cobertura y una disminución de los tiempos de espera, todo ello en beneficio de los usuarios. Sin embargo, no se logró una disminución de los precios de viaje y, además, afloraron una serie de externalidades negativas, como fueron los problemas de congestión en determinadas zonas, contaminación ambiental, falta de seguridad en los viajes por las carreras que acostumbraban a realizar los buses para obtener más pasajeros, etc.

A partir de 1990 comenzó una tercera etapa, que se inicia con la dictación de la ley N° 19.011, del 12 de diciembre de 1990, que incorporó al régimen vigente de la ley N° 18.696, del 31 de marzo de 1988, un nuevo artículo 3º. Esta disposición establece que el transporte público es una actividad libre o no publificada, lo cual significa que los particulares tienen libre iniciativa para desarrollarlo. Sin embargo, se facultó al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones (MTT) para intervenir en esta actividad por dos vías:

a) A través de la regulación, estableciendo reglamentaciones generales relativas a la forma en que deben operar dichos servicios; y

b) Mediante la publificación de la actividad en determinados supuestos, entregando en concesión a particulares el uso de las vías mediante un procedimiento de licitación pública y la suscripción de los contratos de concesión respectivos para la prestación de dicho servicio de transportes.

La incorporación de esta normativa se realizó con el explícito objetivo de  perfeccionar el funcionamiento del mercado de transporte público de pasajeros en atención a las externalidades negativas que estaba provocando, aunque respetando en todo momento la titularidad privada en la prestación de este servicio.

III.
EL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE TRANSPORTE DE TRANSANTIAGO
En el marco descrito anteriormente, se diseñó centralmente el Plan de Transporte Urbano de Santiago (Transantiago), a partir de la exclusión de determinadas vías de la región metropolitana del régimen general (actividad libre), sometiéndolas a un sistema de licitación más intenso y global respecto de lo que venía ocurriendo desde el año 1990.
De esta forma, Transantiago se construyó sobre los siguientes pilares:

a) Concesión de vías para la prestación de servicios de transportes en unidades de negocios troncales, que deben circular por las principales vías de la ciudad; y unidades de negocios alimentadoras, que cubren los viajes al interior de las comunas y cuyos servicios “alimentan” a las unidades de negocios troncales.

b) Integración del transporte desarrollado por los concesionarios de vías y la actividad del Metro.

c) Integración del acceso y la administración del sistema, mediante la recaudación de la tarifa a pasajeros a través de un medio de acceso tecnológico.

d) Provisión adicional de una plataforma tecnológica para la gestión de las flotas de buses de los concesionarios.

Todo lo anterior supuso la licitación de tres servicios diversos, pero complementarios: a) servicio de transporte de pasajeros; b) servicio de administración financiera y de asistencia operacional del Sistema; y, c) servicio de información y atención de usuarios.

De esta forma, se estableció un sistema integrado de transporte público conformado sobre una red superpuesta de contratos públicos, de diverso origen y consecuencia, que integrados conforman un sistema, a partir de lo establecido en el artículo 3º de la ley Nº 18.696 y el artículo 1 bis del decreto supremo Nº 212, de 1992, que aprueba el Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público.
Sin embargo, es un hecho público que la dificultosa y muchas veces deficiente implementación del sistema ha dado cuenta de una serie de graves problemas estructurales en su concepción y diseño, tanto desde el punto de vista de su institucionalidad, sustentabilidad económica y de gestión, lo cual afecta directamente el servicio que se entrega a los usuarios.
Estas profundas deficiencias, responsabilidad de quienes diseñaron y pusieron en marcha el sistema, exigen la revisión de las normas a las cuales actualmente se encuentra sujeta el sistema de transporte público en nuestro país, con el objeto de establecer un marco jurídico que permita contar con un servicio de calidad, disponiendo el Estado de las herramientas necesarias para tal objeto y asegurando que los operadores del sistema actúen dentro de un marco objetivo que reconozca como núcleo central el interés público, creando las condiciones que incentiven su participación sobre la base de un régimen que otorga seguridad, certeza y garantía de sus derechos.

En tal sentido, este proyecto considera la regulación de aquellas materias que permiten al Estado contar con más herramientas en la gestión de los contratos de concesión de transporte público licitado y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos adecuados para prever y enfrentar las contingencias que pudiesen afectar la buena marcha y continuidad de los servicios.

IV. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO

Conforme a lo expuesto anteriormente, este proyecto de ley tiene como idea matriz o fundamental establecer una serie de modificaciones al marco jurídico del transporte público remunerado de pasajeros, que permitan al Estado contar con las herramientas adecuadas para una mejor gestión de los contratos de los servicios concesionados, con el objeto de garantizar una prestación con un alto estándar de calidad y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos jurídicos adecuados que le permitan enfrentar en forma oportuna las contingencias que impidan la correcta marcha y prestación del servicio actual. Todo lo anterior, equilibrando por un lado las necesidades de los usuarios y por otro los derechos de los concesionarios.
V. CONTENIDO DEL PROYECTO
El presente proyecto regula las siguientes materias:

a. La obligación de informar por parte de los concesionarios y de su fiscalización.

En la actualidad la obligación de informar al Ministerio por parte de los concesionarios se encuentra consagrada en los respectivos contratos, con la finalidad de ejercer la fiscalización y control en el cumplimiento de sus obligaciones.

De esta forma, se dispone que los concesionarios quedarán sujetos a la supervisión y control del Ministerio, quien podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, y en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. El incumplimiento de este deber conlleva una sanción establecida a nivel legal.

b. Regulación de la quiebra.

Este constituye uno de los puntos más débiles del régimen jurídico actual, especialmente si se considera que las normas generales sobre la materia no resuelven adecuadamente el tema de la continuidad del servicio.

En el caso de la quiebra, se establecen normas expresas sobre la materia respecto del término de la concesión, la continuidad del servicio y la administración de los bienes afectos a la concesión. En este sentido el proyecto señala que la declaración de quiebra del concesionario constituye una causal de término de la concesión. En este evento, la autoridad podrá nombrar un Administrador Provisional el cual se hará cargo de los bienes afectos a la concesión. A su vez, estos bienes quedarán fuera de la administración del síndico y, por tanto, del respectivo procedimiento concursal.

c. Regulación del régimen de los bienes afectos a la concesión.

Actualmente los bienes afectos a la concesión carecen de una regulación que permita garantizar su vinculación con la prestación continua del servicio. Al respecto, el artículo 3 sexies de la ley Nº 18.696, introducido por la ley Nº 20.378 de 5 de septiembre de 2009, establece que la transferencia de estos bienes a quien suceda en la concesión respectiva podrá ser regulada en las bases de la licitación y en los contratos de concesión, si así lo estima el Ministerio. Por otro lado, el artículo 445 Nº 17 del Código del Procedimiento Civil declara que estos bienes son inembargables.

El proyecto establece que el Ministerio deberá llevar un registro público de estos bienes los que estarán excluidos de la administración de un síndico en caso que se declaré la quiebra del concesionario. En este caso, quedarán a disposición del Ministerio para efectos de determinar la continuidad del servicio o su desafectación. 

Por su parte, los bienes afectos a la concesión quedarán a disposición de un Administrador Provisional en todos los casos de término anticipado de la concesión (caducidad, quiebra o término anticipado).
d. Los contratos de concesión y las facultades del Ministerio.

A este respecto la ley Nº 18.696, modificada por la ley Nº 20.223, así como los pronunciamientos del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema han declarado expresamente que esta actividad constituye un servicio público, cuestión que le da una fisonomía jurídico-pública a los contratos de concesión.
En tal sentido, el proyecto explicita que este contrato tiene por finalidad satisfacer el interés público que exige la prestación de un servicio de transporte de calidad, debiendo garantizar su continuidad, permanencia y seguridad.
De esta forma, el proyecto establece que estos principios inspiran la celebración y ejecución de este contrato, otorgando a la Administración las atribuciones necesarias para cumplir dicha finalidad y asegurar el equilibrio económico-financiero de los concesionarios.
e. Regulación integral de los mecanismos de continuidad del servicio.

Uno de los principales problemas que plantea el régimen actual del sistema de transporte es la falta de mecanismos e instrumentos para enfrentar la suspensión en la continuidad del servicio, cualquiera sea la causa que dé lugar a esta contingencia.

A este respecto, las normas actualmente vigentes consideran dos situaciones particulares:

a) El deber del MTT de adoptar las medidas necesarias destinadas a garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios; y

b) La regulación de la continuidad del servicio en el caso de término anticipado del contrato, lo que permite recurrir a la figura del Administrador Provisional, sin perjuicio del deber que tiene el Estado de adjudicar nuevamente la concesión bajo licitación pública o, en casos excepcionales, mediante contratación o trato directo.

A este respecto el proyecto adopta dos medidas concretas:

1. Se extiende la aplicación de las medidas de continuidad del servicio a todos los supuestos que conlleven a su suspensión o que constituyan un riego cierto a su continuidad, como ocurre, por ejemplo, en el caso de la quiebra del operador.

2. La continuidad del servicio hace necesario determinar los bienes que estarían afectos a la concesión y, además, las fórmulas destinadas a dar a los continuadores (Administrador Provisional o nuevo concesionario) la posibilidad de contar con capital de trabajo que le permitan llevar adelante dicha continuidad.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.696:

1) Modifícase el artículo tercero en el siguiente sentido: 
a) Agrégase, en el inciso octavo, después de la frase “en el caso de incumplimiento” la oración “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.” y reemplázase el punto seguido (.) con que termina esta oración por un punto aparte (.), pasando el párrafo que viene a continuación a ser inciso noveno, nuevo.  
b) Modifícase el inciso noveno nuevo, de la siguiente forma:

i) Sustitúyase el primer párrafo, que se inicia con la oración “En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda” hasta el punto seguido (.) por el siguiente: 
“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio.”.
ii) Reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.

iii) Reemplázase la frase final que dispone  “en el proceso de licitación de la concesión caducada” por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años.”.
c) Modifícase el inciso décimo, en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la primera vez que aparece la expresión “que declara la caducidad” por la frase siguiente:

“que pone término a la concesión o la que declara la caducidad, según corresponda.”.

ii) Sustitúyase la oración “contado desde la fecha en que la caducidad ha quedado ejecutoriada” por la siguiente: 

“contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada”.

d) Sustitúyase el inciso doce, por el siguiente:

“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación de acuerdo a las reglas de los incidentes, debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión”.
e) Agrégase el siguiente inciso trece, nuevo:

“La caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos.”.
f) Elimínase del inciso veinte la frase que señala “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”.

2) Sustitúyase el actual artículo 3º sexies por el siguiente:
“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso 2º del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.
Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.” 

3) Agréganse los siguientes artículos 3º septies a 3º tredecies nuevos:

“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.

Las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.

Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes.
El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de la licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso.
Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión,  conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División, Programa o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.

No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.

Desde el inicio de la concesión y hasta su término, los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función.
Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.
Artículo 3° decies: Causales de término de las concesiones. Las concesiones reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:

a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.

b) Mutuo acuerdo.

c) Caducidad.
d) Quiebra del concesionario.
e) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.

Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. Dicho plazo se puede reducir en el caso que se nombre un administrador provisional, se adjudique a un tercero la concesión o el área o zona vuelva al régimen general previsto en inciso 1º del artículo 3º.

Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de las veinticuatro horas siguientes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.

Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.

Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.

Artículo 3º tredecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones.

En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio designando un administrador provisional o nombrando a un nuevo concesionario.

Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.

Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el artículo anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contados desde la misma fecha.
Para tal efecto, el Ministerio iniciará el procedimiento mediante una resolución fundada, suscrita también por el Ministro de Hacienda, que deberá ser notificada por carta certificada a los concesionarios. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo será aprobado mediante resolución del Ministerio la que deberá llevar además el visto bueno del Ministro de Hacienda. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.
En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:
a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.
b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los articulos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.
c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.
d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.
e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.
f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.
g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.

Artículo Segundo Transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el mismo plazo tanto el concesionario como el Ministerio podrán impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución. Para tal efecto será aplicable, en todo aquello que fuera procedente, el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la Ley 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, con excepción del inciso tercero del artículo 69. En consecuencia en este procedimiento no será exigible boleta de consignación.

La Corte sólo podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida, a petición fundada del interesado cuando la causal de impugnación se refiere a la ilegalidad del acto y su ejecución pudiere causar un daño irreparable.
En caso que la sentencia fije la indemnización definitiva en un monto superior a la determinada en la resolución recurrida, se imputará a aquélla el monto que se haya pagado o consignado, debidamente reajustado según sea la fecha que haya considerado la sentencia para la determinación de la indemnización definitiva. Si la sentencia fijare la indemnización definitiva en una suma inferior a la reclamada, el reclamante deberá restituir el exceso que hubiere percibido debidamente reajustado en la forma que determine la sentencia.”.
Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Morandé Lavín, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.-. Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia.-
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE LA GRATUIDAD DE SOLICITUDES DE REGULARIZACIÓN DE POSESIÓN Y CONSTITUCIÓN DEL DOMINIO DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ REGIDA POR EL DECRETO LEY Nº 2.695, DE 1979, EN ZONAS AFECTADAS POR TERREMOTO Y MAREMOTO DE 27 DE FEBRERO DE 2010 

(7048-14)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que las Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley, asistieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Bienes Nacionales, el Subsecretario, señor Carlos Llancaqueo; la Jefa de Gabinete, señora Ana Millanao, y el Asesor Legal, señor Luis Espinoza.
- - -
En la sesión del día 27 de julio de 2010, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto fuera informado en general y en particular, por las Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

Establecer la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz efectuada por los poseedores materiales de inmuebles ubicados en las regiones afectadas por la catástrofe del 27 de febrero último, con el fin de que puedan acceder a los beneficios que entrega el Estado.

- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.
- El decreto N° 541, de 1996, de Bienes Nacionales, reglamento de decreto N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesion de la pequeña propiedad raiz y constituir el dominio sobre ella. Deja sin efecto decreto N° 7, de 1996, no tramitado.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que la catástrofe del día 27 de febrero de este año provocó cuantiosos daños en la infraestructura pública y privada, especialmente en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O’Higgins, Maule, Bío Bío y La Araucanía. En dicho contexto, resulta especialmente relevante la regularización de la posesión de las propiedades ubicadas en las zonas afectadas por esta catástrofe, para acceder a los beneficios que otorga el Estado, como la de postular a subsidio habitacional para la construcción de una vivienda nueva, créditos de transferencia tecnológica, planes de manejo y otros.

Asimismo, destaca que con ocasión de otros desastres naturales, como la erupción del Volcán Chaitén ocurrida el 2 de mayo de 2008, o del Volcán Hudson, en agosto de 1991, se han dictado normas de excepción, cuyo objetivo ha sido precisamente otorgar beneficios a las personas damnificadas y favorecer el proceso de reconstrucción.

En virtud de lo anterior, manifiesta que la presente iniciativa legal, tiene por objeto establecer normas de excepción para la aplicación del procedimiento de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz, normado en el decreto ley Nº 2.695, de 1979, y en el reglamento de dicho decreto ley, fijado por el decreto supremo N° 541, de 1996, del Ministerio de Bienes Nacionales, para las propiedades ubicadas en las regiones afectadas por la catástrofe del 27 de febrero de este año, a fin que los poseedores materiales de inmuebles afectados por la catástrofe puedan acceder a los beneficios que entrega el Estado, especialmente aquellos que dicen relación con subsidios para la reconstrucción de viviendas destruidas.

Esta propuesta se encuentra acotada a las personas naturales que tengan la calidad de damnificados por la catástrofe. Dicha calidad se acreditará mediante una ficha técnica, certificado de inhabitabilidad o certificado de daños emitido por la Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo correspondiente, y sólo se podrán impetrar hasta el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.

Agrega que las normas de excepción que contiene este proyecto, otorgan la gratuidad del trámite de regularización de la pequeña propiedad raíz, incluidas las actuaciones ante los Conservadores de Bienes Raíces, para quienes acrediten la calidad de damnificados por los eventos del 27 de febrero de 2010.

Finalmente, indica que la iniciativa que se somete a consideración, unida a una serie de medidas de gestión impulsadas por el Ministerio de Bienes Nacionales, implicarán una disminución real y sustancial del procedimiento de saneamiento de la pequeña propiedad raíz particular a fin que los inmuebles que poseen los damnificados por el terremoto, que se encuentren en situación de irregularidad, sean saneados, tras lo cual sus propietarios podrán acceder a los beneficios que el Estado otorga, especialmente a los subsidios de reconstrucción.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Llancaqueo,  señaló que se trata de un proyecto de ley emblemático para el Ministerio de Bienes Nacionales, toda vez que el saneamiento de propiedades raíces es una de sus funciones más relevantes. Agregó que el procedimiento de regularización dura entre 18 y 24 meses, lo que implicaría que los damnificados por la catástrofe del 27 de febrero podrían acceder al Sistema de subsidios recién en el año 2013, considerando los seis meses que toma en promedio la tramitación del subsidio mismo.

Manifestó que las personas que accedan a las normas especiales contempladas en el proyecto tienen que ser damnificados, lo que se acreditará con certificación de la Dirección de Obras Municipales (DOM) o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo (SERVIU) respectivo, y tiene un carácter excepcional porque se aplica a las regiones más afectadas por la referida catástrofe y por un año desde su entrada en vigencia.

A continuación, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Saneamiento y emergencia.
Resumen ejecutivo plan de emergencia de regularización de la pequeña propiedad raíz del Ministerio de Bienes Nacionales.

El Gobierno de Chile ha decidido adoptar medidas extraordinarias para afrontar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 e ir en ayuda de los afectados y familias más vulnerables.
Se pretende regularizar títulos de dominio de inmuebles ubicados en zonas afectadas, para que damnificados puedan acceder a subsidios para la reconstrucción o reparación de sus viviendas, para lo cual se crearan unidades de emergencia para atender la demanda en las regiones de Valparaíso, Metropolitana, O’Higgins, Maule, Bío Bío y La Araucanía. Paralelamente, se realizará una reingeniería del proceso de regularización para disminuir sus plazos de tramitación de 18 a 6 meses.
Por su parte, el proyecto establece la gratuidad de las solicitudes de regularización de la posesión y constitucion del dominio de la pequeña propiedad raíz regida por el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en las zonas afectadas por el terremoto y maremoto de 27 del febrero de 2010.
I. Creación de unidades de emergencia en: 
· Región de O’Higgins;

· Región del Maule, y 

· Región del Bío Bío. 

Presupuesto asignado de $1.650.000.000.
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1.- Aplicación proceso de saneamiento directo simplificado. 

Reducción del plazo total de tramitación de 18 a 6 meses.

Eliminación de las etapas de evaluación económica y cobro, ya que el proceso de saneamiento será gratuito para los damnificados.

Luego del análisis jurídico, en que se determina si procede o no el saneamiento, se realizarán en conjunto y en forma lineal, las etapas de notificación a otros organismos (SII, SERVEL y Registro Civil) y la etapa técnica.
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CARTA GANTT FLUJO SIMPLIFICADO

Creación de un proyecto de ley que establece normas de excepción para la aplicación del procedimiento de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.
Fundamentos del proyecto de ley.
El Gobierno de Chile ha decidido adoptar medidas extraordinarias para afrontar catástrofe del 27 de Febrero de 2010 e ir en ayuda de los afectados y familias más vulnerables.

El objetivo es regularizar títulos de dominio de inmuebles ubicados en zonas afectadas, para que los damnificados puedan acceder a subsidios para la reconstrucción o reparación de sus viviendas.

Se requiere contar con un instrumento legal más eficaz que permita abordar esta problemática.
I. Proyecto de ley.
A. OBJETIVO:

Establecer normas de excepción para la aplicación del procedimiento de regularización de la posesión. 

B. CONTENIDO DEL PROYECTO.
Presenta los siguientes ámbitos de aplicación: 
1. En cuanto a su vigencia espacial.
1º 
Lo circunscribe a regiones declaradas Zona de Catástrofe:

a. Valparaíso.
b. Metropolitana. 
c. del Libertador General Bernardo O’Higgins.

d. del Maule.

e. del Bío Bío.

f. de La Araucanía.
2º  
Limita acceso a estos beneficios sólo a personas naturales que acrediten calidad de damnificados, mediante ficha técnica, certificado de inhabitabilidad o de daños emitido por la DOM o por SERVIU.
2. En cuanto al costo del procedimiento.

- Gratuidad del trámite para damnificados por la catástrofe.
Lo anterior significa:
a. No existirá copago, el costo será asumido por el Estado; y
b. Se elimina arancel especial para las inscripciones, subinscripciones y copias. 

3. Varios.

- Se contempla el carácter supletorio del decreto ley N° 2.695 en todo lo que no contradiga o no contemple el proyecto de ley.

- Normas de excepción duran un año contado desde la entrada en vigencia de la ley.

La Honorable Senadora señora Allende consideró como muy positivo el proyecto de ley en cuanto atiende necesidades surgidas por la emergencia, y consultó cómo se evitan situaciones irregulares de personas que no debieran acceder a los beneficios a los que se refiere la iniciativa en discusión.

Asimismo, inquirió cómo se obtenía el dato que supone que se atenderán 18.000 casos especiales de regularización.

El Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Llancaqueo, expresó que no se conoce cuántas situaciones irregulares de propiedad existen en el país, porque nunca se ha hecho un estudio acabado sobre el tema, por lo que la estimación de 18.000 casos especiales se obtuvo utilizando datos del terremoto de Tocopilla de 13 de noviembre de 2007, en que se observó que los damnificados con la calidad de poseedores irregulares de su propiedad alcanzaba al 20% del total, cuestión que se aplicó para la catástrofe del 27 de febrero. Agregó que el 31 de julio del presente año vence el primer plazo para solicitar subsidios, y recién en ese momento existirán datos reales para conocer más exactamente el número de solicitudes que se recibirán.

En cuanto a las posibles irregularidades, observó que los subsidios son competencia del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y respecto de casos relacionados con la posesión de la pequeña propiedad raíz, como podría ser una misma persona que intente regularizar dos o más propiedades, se intentó reducir su posible ocurrencia por medio de la entrega de un certificado de damnificado por parte de organismos técnicos como la Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
- - -

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- Se aplicarán las normas establecidas en esta ley, a todas las solicitudes de regularización que se presenten a partir de su vigencia y por el plazo de un año contado desde dicha fecha, ante el Ministerio de Bienes Nacionales según las disposiciones del decreto ley Nº 2.695, de 1979, por las personas que tengan la calidad de damnificados por el terremoto o maremoto del 27 de febrero de 2010, respecto de los inmuebles afectados ubicados en el territorio de las regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío y de La Araucanía, las que serán resueltas exclusivamente por las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales.

Igualmente, tratándose de las personas que cumplan lo dispuesto en el inciso anterior, cuyas solicitudes de regularización se encuentren en trámite a la fecha de publicación de la presente ley, se regirán por las normas establecidas en ésta.”.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
Artículo 2°
Es del siguiente tenor:

“Artículo 2º.-
 Tendrá la calidad de damnificado la persona natural cuyo inmueble objeto de la regularización haya sufrido daño que se hubiere originado por alguno de los eventos señalados en el artículo anterior, provocando la destrucción total o parcial del mismo, y que como consecuencia de éstos haya quedado en estado de inhabitabilidad.

La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica, o certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que pasa cuando en una casa, por ejemplo, se destruye la mitad de lo construido.

El Asesor Legal del Ministerio, señor Espinoza, expresó que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo cuenta con tres instrumentos para enfrentar la reconstrucción, uno de ellos el Programa de Protección al Patrimonio Familiar, que está enfocado a las personas que sufrieron graves daños en sus propiedades, y que se refiere a inmuebles que necesitan reparaciones relevantes.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que con la redacción de la parte final del inciso primero no le queda claro que las personas que sólo sufrieron daños en su propiedad, pero que no necesitan reconstruirla completamente, vayan a ser considerados como damnificados para efectos de la ley, en relación con la condición de inhabitabilidad que allí se expresa.
El Honorable Senador señor Navarro señaló que existe un gran debate sobre qué se entiende por inhabitabilidad, dado que existen criterios dispares sobre el tema, y si es decretada la referida inhabitabilidad, implica la demolición del inmueble respectivo, por lo que podrían dejarse fuera propiedades en que todavía puede aprovecharse parte de lo construido.

El Honorable Senador señor García manifestó que ha visto como se declaran inhabitables casas que tienen daños en parte de su estructura, y efectivamente después de dicha declaración corresponde la demolición del inmueble.

La Honorable Senadora señora Allende expresó que si el paso siguiente a la declaración de inhabitabilidad es la demolición, los casos de construcciones en que hay una destrucción sólo parcial podrían quedar fuera de los casos contemplados por la ley, y no acceder a un subsidio en un plazo menor al normal.
El Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Llancaqueo, planteó que podría modificarse la redacción de la norma en discusión para subsanar las dudas interpretativas señaladas.

El Honorable Senador señor García observó que el inciso segundo es explicativo respecto del inciso primero y ayuda a entenderlo de mejor manera.

La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que eliminando la última frase del inciso primero, y considerando la referencia al certificado de inhabitabilidad del inciso segundo, se solucionan las dudas plantedas precedentemente.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
Artículo 3°

Dispone que las solicitudes de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz, que se tramiten con arreglo a las normas de esta ley, gozarán de gratuidad total.
El Honorable Senador señor Navarro observó que existen personas que poseen varias pequeñas propiedades y que obtendrán gratuidad en la tramitación de regularización.

El Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Llancaqueo, indicó que el decreto ley N° 2.695 establece como límite del valor de la propiedad raíz, las 300 Unidades Tributarias Mensuales (UTM) en el caso de inmuebles urbanos, y 800 UTM en el caso de inmuebles rurales.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
Artículo 4°

Establece que para efectos de la aplicación de esta ley, los conservadores de bienes raíces estarán obligados a realizar las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que correspondan, y otorgar las copias y certificados respectivos de manera gratuita.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
Artículo 5°

Dispone que, no obstante lo dispuesto en el presente cuerpo legal, la forma, modalidades, y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en todo aquello que no se oponga a la presente ley, y por las disposiciones contenidas en el decreto Nº 541, de 1996, del Ministerio de Bienes Nacionales, que reglamenta su aplicación.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
Artículo 6°

Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público.
El Honorable Senador señor Navarro manifestó que la aprobación del presente proyecto es positiva siempre que no afecte los programas normales del Ministerio para el año 2010.

El Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Llancaqueo, indicó que han distinguido entre demanda normal y demanda excepcional con ocasión de la catástrofe, y las solicitudes corren por caminos separados. Agregó que lo único que se podría afectar son las solicitudes iniciadas antes del 27 de febrero y que hayan sufrido daños en esa fecha, cambiando la situación jurídica de la referida solicitud, en que si se había efectuado algún pago, será restituido por el Ministerio.

La Honorable Senadora señora Allende consultó dónde se contemplaba la disminución del plazo del trámite que se indicó en la exposición del señor Subsecretario, de 18 a 6 meses.

El Subsecretario, señor Llancaqueo, expuso que el proyecto de ley no contempla la reducción del tiempo de tramitación, sino que se logrará con tres unidades de emergencia que absorberán directamente la demanda ocasionada por la catástrofe, y administrativamente generarán los instrumentos que permitan reducir los referidos plazos, además del certificado de daños o de inhabitabilidad que permite ahorrar hasta tres meses para la declaración de grauidad del trámite.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y señores Escalona, García, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, y Navarro. 
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 23 de junio de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Ley tiene por objeto establecer normas de excepción, por el plazo de un año contado desde su entrada en vigencia, para la aplicación del procedimiento de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz, normado en el Decreto Ley N° 2.695 de 1979, y en el Reglamento de dicho decreto ley, fijado por el Decreto Supremo N° 541, de 1996, del Ministerio de Bienes Nacionales, para las propiedades ubicadas en las regiones afectadas por la catástrofe del 27 de febrero de este año, a fin de que los poseedores materiales de inmuebles afectados por la catástrofe puedan acceder a los beneficios que entrega el Estado, especialmente aquellos que dicen relación con subsidios para la reconstrucción de viviendas destruidas.
Las normas de excepción indicadas, otorgan la gratuidad del trámite de regularización de la pequeña propiedad raíz, incluidas las actuaciones ante los Conservadores de Bienes Raíces, para quienes acrediten la calidad de damnificados, situación que se acreditará mediante una ficha técnica, certificado de inhabilidad y/o certificado de daños emitido por la Dirección de Obras Municipales o en subsidio, por el Servicio de Vivienda y Urbanismo correspondiente, y se aplicarán solo en las regiones a las cuales los eventos del 27 de febrero de 2010, afectaron con mayor intensidad, circunscribiéndolo a las regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Maule, del Bío Bío y de la Araucanía.
La Subsecretaría de Bienes Nacionales para enfrentar su aplicabilidad por el período indicado habilitará 3 oficinas especiales de regularización en las ciudades más afectadas (Rancagua, Talca y Concepción) que representan un mayor gasto fiscal de $ 2.873.222 miles, más gastos de inversión por única vez, que ascienden a $188.670 miles, con el fin de regularizar una estimación de 9.000 de estos casos especiales el 2do Semestre de 2010 y 9.000 casos el 1er Semestre de 2011.
El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones de Hacienda y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con la siguiente enmienda:
Artículo 2º

Inciso primero
Suprimir la expresión “, y que como consecuencia de éstos haya quedado en estado de inhabitabilidad”. (Unanimidad 9x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Se aplicarán las normas establecidas en esta ley, a todas las solicitudes de regularización que se presenten a partir de su vigencia y por el plazo de un año contado desde dicha fecha, ante el Ministerio de Bienes Nacionales según las disposiciones del decreto ley Nº 2.695, de 1979, por las personas que tengan la calidad de damnificados por el terremoto o maremoto del 27 de febrero de 2010, respecto de los inmuebles afectados ubicados en el territorio de las regiones de Valparaíso, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Bío Bío y de La Araucanía, las que serán resueltas exclusivamente por las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales.

Igualmente, tratándose de las personas que cumplan lo dispuesto en el inciso anterior, cuyas solicitudes de regularización se encuentren en trámite a la fecha de publicación de la presente ley, se regirán por las normas establecidas en ésta.

Artículo 2º.-
 Tendrá la calidad de damnificado la persona natural cuyo inmueble objeto de la regularización haya sufrido daño que se hubiere originado por alguno de los eventos señalados en el artículo anterior, provocando la destrucción total o parcial del mismo.

La calidad de damnificado se acreditará ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, mediante la ficha técnica, o certificado de inhabitabilidad o de daños, extendido por la correspondiente Dirección de Obras Municipales o por el Servicio de Vivienda y Urbanismo respectivo.

Artículo 3º.- Las solicitudes de regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz, que se tramiten con arreglo a las normas de esta ley, por aquellas personas naturales que acrediten la calidad de damnificados conforme al artículo precedente, gozarán de gratuidad total.

Artículo 4º.- Para efectos de la aplicación de esta ley, los conservadores de bienes raíces estarán obligados a realizar las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que correspondan, y otorgar las copias y certificados respectivos de manera gratuita.

Artículo 5º.- No obstante lo dispuesto en el presente cuerpo legal, la forma, modalidades, y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 2.695, de 1979, en todo aquello que no se oponga a la presente ley, y por las disposiciones contenidas en el decreto Nº 541, de 1996, del Ministerio de Bienes Nacionales, que reglamenta su aplicación.

Artículo 6º.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Bienes Nacionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 27 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Evelyn Matthei Fornet, y señores José García Ruminot, Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Alejandro Navarro Brain. 


Sala de la Comisión, a 28 de julio de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR HORVATH, QUE REGULA EL PAGO DE TARIFAS ELÉCTRICAS DE GENERADORAS RESIDENCIALES

(6041-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia en primer trámite constitucional, iniciado en una Moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 28 de agosto de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Al debate de la iniciativa en la Comisión concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.





A las sesiones en que se estudió el proyecto asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Energía, señor Ricardo Raineri; la Asesora, señora Carla Silva, y el Jefe de Prensa de dicha Cartera de Estado, señor Juan Francisco Somalo. Asimismo, de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G.: el Gerente General, señor Rodrigo Castillo, y el Asesor, señor Juan Pablo Carvallo. De la Asociación Chilena de Energías Renovables Alternativas A.G., ACERA: el Vicepresidente Ejecutivo, señor José Ignacio Escobar y el Director, señor Mario Manríquez.
- - -





La Comisión deja constancia que discutió sólo en general este proyecto de ley, pese a ser de artículo único, porque consideró que requiere de adecuaciones. Asimismo, hace presente que el Ejecutivo anunció que presentará indicaciones al texto.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Estimular la producción de generación eléctrica residencial, como es el caso de la solar y la eólica, y además en los sectores rurales las microcentrales hidroeléctricas, estableciendo descuentos en el pago de los consumos eléctricos.
ANTECEDENTES





I. ANTECEDENTES JURÍDICOS.




- Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción de 2007, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.





II. ANTECEDENTES DE HECHO.




El autor de la Moción, Honorable Senador señor Horvath, señala en los fundamentos de la misma, que Chile tiene una alta diversidad y potencial para la generación de energía, entre las cuales destacan las renovables. Añade que, dentro de estas últimas, existen algunas que pueden generarse desde las propias residencias de las personas, como es el caso de la solar y la eólica, y otras, en los sectores rurales, como las microcentrales hidroeléctricas.





Expresa que el potencial energético de nuestro país en este tipo de energías es alto pues existiría, a nivel teórico, en las pequeñas y medianas centrales alrededor de 33.000 MW; en las solares 937.000 MW, y en la eólica 5.000 MW.





Agrega que existe bastante experiencia en otros países en la materia, que muestran que la generación a nivel residencial baja las tasas de consumo y genera ingresos a las familias que invierten en este tipo de generación.





Hace presente el autor que la medición neta en los Estados Unidos, se encuentra disponible en cuarenta y dos Estados.





Por otra parte, expresa que el país cuenta con las bases técnicas e instancias para rebajar los costos de generación de las Energías Renovables No Convencionales (ERNC).





Advierte que la generación eléctrica en base a combustibles fósiles será cada día de mayor precio, además de que más del 90% de ellos son importados por el país.





Por último, manifiesta que las Energías Renovables No Convencionales, en particular las de generación residencial, reducen la contaminación y mejoran la calidad de vida y también los diseños arquitectónicos de las viviendas, lo que debiera ser contemplado en subsidios especiales, materias que son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
- - -

DISCUSIÓN GENERAL





El proyecto consta de un artículo único que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, para incorporar artículos nuevos.




En lo principal, regula que los medidores de baja tensión y los de media tensión deberán operar para registrar consumo o generación residencial, debiendo las empresas cobrar sólo la diferencia que resulte de la entrega del suministro o cancelar si recibe energía.



Agrega que el establecimiento de tarifas deberá contemplar este tipo de generación desde el nivel residencial.


Establece, además, que las empresas distribuidoras tendrán un plazo de seis meses para adecuar los medidores, a requerimiento de los generadores residenciales. Añade que cualquier costo que esto signifique podrá ser cobrado en cuotas mensuales, según los intereses del mercado.


Por último, regula multas por infracciones a la ley y por adulteraciones al sistema de medición.




El autor de la Moción, Honorable Senador señor Horvath, señaló que este proyecto establece la posibilidad de que los propios consumidores tengan incentivos para generar energía, no sólo para su propio consumo sino que también para venderla al sistema.





Agregó que el proyecto es adecuado pues la tendencia actual indica que están bajando los precios de las energías renovables no convencionales y que están subiendo cada vez más los combustibles fósiles.





Explicó que este sistema ha sido muy atractivo en otros países para estimular la producción propia y disminuir el consumo. Añadió que incluso hay personas que invierten sus fondos de jubilación en la creación de fuentes de energía renovables. Precisó que el sistema en estudio se ha implementado, entre otros países, en Estados Unidos y en Alemania.





Manifestó que la idea central radica en que los medidores de luz puedan medir en ambos sentidos, es decir, que sirvan también para calcular la inyección de energía al sistema. Agregó que las personas que generan energía la incorporan a la red eléctrica y luego se le paga o descuenta de su consumo, según la medición resultante.





Por último, indicó que este sistema dice relación con las distribuidoras. Sin embargo, acotó que no significa una suma significativa para éstas, pero sí para los consumidores.





A continuación, el Ministro de Energía, señor Raineri, señaló que el Ministerio está trabajando la materia en estudio, pues tienen claro que trae consigo grandes beneficios, no obstante tener también algunos desafíos. Añadió que el Ejecutivo está interesado en implementar esta tecnología por lo que presentarían, en los próximos meses, una indicación para complementar el proyecto.





Agregó que lo más complejo es la norma técnica del reglamento, pues se requieren varias modificaciones para hacer aplicable la idea.





Indicó que hasta ahora la inyección de energía a la red se ha hecho para mediana y alta tensión, por lo que habría que implementar un procedimiento especial para los sistemas de pequeña generación. Agregó que ello también conlleva un costo, puesto que hay que compensar la utilización de la red.





Agregó el señor Ministro que internacionalmente hay muy variadas normas sobre la materia, tanto en Europa como en América, país donde incluso tienen un ranking entre sus Estados.





Indicó que, en relación al proyecto en estudio, es preciso tener en consideración, los siguientes aspectos:





Primero, señaló las consideraciones de seguridad al largo plazo, pues hay que ver cómo afecta el crecimiento esperado de la generación distribuida residencial la capacidad y la seguridad de las redes de distribución.





En segundo término, expreso que hay que estudiar cómo afecta los contratos de suministro de las distribuidoras con las generadoras.





En tercer lugar, indicó que hasta el momento sólo existe una tarificación (excepto algunos casos) plana para el cliente BT1. Al respecto, expresó que la idea es cambiarla y tener tarifas flexibles, lo que se traduce en recambio de equipos por otros más sofisticados.





Luego, advirtió que hay que tener presente cómo serán las limitaciones que deben tener los sistemas por la seguridad misma de ellos y de quienes los revisan. Lo mismo con las barreras de entrada en cuanto a las certificaciones que deban requerir, quienes las darían y cuanto costarían.





Observó, en quinto término, que hay que reflexionar sobre el pago por potencia, pues actualmente sólo se considera energía.





También, indicó que se deberá estudiar los tipos de tecnologías disponibles y los tipos de clientes a los cuales se puede aplicar, así como la factibilidad de subsidios.





Hizo presente que hay que dejar bien en claro que esto no es un negocio, sino que la idea es sólo permitir la autogeneración con la red de distribución.





Manifestó que para llevar adelante una iniciativa de esta envergadura se necesita de la participación de las empresas y de los CDEC, para que expresen su punto de vista al respecto.





Recordó el señor Ministro que es preciso considerar cómo puede impactar el proyecto en los contratos ya suscritos con generadoras y distribuidoras.





Finalmente, señaló que hay que considerar una serie de factores que podrían implementarse con este sistema, como el prepago a nivel residencial; la seguridad de las personas que trabajan en el sistema al no haber un control único de los cortes de energía, el cambio de los medidores y la incorporación a éstos de los mayores adelantos tecnológicos. Asimismo, expresó que el Gobierno es de parecer que el cambio de medidor sea voluntario a solicitud de los interesados.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Orpis indicó que con la actual legislación es posible incorporar este sistema, toda vez que las empresas están obligadas a incorporar un 5% de energías renovables no convencionales. Precisó que la novedad radica en la posibilidad que desde los domicilios se inyecte energía al sistema.





Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica coincidió en que el tema es de interés especial para la Comisión. Añadió que en España se permite que las personas inviertan sus fondos de jubilación, asegurándoles el Estado una cierta rentabilidad para que instalen en sus casas celdas foto voltaicas y les pagan por esa energía.





Agregó que hay que despejar ciertas dudas como que la tensión y el voltaje sean compatibles.




Por último, criticó la conducta de algunas compañías distribuidoras que abusan de su posición dominante, perjudicando al cliente final.




A su vez, la Honorable Senadora señora Rincón manifestó su acuerdo con el proyecto y felicitó al autor de la iniciativa, toda vez que, en su opinión, una idea como la que se discute favorece la competencia en el mercado.





Advirtió que la actualidad las compañías distribuidoras abusan de los consumidores, por tener ellas un monopolio natural. En ese sentido, precisó que este proyecto permitirá una mejor competencia y, simultáneamente, un desarrollo de las energías renovables no convencionales.





A continuación, el Honorable Senador señor Gómez coincidió con lo señalado precedentemente, pues es partidario de las energías renovables y de favorecer una mayor competencia en el mercado eléctrico.





También congratuló al Honorable Senador señor Horvath, pues siempre se reclama la ausencia de mociones parlamentarias y la iniciativa en estudio coloca en discusión una idea muy interesante e innovadora.





En la siguiente sesión, el Gerente General de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, señaló que su entidad agrupa al 99% del mercado de las empresas distribuidoras y transmisoras, entre otras, Chilectra, Chilquinta, Compañía General de Electricidad CGE, y SAESA.





Sobre el proyecto expresó que este asunto se enmarca dentro de un tema mucho mayor, cual es el de las redes inteligentes. En consecuencia, indicó que le parece importante entender el proyecto en ese contexto más amplio.





Agregó, en primer lugar, que el negocio de la energía está cambiando en el mundo y con toda certeza lo va a hacer en forma relevante en Chile. Añadió que esos cambios dicen relación con la forma tradicional en que se ha entendido el negocio de la energía eléctrica, el cual ha sido bastante estable en los últimos años.





Precisó que desde el punto de vista del sistema existen básicamente tres áreas: unidades generadoras; un sistema de transmisión, que permite llevar esa energía desde las unidades generadoras hacia los centros de distribución; una subtransmisión, que acerca la energía hacia los centros de consumo y, finalmente, las redes de distribución que son las que llegan a los clientes, particularmente residenciales o comerciales, y que son los postes que se ven en la calle, incluidos transformadores subestaciones, etc.





Indicó que tradicionalmente de estos tres segmentos: generación, distribución y transmisión, se ha considerado que tanto la transmisión, incluyendo la subtransmisión, como la distribución, son monopolios naturales. Añadió que por su estructura de costos no aparece económicamente racional que exista competencia en esos negocios, aún cuando desde los años ochenta el legislador nunca ha establecido monopolios legales, por lo tanto, la ley en principio permite la competencia, aunque en el mundo eléctrico es más bien teórico, en contraste con el mundo de las telecomunicaciones, que ya no lo es.




Añadió que los motivos por los que se está produciendo el cambio en el sistema eléctrico dicen relación con dos grandes temas: la creciente preocupación con la forma cómo se genera, lo cual dice relación con las externalidades que producen las distintas formas de generación, pues existe una mayor conciencia acerca de los métodos de producción que generan gases de efecto invernadero con aquellos que no los producen, aún cuando nuestra legislación ambiental no se hace cargo de ese punto. Acotó que nuestra legislación ambiental no considera los gases de efecto invernadero, no son medidos ni evaluados al momento de una evaluación de impacto ambiental y, al mismo tiempo, hay otra clase de externalidades, aún más subjetivas, que dicen relación con la belleza de los paisajes y con el nivel de aceptación que un proyecto puede tener en una comunidad.




Indicó que lo anterior ha revolucionado la forma de generar en el mundo, motivo por el cual han surgido con mucha fuerza las energías renovables no convencionales por sus externalidades positivas en comparación con otras.





Señaló que el segundo elemento que tradicionalmente se establece respecto a la generación, no dice relación con la forma o los insumos que usan la generación, sino cuan distribuida o no es esa generación. Tradicionalmente en Chile, por nuestra geografía, lo que hemos tenido es un tipo de generación y distribución más bien concentrada, lo cual implica que exista una columna vertebral constituida por el Sistema Interconectado Central (SIC) y el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING), que son los encargados de llevar la energía desde los puntos de generación hacia los de transmisión y consumo y que es bastante frágil frente a cualquier evento de importancia en cualquier punto de esta columna vertebral, pues se producen dificultades de suministro. Indicó que el tema actual no es la seguridad del suministro, tema sobre el que se podría hablar mucho, baste señalar que tanto la autoridad como las empresas han planteado que eventualmente un sistema de generación más distribuido que el actual, habría sido muy útil para paliar los efectos del nivel de dependencia que actualmente tenemos.





Destacó que en la actualidad existe un tema que ha generado una revolución en el mundo de la energía, cual es el sistema de las redes inteligentes. Recordó que parte del programa de gobierno del Presidente de Estados Unidos ha estado ligado con el fomento de estas redes inteligentes, tema tan amplio que es difícil de entender, sin embargo, se invierten billones de dólares en fomentar dichas redes.





Manifestó que esta materia dice relación con dos grandes cosas: por una parte, con permitir estas formas de generación más distribuidas y no sólo permitirlas, sino al mismo tiempo darles características de diseño y arquitectura que realmente hagan que esta forma de distribuirla contribuya a una mayor seguridad, de manera de no hacer más inseguro el sistema, lo que significa que se puedan aislar los sectores con generaciones más cercanas al punto de consumo, tema que dice relación con cuanta inteligencia tengan las redes para tomar decisiones.





Indicó que el otro gran mundo relacionado con estas redes dice relación con la gestión de la demanda eléctrica, y aquí el desafío es que en general los sistemas eléctricos se construyen y se diseñan para poder cumplir los mayores momentos de demanda, es decir, normalmente están sobredimensionados para sus promedios, porque están pensados para que puedan funcionar correctamente en las puntas de demanda, a diferencia de lo que ocurre con el mundo de las telecomunicaciones. Recordó que en el terremoto de febrero pasado la capacidad de recuperación de las redes eléctricas fue muy superior a las de telecomunicaciones, que están hechas para colapsar cuando se producen muchas llamadas al mismo tiempo.





Agregó que el poder disminuir la máxima disposición genera ahorros y eficiencias gigantescas y, por lo tanto, la gestión de la demanda. Añadió que la posibilidad que tienen las empresas distribuidoras y los clientes residenciales o comerciales de poder gestionar su propia demanda puede producir ahorros en el sistema como un todo y mayores eficiencias, que son muy relevantes. A vía ejemplar, señaló que siempre se recomienda que el lavado o planchado se realice en los hogares a las horas en que hay luz natural, para no acumular ese consumo que es altamente demandante de energía eléctrica, con la hora en que por la necesidad de encender ampolletas aumenta la demanda.





Explicó que las redes inteligentes están pensadas para hacerse cargo de todas estas cosas de las que se ha hablado, es decir, por una parte, lograr que esta generación más distribuida sea eficiente y efectiva para cumplir con sus fines; por otra parte, permite almacenar energía, materia que hoy en día todavía es cara. No obstante, indicó que una de las cosas en que más se invierte es en investigación y desarrollo de almacenamiento de energía más eficiente.





Manifestó, a vía ejemplar, que en el caso que plantea este proyecto de ley, enfocado a la persona que instala un panel solar y la cual le sobra energía, podría devolverla al sistema en un futuro cercano, cuando esas formas de almacenamiento sean más eficientes. Añadió que podría decidir si devuelve la energía al sistema y si lo hace en hora punta, es decir cuando es más cara la energía. Esto por una parte es mejor para el sistema y por otra le genera una mejor manera de financiar las inversiones al particular.




En tercer lugar, precisó que es necesario considerar los horarios en los cuales se consume. A vía ejemplar, señaló que en la ciudad de Miami se está desarrollando un modelo piloto que abarca más de un millón de hogares con red inteligente. Explicó que entre las cosas que se espera hacer es coordinar centralizadamente, para quienes lo hayan autorizado, un sistema horario de entrada en funcionamiento de los motores de las piscinas, tema que en una ciudad como Miami es relevante, pues esos motores consumen mucha energía. Añadió que el solo hecho de coordinar el funcionamiento de esos motores generará disminuciones en los costos por efectos del dimensionamiento general del sistema, los cuales son muy significativos, de tal forma que si todo funciona de acuerdo a los planes, en poco tiempo los ahorros van a financiar los billones de dólares que ha costado generar el nivel de inteligencia. Entre otras cosas se entrega a los hogares mensajes de precios, y pueden también los dueños de casa, mediante un pequeño medidor electrónico, ver un indicador de cuándo es más barato hacer determinada actividad, y cuánto está gastando.





Indicó que otro aspecto de este tema es la posibilidad de tener autos eléctricos, los cuales además de tener las características ambientales que conocemos, tienen la cualidad de ser muy eficientes y rentables, dado el sistema de almacenamiento de energía. Si no se ocupa el automóvil funciona como una gran batería de la cual el sistema puede recoger energía.





En resumen, señaló que dado que este proyecto de ley se enmarca dentro del gran tema de las redes inteligentes y que este último está relacionado con tres grandes temas: el fomento de las energías renovables distribuidas; el fomento de una mayor seguridad del sistema, dada la inteligencia que se debe poner a estas redes de distribución, y la posibilidad de gestionar correctamente la demanda por parte de las empresas autorizadas por los usuarios y por parte del propio cliente, mediante mensajes tarifarios.





Explicó que todo este conjunto debería generar una revolución en la forma de consumir energía y al mismo tiempo, una revolución desde el punto de vista de las externalidades negativas que eventualmente tiene para un país como el nuestro las formas como actualmente estamos generando, transmitiendo y distribuyendo la energía.





Finalmente, planteó que desde el punto de vista de las empresas distribuidoras de energía eléctrica, se han planteado siempre dos alternativas: tratar de mantener el negocio como está o innovar. Recordó que nuestro país ha sido precursor en las reformas regulatorias a nivel internacional, las cuales se hicieron antes que en Inglaterra, Estados Unidos o Nueva Zelanda, por tanto, no hay motivos para no ser nuevamente pioneros. Reconoció que implica riesgos para el negocio que representa, pero los empresarios están acostumbrados a asumir una dosis de riesgo, que incluso puede hacer que el negocio sea más rentable. Ello sin que deje de ser un sistema regulado que garantice a las personas sus derechos e intereses.





En lo que dice relación con el proyecto, manifestó que les parece atractivo. Están de acuerdo en legislar sobre esta materia, pero conceptualmente debe ser tratado con cuidado en su elaboración, ya que es importante estar preparado para tener una buena ley cuando los precios garanticen una masificación razonable, y no algo rápido que no tenga aplicación.




Se mostró partidario de disponer de una legislación integral sobre redes inteligentes, en que además de la generación distribuida y del net metering, considere medición inteligente, que facilita la medición y evita los hurtos. Agregó que una vez tomada la decisión de tener medidores inteligentes en las casas, capaces de determinar horarios de consumo, se puede ofrecer a los clientes mejores alternativas de precios.





Añadió que el proyecto de ley establece un precio de la energía que es devuelta al sistema por el cliente que es el precio de venta menos un delta, lo cual no se hace cargo de dos temas técnicos: el primero, es que si bien a los clientes se les cobra una tarifa pareja y promedio, a las empresas les cuesta distinto, según sea el consumo en ciertos horarios respecto de otros.




El segundo tema es que las empresas distribuidoras simplemente traspasan el precio al cliente con la sola salvedad que la tarifa acepta un cierto nivel de pérdida que es considerado normal, que hoy día en Chile es del 3%, que es muy bajo. Añadió que un esquema como el que está planteado podría alterar este equilibrio y por ende el precio para el sistema, materia que debe ser perfeccionada.





Concluyó señalando que existe todavía un desafío importante al fomento de las energías renovables, que dice relación con los pequeños medios de generación distribuida que existen en la legislación, los cuales en la práctica tienen dificultades que todavía no están resueltas, y este proyecto podría entrar en contradicciones con lo que establece el esquema de estos medios, por tanto, deben ser coherentes.





A continuación, el Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías Renovables Alternativas A.G., ACERA, señor José Ignacio Escobar, señaló que comparte la importancia del tema para el país, ya que para su Asociación el tema sustentabilidad es prioritario.





Concordó en todos los puntos con quien lo antecedió en el uso de la palabra, y en que el proyecto debe ser más amplio que el net metering. Agregó que en los países que se ha aplicado ha tenido muy buenos resultados, pues las inversiones se han pagado muy rápido, como ha sucedido en Italia y Estados Unidos.




Indicó que el sistema actualmente en Chile se ha quedado estancado en materia eléctrica, en comparación con las telecomunicaciones, y en su opinión las empresas distribuidoras deben formar parte de esta reforma. Relató que el Departamento de Energía de la Universidad de Chile, está haciendo un experimento de net metering en el norte. Planteó que este proyecto es un magnifica oportunidad para modernizar el sector eléctrico.





La Comisión estimó que esta iniciativa legal constituye una excelente ocasión para introducir reformas en esta materia y para innovar en beneficio de los consumidores y del país. Asimismo, valoró la disposición del Gobierno y de las compañías del sector para avanzar en la tramitación del proyecto, a fin de introducir las enmiendas que perfeccionen la Moción.




Sometido a votación en general, fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Orpis y Prokurica.
- - -





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda aprobar el proyecto en general, en los mismos términos en que fue presentado por el Honorable Senador señor Horvath, y cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY

“ESTABLECE DESCUENTO Y PAGO DE TARIFAS ELÉCTRICAS A LAS GENERADORAS RESIDENCIALES


Artículo Único: Modifíquese el DFL 4 que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del DFL 1 del Ministerio de Minería de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos en materia de Energía Eléctrica, agregando los siguientes artículos nuevos:


Artículo 154 A.- Los medidores de baja tensión y/o media tensión deberán operar para registrar consumo o generación residencial, debiendo la Empresa cobrar sólo la diferencia si le resultare que entrega suministro o cancelar si recibe energía. El valor de cancelación que pague por recibir será el mismo que cobra por entregar, menos el 10% que corresponde a gastos de administración, facturación y mantención de líneas de distribución.


Artículo 154 B.- La Norma Técnica sobre Conexión y Operación de Pequeños Medios de Generación y Distribuidos en Instalaciones de Media Tensión deberá comprender los 2 artículos anteriores.


Artículo 154 C.- En residencias urbanas y rurales podrán realizarse instalaciones de generación eléctrica, como celdas fotovoltaicas o sistemas eólicos, en techos y patios.


Artículo 154 D.- El establecimiento de tarifas deberá contemplar este tipo de generación desde el nivel residencial.


Artículo 154 E.- Las empresas distribuidoras tendrán un plazo de 6 meses para adecuar los medidores a requerimiento de los generadores residenciales. Cualquier costo que esto signifique podrá ser cobrado en cuotas mensuales según los intereses del mercado.


Artículo 155 E.- Cualquier infracción a lo señalado en los artículos anteriores será castigado con la multa que establece la presente ley.


Artículo 154 F.- Cualquier adulteración al sistema de medición será castigado con una multa de100 a 1000 veces el valor adulterado y en caso de reincidencia con el cierre del sistema de medición de generación residencial.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 30 de junio y 7 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González, y señores José Antonio Gómez Urrutia y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 15 de julio de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA AL CONDUCTOR QUE ABANDONA EL LUGAR DEL ACCIDENTE AUTOMOVILÍSTICO EN QUE HUBIERE PARTICIPADO

(7086-15)

Honorable Senado:

La Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el D.F.L. Nº 1 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 2009, establece en su artículo 168 que en todo accidente del tránsito en que se produzcan daños, el o los participantes estarán obligados a dar cuenta de inmediato a la autoridad policial más próxima, presumiéndose la culpabilidad del o de los que no lo hicieren y abandonaren el lugar del accidente.

En el mismo artículo 168 ya citado, se establece la presunción de responsabilidad del conductor que no cumpla lo establecido en el artículo 183 y abandonare el lugar del accidente.

El citado artículo 183 establece que en todo accidente del tránsito en que se produzcan lesiones, el conductor que participe en los hechos estará obligado a detener su marcha, prestar la ayuda que fuese necesaria y dar cuenta a la autoridad policial más inmediata, entendiéndose por tal cualquier funcionario de Carabineros que estuviere próximo al lugar del hecho, para los efectos de la denuncia ante el Tribunal correspondiente.

Como se puede apreciar, si bien existe una obligación de permanecer en el lugar de un accidente cuando se produzcan daños o lesiones, no existe sin embargo igual obligación legal para los conductores que hayan participado en un accidente con resultado de muerte de una o más personas, hecho que, dada su gravedad, en nuestro concepto debe ser sancionado como un delito, independiente de la conducta constitutiva de infracción o cuasidelictual que haya sido la causa basal del accidente de que se trate.

Para dicho efecto, estimamos que debe modificarse por una parte, el artículo 183 del citado cuerpo legal, estableciendo que la obligación que pesa sobre el conductor de detener la marcha y prestar la ayuda que sea necesaria y dar cuenta a la autoridad policial más cercana, también debe aplicarse para los accidentes con resultado de muerte.

Y por otra parte, estimamos que debe modificarse el artículo 196 b) de la misma ley, agregándose como conducta punible con las sanciones que allí se contemplan, la circunstancia de huir del lugar del accidente, cuando se produzcan lesiones o la muerte de una o más personas.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la consideración del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley:
Artículo único: Modificase la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el D.F.L. Nº 1 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2005, en la siguiente forma:

a) En su artículo 183, a continuación de la palabra “lesiones”, intercálase la expresión “o muerte”.

b) En su artículo 196 b), agrégase un inciso final nuevo del siguiente tenor: “las penas señaladas en este artículo se aplicarán también al conductor que no diere cumplimiento a la obligación establecida en el artículo 176 de esta ley”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES PÉREZ (DOÑA LILY), ALVEAR (DOÑA SOLEDAD), BIANCHI, ESPINA, GARCÍA, HORVATH, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE POSTULAN AL SEÑOR VICENTE  BIANCHI AL PREMIO NACIONAL DE ARTES MUSICALES

(S 1274-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. En 1944, se instauró el Premio Nacional de Arte, el cual se agrupó en tres áreas del saber cultural: pintura, música y teatro, el cual en un principio se concedía cada tres años a quienes fueran distinguidos por este galardón.
2. En 1992, la ley Nº 19.169, estipuló que el premio debía separarse en tres áreas diferentes y entregarse cada dos años. Es así, como se creó el Premio a las Artes Musicales.
3. Dicho premio ha sido entregado desde entonces a connotados compositores, intérpretes y directores de diversos estilos y estéticas musicales de nuestro país.
4. En la actualidad, uno de los grandes exponentes del folklore nacional, don Vicente Bianchi, gran músico chileno, ha sido reconocido por su enorme trayectoria a nivel internacional, por entregar ochenta años de su vida, a cultivar con éxito grandes composiciones y arreglos sinfónicos.
5. Creemos, que por celebrarse este año una fecha importante en la historia de nuestro país, como lo es el Bicentenario, sería de toda justicia y un mensaje inequívoco de chilenidad, otorgar este premio a la música auténticamente chilena y homenajear de este modo a don Vicente Bianchi, por su vasta trayectoria musical y por haber puesto en primera línea mundial, el nombre del folklore nacional.
Por todo lo anterior, se solicita al Ministerio de Educación, en su calidad de institución que otorga este reconocimiento, considerar los antecedentes de don Vicente Bianchi, músico chileno, de trayectoria y prestigio nacional e internacional, para hacer merecedor del Premio a las Artes Musicales.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano, Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ESCALONA, ALVEAR (DOÑA SOLEDAD), CHAHUÁN, LAGOS, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO Y TUMA, SOBRE EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS ARANCELARIOS A PRODUCTOS ISRAELÍES ORIGINARIOS DE JERUSALÉN ESTE, GAZA Y CISJORDANIA

(S 1275-12)

Honorable Senado:

Considerando:
Que en 1995, la Unión Europea firmó con Israel el “Acuerdo Euromediterráneo de Integración” (Euromed), el que entró en vigencia en junio del año 2000 y que tuvo como fin incrementar el diálogo político, la cooperación económica y el desarrollo del libre comercio entre las partes.
Que este Acuerdo tiene cláusulas muy estrictas y concretas para las partes signatarias, como “el respeto de los principios democráticos y de los Derechos Humanos”, según establece su artículo 2; y que su preámbulo establece que las partes respetarán “los principios de la Carta de las Naciones Unidas, en particular el respeto a los Derechos Humanos y la democracia”.
Que, sin embargo, el Estado de Israel contraría estos principios internacionales, al ocupar desde 1967 los territorios palestinos de Jerusalén Este, Gaza y Cisjordania, violando con ello los Derechos Humanos del pueblo palestino.
Que el acuerdo señalado establece en su artículo 83 una “regla de origen”, que excluye del campo del acuerdo todo producto que provenga de los territorios ocupados.
Que al no declarar Israel con claridad el origen de los productos provenientes de los territorios ocupados, llevaría a la comunidad internacional a violar acuerdos y tratados que prohíben hacer negocios con productos afectados por las violaciones a los derechos humanos;
Que en tal sentido, la Comunidad Europea advirtió en noviembre de 2001 a los importadores europeos que, de importar estos productos, podría cobrárseles la diferencia arancelaria, al estar excluidos del acuerdo.
Que en diciembre de 2007, MERCOSUR firmó un Tratado de Libre Comercio con Israel, en el cual no se establece prohibición para comerciar entre las partes productos originarios de los territorios palestinos ocupados.
Que Chile es país asociado a MERCOSUR y que, como tal, los acuerdos firmados por esta entidad son orientadores para sus acuerdos comerciales.
Que resulta del todo compatible con la postura de Chile de respetar el derecho internacional, la decisión de la Comunidad Europea, que ha prohibido la importación a Europa de productos provenientes de Israel que tenga como origen los territorios palestinos ocupados.
Que, por el respeto de Chile a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de la cual es signatario fundador, nuestro país no puede reconocer como israelíes productos que provienen de territorios palestinos ocupados por Israel, donde como es público y notorio, se violan los derechos humanos del pueblo palestino.
Por lo tanto, en virtud de todas estas consideraciones, los senadores firmantes proponen el siguiente:
Proyecto de Acuerdo
Solicitar a S.E. el Presidente de la República, que dado el Tratado de Libre Comercio entre Mercosur e Israel se establezca la exclusión de beneficios arancelarios a los productos israelíes cuyo origen provenga de los territorios palestinos ocupados, tal como lo hace la Unión Europea.

(Fdo.): Camilo Escalona Medina, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ESCALONA, ALVEAR (DOÑA SOLEDAD), CHAHUÁN, LAGOS, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN EL RECONOCIMIENTO DEL ESTADO PALESTINO

(S 1276-12)

Honorable Senado:

Considerando:

El agravamiento de la situación del pueblo palestino en los territorio ocupados por Israel, especialmente, debido al bloqueo israelí a la Franja de Gaza en los últimos meses, que ha generado, entre otras cosas, la muerte de nueve activistas por la paz, muertos luego de que su barco fuera atacado por tropas israelíes y el empeoramiento de las condiciones de vida de más de un millón de palestinos;
El reconocimiento del derecho internacional a la autodeterminación de los pueblos, establecido en las numerosas resoluciones de Naciones Unidas sobre el pueblo palestino.
Que las Naciones Unidas ha instado en numerosas ocasiones a Israel al retiro de los territorios ocupados, especialmente con las resoluciones 242 y 338.
El inalienable derecho del pueblo palestino y del pueblo israelí a tener sus propios Estados, a vivir en sus propios territorios, con fronteras reconocidas y seguras, tal como señala la resolución 1.397 de las Naciones Unidas.
Que en Chile vive la colonia Palestina más grande fuera del mundo árabe, que supera las 300.000 personas, las cuales han significado valiosos aportes para nuestra economía, nuestra sociedad y nuestra cultura.
El hecho que Chile aún no reconoce al Estado Palestino, en circunstancias que decenas de países ya lo han hecho en el mundo.
Que la Constitución Política de la República, en su artículo 32, Nº 14, establece que dentro de las atribuciones exclusivas del Presidente de la República, le corresponde conducir las relaciones internacionales del Estado chileno.
Los Senadores firmantes proponen el siguiente:
Proyecto de Acuerdo:
Solicitar a S.E. el Presidente de la República, el reconocimiento del Estado Palestino por parte de la República de Chile y el consiguiente establecimiento de relaciones diplomáticas a nivel de embajadas, acordes con este reconocimiento.

(Fdo.): Camilo Escalona Medina, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.-
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INFORME DE LA COMISIÓN CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA ELPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBRO DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA AL SEÑOR JORGE ANDRÉS JARAQUEMADA ROBLERO

(S 1262-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición contenida en el oficio de S. E. el Presidente de la República Nº 928, de fecha 1 de julio de 2010, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de miembro del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia al señor Jorge Andrés Jaraquemada Roblero.

El Jefe del Estado ha hecho presente para el despacho de este asunto la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, la que vence el día 5 de agosto próximo.

- - - - - - -





En su Oficio, el Presidente de la República recuerda que de acuerdo a la ley N° 20.285, la administración y dirección superiores del Consejo para la Transparencia está a cargo de un Consejo Directivo. Este Consejo está compuesto de cuatro miembros, designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.




Hace presente que los Consejeros duran seis años en sus cargos, y se renuevan por parcialidades cada tres años.




Informa, asimismo, que por decreto supremo N° 123, de 2008, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, se nombró a don Roberto Guerrero Valenzuela como Consejero del Consejo para la Transparencia, por el período de seis años, que vence el 28 de octubre de 2014.




Señala que el día 18 de junio de 2010, el señor Guerrero presentó su renuncia al cargo, la cual se hizo efectiva a partir del 30 de junio de 2010, fecha en que cesó en sus funciones como consejero del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia.




Explica que, por lo anterior, le corresponde proponer a un nuevo Consejero en su reemplazo por el plazo que resta al período del señor Guerrero, el que vence el 28 de octubre de 2014.




Finalmente, conforme a lo expuesto, propone para ocupar el mencionado cargo en el Consejo para la Transparencia, hasta el 28 de octubre de 2014, a don Jorge Andrés Jaraquemada Roblero, RUT N° 9.619.327-0.




En los antecedentes acompañados al Oficio del Jefe de Estado se informa acerca de los antecedentes personales, educacionales y laborales del señor Jaraquemada Roblero.





En ellos se indica que el señor Jaraquemada es abogado de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Magíster en Ciencia Política de la Universidad de Chile. Además, que ha realizado diversos cursos de especialización, tales como: Diploma en Estudios de Audiencia, Pontificia Universidad Católica de Chile, 2005; Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado, Dirección de Presupuestos, Ministerio de Hacienda, 2003; Diploma en Gestión, The Wharton School, University of Pennsylvania, 2000.; Seminario "Modelo de Negociación de Harvard", Fundación Chile, 1999, y “Licitaciones: cómo participar y cómo diseñarlas”, Departamento de Ingeniería Industrial, Universidad de Chile, 1997.





En el ámbito laboral, cabe destacar que actualmente es Director Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán. Asimismo, que se ha desempeñado como Director del Área Legislativa y de Políticas Públicas de la referida Fundación (2007-2010); como Jefe del Departamento de Administración y Finanzas del Consejo Nacional de Televisión (2001-2006); Jefe del Departamento de Supervisión de Contenidos del Consejo Nacional de Televisión (1997- 2006); Subjefe del Departamento de Estudios del mismo Consejo (1994-1996), y como Profesional del Departamento de Supervisión y de Estudios (1990-1994).





Asimismo, entre los años 1998-2006 fue socio de "Benavente y Jaraquemada Consultores Limitada", firma especializada en Manejo de Conflictos y Riesgo Político de Inversión; ha sido columnista del Diario Financiero (2003-2005) y consultor externo del Instituto Libertad y Desarrollo, (1992-1995).




En la esfera de la educación superior, se ha desempeñado hasta la fecha como profesor en el Programa de Magíster en Gerencia Pública, módulo "Análisis de Riesgo Político de Inversión" , de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Mayor (sedes Santiago y Temuco) (2007-2008); en el MBA, módulo "Ética Empresarial y Transparencia Pública", de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Mayor (sede Temuco) (2004-2006); en el MBA, módulo "Análisis estratégico del entorno", de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales (2003-2005); como Investigador del Programa "Análisis del Entorno Empresarial Latinoamericano", en la Escuela de Postgrado de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, (2001-2005); como Profesor de la Facultad de Derecho Universidad del Desarrollo, (1999-2000), y como Investigador del Área "Estudios del Conflicto" en el Instituto de Ciencia Política de la Universidad de Chile (1989-1993).





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto e invitó al candidato presentado por el Primer Mandatario a una audiencia en la que el señor Jaraquemada tuvo la oportunidad de exponer sus planteamientos sobre los temas de competencia del Consejo para la Transparencia y de responder las consultas que le formularan los señores Senadores asistentes.

- - - - - - - -





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, ofreció la palabra al invitado, quien expuso los planteamiento que se consignan a continuación.





El señor Jaraquemada manifestó que la transparencia del Estado, el derecho de acceso a la información pública y los sistemas de rendición de cuentas son pilares básicos de las sociedades democráticas en cuanto aportan a la construcción de confianza y credibilidad en la ciudadanía respecto de las instituciones públicas y particularmente de las instituciones políticas, otorgándole legitimidad al régimen democrático. En efecto, agregó, en conjunto estos conceptos contribuyen a fomentar el interés y la participación en el proceso político, y juegan un rol de moderación y contención del poder del Estado.





Expresó que cuando no existe transparencia o ésta es débil, o cuando el acceso a información pública relevante no es fácil, oportuno ni expedito o encuentra óbices, el proceso de rendición de cuentas se obstruye y puede volverse imposible y, cuando éste falta o está mermado, las circunstancias favorecen la discrecionalidad, irresponsabilidad, arbitrariedad e impunidad de las autoridades y funcionarios públicos.





Señaló que, por el contrario, la transparencia favorece la participación y la confianza en las instituciones y, en último término, afianza la gobernabilidad de la democracia, entendiendo por ésta a la capacidad que tienen las instituciones de administrar la Sociedad a su cargo y adoptar decisiones públicas en un marco de legitimidad política y social.





Resaltó que la transparencia del Estado, como valor esencial de la democracia, se refiere a la mayor o menor disposición de apertura con la que los órganos de la administración pública enfrentan las demandas de información que surgen desde la ciudadanía y la Sociedad Civil para conocer su funcionamiento, así como la forma y fundamentos por los que adoptan sus decisiones. Esta disposición, añadió, permite a quienes estén interesados, auscultar la acción y decisiones públicas, siendo el primer paso en un proceso de genuina participación. En consecuencia, dedujo, la transparencia importa ofrecer, divulgar y facilitar el acceso a información oportuna y confiable.





Afirmó que, en cambio, la opacidad de las instituciones públicas es terreno fértil para la ineficiencia en la gestión pública y también facilita el surgimiento de comportamientos corruptos.





En efecto, connotó, las trabas o restricciones a un acceso expedito a la información, así como su manipulación o distorsión, pueden ser utilizadas por aquellos funcionarios que tienen la capacidad de adoptar decisiones discrecionales, como una manera de eludir su responsabilidad frente a equivocaciones y negligencias, así como también para esconder irregularidades e ilegalidades.





Aseguró que la corrupción está estrechamente ligada a la falta de transparencia y a la posibilidad de que las conductas impropias no sean conocidas por la opinión pública. Por consiguiente, dijo, promover la transparencia como un valor que debe estar arraigado en las instituciones públicas es un primer paso para frenar los procesos de corrupción, así como también para neutralizar la penetración de otras instituciones informales que tradicionalmente han imperado en América Latina, como son el clientelismo político y el rentismo o extracción de rentas.





Explicó que la experiencia comparada enseña que el derecho de acceso a la información pública es esencial para garantizar el ejercicio normal de la participación ciudadana, exigir rendición de cuentas y responsabilizar a las autoridades públicas, por lo cual constituye un componente clave para desarrollar la confianza en las instituciones públicas y, finalmente, para un adecuado funcionamiento del sistema democrático.





Hizo presente que, en una primera instancia, el acceso a la información es indispensable para asegurar la transparencia y permitir que los ciudadanos se interesen y participen en los asuntos de relevancia pública. Por ello, sostuvo que el derecho de acceso es un presupuesto indispensable para la participación política, entendida no sólo como el derecho a votar y ser elegido, sino también como el derecho a participar en la deliberación de los asuntos públicos. En consecuencia, acotó, la inexistencia, debilidad, inexactitud o falta de oportunidad de la información pública perturba el ejercicio del derecho a participación política que los ciudadanos tienen en una sociedad democrática.





Indicó que, adicionalmente, el acceso a la información permite conocer, para luego evaluar, las decisiones públicas, por lo que puede decirse que cumple la función vital de poner en marcha los mecanismos de rendición de cuentas.





Explicó que, en efecto, es consustancial a la democracia la existencia de controles y contrapesos que buscan indagar, fiscalizar y eventualmente sancionar a las autoridades que han incurrido en conductas lesivas a sus deberes públicos. Esos procedimientos, agregó, son parte del sistema de rendición de cuentas que pesa sobre cualquier autoridad elegida democráticamente.





Prosiguió su exposición señalando que la rendición de cuentas implica que las autoridades den razón de sus atribuciones y deberes. Se trata, acotó, que todos los órganos y personas que ejercen poder justifiquen sus acciones y decisiones ante la sociedad y, en consecuencia, respondan por qué decidieron hacer lo que hicieron y cuáles fueron las razones para actuar de ese modo y no de otro.





Aseveró que esta es la única manera de que la ciudadanía pueda evaluar integralmente a sus autoridades, contradecirlas y, por último, premiarlas o castigarlas con su voto. Es la lógica, dijo, de una ciudadanía que participa, controla, evalúa y que no realiza un simple acto de delegación, sino que se comporta realmente como 'soberano'.





Advirtió que si, por el contrario, el acceso a información pública relevante es bajo, tortuoso o plagado de obstáculos, entonces cualquier herramienta de rendición de cuentas para responsabilizar a las autoridades públicas se debilita y pierde su eficacia.





Luego sostuvo que la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información Pública es un hito central en el proceso de generar transparencia de la función pública en cuanto habilita a los ciudadanos a exigir a los organismos del Estado el acceso a los documentos fundantes de sus decisiones, mejorando su capacidad de participar en el aseguramiento de la responsabilidad de las autoridades, todo lo cual debiera redundar en un mayor nivel de confianza de la población hacia las instituciones públicas y contribuir a la credibilidad del régimen democrático.





Puso de relieve que en un sistema democrático los poderes del Estado deben aceptar ser transparentes y promover el derecho de acceso a la información para favorecer un amplio escrutinio de la opinión pública. Esta es, añadió, la actitud que permite desarrollar, en la práctica, procesos de rendición de cuentas eficaces, permitiendo que los ciudadanos ejerzan su potestad sobre los actos y decisiones de los poderes públicos.





Enfatizó que, a pesar de que la transparencia y el acceso a la información pública son claves para cualquier proceso de indagación y rendición de cuentas, en Chile hasta ahora primó una “cultura del secretismo” que predicaba la normalidad de sustraer del conocimiento de la opinión pública los actos y decisiones de sus autoridades. Nuestro país, afirmó, incluso, tuvo una reacción posterior a la mayoría de los países de América Latina, pues sólo el año 2005, mediante una reforma constitucional, consagró el principio de la transparencia de la función pública de manera explícita.





Destacó que la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información viene a dar concreción práctica a este novel principio constitucional y a llenar un cierto vacío institucional de la legislación chilena, caracterizada por las deficiencias para viabilizar que los ciudadanos soliciten y reciban información pública.





Agregó que lo anterior también está en comunión con la frase inicial del inciso tercero del artículo 1° de la Constitución Política, que señala que "El Estado está al servido de la persona humana y su finalidad es promover el bien común (..)"; pues las normas de la ley apuntan a mejorar el marco legislativo que regula el derecho de acceso a la información que se genera o se encuentra bajo el control de las distintas reparticiones públicas del Estado y, en este sentido, adscribe a esa idea fundamental de nuestra Constitución que reconoce en la persona el fin y razón de ser del Estado, que posee derechos anteriores que deben ser reconocidos, promovidos y cautelados por éste, al tiempo que está llamado a facilitar la participación de las personas en la vida nacional en función de la búsqueda del bien común.





Explicó que esta ley tiene la capacidad para constituirse en una herramienta jurídica de gran envergadura para estimular la probidad y la transparencia de la función pública, así como para combatir la corrupción. En efecto, dijo, su principio basal, la publicidad de los actos y resoluciones públicas, considera que toda la información de los órganos de la Administración del Estado debe ser de dominio público, a menos que su reserva se justifique en causas legales.





Afirmó que esta singularidad puede abrir insospechados derroteros para la participación de la ciudadanía en la indagación de la función pública, así como para fomentar incipientes demandas de rendición de cuentas que permitan asignar responsabilidades a las autoridades y altos directivos públicos, no sólo en la lógica de los tradicionales controles formales, sino también en una moderna concepción de 'accountability' que también considere la evaluación de los resultados e impacto de los programas y políticas públicas.





Concluyó su intervención afirmando que, en esta medida, la nueva ley no sólo cubre una carencia institucional al facilitar la participación política en el proceso de adopción de las decisiones públicas, sino también puede pavimentar la construcción de mayor confianza en las instituciones públicas y, en definitiva, aportar a la credibilidad y legitimidad del sistema democrático.
- - - - - - -





Concluida la intervención del señor Jaraquemada, los señores miembros de la Comisión le formularon algunas consultas.





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, señaló que, en relación con las funciones del Consejo para la Transparencia, en la ciudadanía existe una cierta confusión con las atribuciones de distintas entidades, tales como la Contraloría General de la República, el Sistema de Alta Dirección Pública, instituciones como Transparencia internacional e, incluso, con algunos órganos del Gobierno. Además, agregó, tiene la impresión de que existe un cierto grado de desinformación sobre los caminos para recurrir al Consejo para la Transparencia.





Indicó que en este aspecto ella visualiza una clara e importante tarea que el Consejo debiera asumir.





Por otra parte, la misma señora Senadora puso de relieve que en la experiencia comparada se observa que los esfuerzos por mayores grados de transparencia han ido acompañados de medidas para consagrar las necesarias seguridades a los datos personales. Sobre este punto, indicó que reunir ambas tareas en un mismo organismo es una opción que ella comparte, si bien dotando al Consejo de los recursos e infraestructura necesarios.





Aseguró que en esta materia nuestro país presenta un déficit que organismos como la OCDE y los inversionistas extranjeros reclaman, solicitando mejores condiciones de defensa de la información referida a las personas.





En este mismo sentido, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió la preocupación por, junto con profundizar la transparencia, fortalecer las medidas de protección especialmente dirigidas a personas en situaciones sensibles , como la de los menores de edad en riesgo social.





El señor Jaraquemada se hizo cargo de las observaciones formuladas por los señores Senadores.





En primer término, concordó con las inquietudes expresadas. Expresó que, a su juicio, falta desarrollar una labor pedagógica más aguda, más incisiva hacia la ciudadanía para aclarar los roles de las distintas instituciones. Sobre este aspecto, opinó que lo fundamental es dar a conocer la existencia de la acción de amparo del derecho a acceder a información del que dispone la población. Este instrumento, agregó, es uno de los elementos diferenciadores del Consejo para la transparencia respecto de otros organismos que se desenvuelven en este ámbito.





En cuanto a la protección de los datos personales también coincidió con las aprensiones manifestadas. Aunque no tiene una opinión definitiva sobre dónde debe radicarse esta competencia de protección, admitió que el Consejo para la Transparencia podría asumirla. Hizo presente que en otros países así se hace, es decir, un mismo órgano es el encargado de cautelar ambos bienes.





Explicó que él tiene una aproximación más bien prudente sobre este aparente conflicto, sobre todo atendida la circunstancia de que la “cultura del secretismo” tiene profundas raíces en nuestra historia, pues se hereda de instituciones incluso coloniales. Resaltó que solamente hace cinco años se consagró en nuestro ordenamiento constitucional el principio de la transparencia, en circunstancias de que otros países –por ejemplo, Suecia- ya lo habían hecho hace más de doscientos años.





Por lo anterior, añadió, cree que los avances en las exigencias por una mayor transparencia deben ser graduales para, al mismo tiempo, cautelar debidamente los datos personales, que constituyen, también, una garantía fundamental de todo ciudadano. La transparencia, concluyó, no es un bien absoluto y uno de sus límites se encuentra, precisamente, en la protección del derecho a la vida privada.

- - - - - - -





La Comisión constató que en la proposición sometida por S. E. el Presidente de la República al Senado se ha dado cumplimiento a los requisitos y procedimientos de designación de un miembro del Consejo para la Transparencia.




Hacemos presente que, en caso de aprobarse esta proposición, el señor Jaraquemada Roblero se desempeñará en el cargo hasta el día 28 de octubre de 2014, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 38 de la ley N° 20.285 .
- - - - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 27 de julio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Andrés Chadwick Piñera y Patricio Walker Prieto.







Valparaíso, a 27 de julio de 2010.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario
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